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ADl>ENDLIM 

El pasado J 1 de diciembre de ~001 se expiJió el Decreto Legislativo que contiene la Nuern 
Ley del Impuesto sobre la Renta. misma que publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1º de enero de 
~002. En dicho o,•,·reto. se ordenó abrogar la Ley del lmpue>to sobre la Renta vigente hasta el 3 1 de 
diciembre de 2001. 

En virtud de lo anterior, el articulo 55 Je la ley de la materia. (y el cual fue objeto del 
pro~ccto de tesis que se so1111..•tc a su consideración) fue dcrogadn. sin embargo. al rc\isar d contcniJo Je la 
Nueva Ley del lmpllcsto ~olirc la Renta. encontramuo; que no hubo una nioditicación suhsta111..·ial al contenido 
de dicho prcn•pto, pues l111icarncn1c 1.·arnbió d numeral con el cual se crnHx:ia en la l.l'Y vigcntc en el 2001. 

En efecto. el te\lo del articulo 55 de la Le) del lmpue;to sobre la Renta que se encontraba 
vigente hasta el 31 dt..• dicic111hr1..• Je ~001. )'el cual fue objeto J1..• la tesis lJUC se sorn1.•tc a su considl·ración era 
del tenor siguiente: 

"ARTICULO 55.- 1.a pérdida fiscal será la ditereneia entre los ingresos 
acurnulahlcs Jcl ejercicio y fas deducciones autori1adas por esta l.ey, cuando 
el monto di! estas últimas sea ma~or que los ingresos. 

La pérdida fiscal ocurrida en un ejercicio podrá disminuirse de la utilidad 
fiscal de los diez ejercicios siguientes. 

Cuando el contribuyente no disminuya en un ejercicio la pérdida fiscal de 
otros ejercicios, pudiéndolo halx•r hecho conforme a este artículo, perderá el 
derecho a hacerlo en ejercicios posteriores hasta por la cantidad en que pudo 
haberlo efoctuado. 

Para los efectos de este artículo, el monto de la pérdida fiscal ocurrida en un 
ejercicio, se aetuali1arú multiplicimJulo por el fuctur de actualirnción 
correspondiente al periodo comprendido d,•sde el primer mes de la segunda 
mitad del ejereil'io en que ocurrió, hasta el ultimo mes del mismo ejercicio. La 
parte de la pérdida fiscal de cjcn .. ·kios a11tl·rion:s )a actuali1uda pcnJientc de 
aplicar contra utilidades fiscales se actuali1ara mulliplicúndola por el factor de 
actualirnción corrcsponJícntl' al periodo con1prcnJido desde el mes en que se 
actuali1ó por última vt~1. y hasta d último mes dd ejercicio inmediato anterior 
a aquél en que se aplicará. Adicionalrnente, se podrá actualizm por el período 
comprendido d,·,de el mes en que se actuali1ó por ultima vez y hasta el ultimo 
mes de la primera mitad J,•I cjerdcio en el que se aplicará. 

Para los efectos del párrafo anterior, cuando sea impar el numero de meses del 
ejercicio en que ocurrió la pérdida, se considerará corno primer mes de la 
segunda mitild, el mes inmediato posterior al que corresponda la mitad del 
ejercicio. 

El derecho a disminuir pérdidas es personal del contribuyente que las 
sufra)' no podrá ser transmitido a otra persona ni como consecuencia de 
fusión. En el caso de escisión. las pérdidas fiscales pendientes de disminuirse 
de utilidades fiscales. se podrán dividir entre las sociedades escindente y las 
escindidas en la proporción en que se divid¡m el capital con motivo de la 
escisión." 

Ahora bien, a partir del 1 de enero de 2002, el supracitaJo articulo cambió de numeral, 
quedando ahora como el articulo 61 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 



Al respecto, como lo m.:ncionarnos anteriormente el cont.:nido di!! ahora articulo 61 de la 
L.:y del Jmpu.:sto sobre la R.:nta no Jlie modificado, tal ) como se puede apreciar de la lectura <jUe se realice 
de su t.:xto, el cual es del tenor siguiente: 

"Articulo 61.- La pérdiJa tiscal será la diferencia entre los ingresos 
acumulables del ejercicio y las deducciones autoriladas por .:sta Ley, 
cuando el monto de estas últimas sea nrn)or que los ingr.:sos. 

La pérdida tiscal ocurrida en un ejercicio pLidrá disminuirse de la utilidad 
tiscal de los diez ejercicios sigui.:ntes ha;ta agotarla. 

Cuando el eontribu)ent.: no disminuya en un ejercicio la pérdida fiscal de 
ejercicios antcrion.•s. puJicndo haberlo hecho conforme a este artículo, 
perderá el derecho a hacerlo en los ejercicios posteriores y hasta por la 
cantidad en la que pudo hal11.'rlo efectuado. 

Para los efectos de este artículo, el nwnlo di: la pérdida fiscal ocurrida en un 
ejercicio, se actuali1ará multiplicündolo por el factor de actualin1ción 
correspondiente al p~·rhxlu compn.mdido desde el primer mes de la Sl'gunda 
mirad del ejercicio en el que ocurriu y hasta el tiltimo mes del mismo 
ejercicio. La parte Je la pCrdida tisral Je ejercicios anteriores }a actualiniúa 
pendiente de aplicar contra utilidades fiscales si: actuali1ará multiplidndola 
por el factor de actualinu.:ión corrcsponJicntt: al pcrioc.fo compn:ndido desde 
el mes en el que se actuali1ó por última >et y hasta el último mes del 
ejercicio inmi..•diato anterior a aquél 1..•11 d 4m.• se aplicará. Adicionalmente, 
se podni actualizar por el pcritJdo co111prc11Jido Jcsdl· el mes t.'n el que se 
actuali1ó por última v.:z y hasta el último mes de la primera mitad del 
ejercicio en l!I que se .1pl icari1. 

Para los efectos del púrrafi.> anterior, cuando sea impar el número de meses 
tfol ejercicio en que ocurrió la p'5rdida, se considerará como primer ml--s de 
la segunda mitad, el m.:s inm.:díato posterior al que corresponda la mitad 
del ejercicio. 

El derecho a disminuir las pérdidas fiscales es personal del 
contribu>ente que las sufra y no podní ser transmitido a otra persona 
ni como consecuencia de fusión. 

En el caso de escisión de sociedades. las p~rdidas fiscales pendientes de 
disminuirse de utilidades fiscales. se deber<in dividir entre las sociedades 
escíndcnte y las escindidas. en la proporción en que se divida la suma del 
valor total de los invcntarins y de las cuentas por cobrar relacionadas con 
las actividades ~omcrciah.•s Je la escindcntc cuando ~sta reali1.aba 
prcpondcrantcmentc dichas actividades. o de los activos tijos cuando la 
sociedad cscindente reali1aba preponderantemente otras actividades 
empresariales. Para dl·tt.·rrninar la proporción a que se refiere este párrafo, se 
deberán excluir las inversiones en bienes inmuebles no afectos a la 
actividad preponderante.·· 

Finalmente. no debe perderse de vista el contenido de la tesis P./J. 8Q/97 emitida por el 
Pleno de nuestro máximo Tribunal de Justicia. visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo VI, Diciembre de 1997, pág. JO, la cual es dei tenor siguiente: 



"Lf.YF.S, AMl'AIH> CO;liTIU. CllANDO SF. HEFOR:\IA UNA LEY 
l>ECLAHADA l.'\/CO.'liSTITUCIO:\AL O SE SUSTITUYE 1'01{ l•.'liA 
DE CONTE.'illlü SIMILAlt O IGUAL, l'HOCEllE UN NUE\'O 
.JUICIO l'OH THATAl{SE DE UN ACTO LEGISLATIVO DISTINTO. 
De ª'-'Ucr<lo con el principio Ji: n:lati\iJaJ de las scntcnrias LlllC rige! cn d 
juicio de amparo. por CU)a \irtud el efecto profl'cfor de uquéllas 
únkamcnh.• ako1n1;1 al ll'\lo kgal qul' fue mo11l'ria d1.• amili.,is en el juicio, 
no así 01 sus rcfornrns ni 11 un11 k) po,fl•rior quL' rcprodun.·01 su 1,.•ontL•nitlu, 
dehe L'Slinmnt• prrn..·et.lt•nte el juicio de garantía" que l\l' inlenu• L'll 1,.·ontn1 
de la n•fornrn dt• una IL') )U <.frcl:1rouJ;1 i111,.·1rn~titudon;1f rc~pcl'.tu del 
quejoso. cuall'~quil'ra qw.• '"'ª" "iU"i !o!ÍnJililuclL•li o diflon11d11s t·~cudaks o 
accidt•n1ult.•s con t•I tc\to anll'rior put'"i, aJ1.:111<is Je que se trata 1..k a1.·tos 
legislativos Jiver::ios, en l.'uanto l.'ons1itL1)t..'n distintas 111anifc~t¡1t..·ioncs Je la 
voluntad del órgano rt..·sr1..•diH1, el prinl'ipio tk ~q.:uridad jurítlil":i l'\ÍgL' que 
seu el Juc1. Feder;1I t¡ukn, en un OUl'\O proct·~o. l'alifü111t.• In nigularilhuJ 
constitucional dl'I fl'\lo n•formadu o sustilutu del )a analinulu, para 
e\ih1r que l'Sfa l'Ul'\lión <JUl'tfr ahiL•rt•t it la inkrpn·hu·iún "iuhjl·tha de las 
partes y que el quL·jo\o lJlll'lk rn L'stotdu tk imkfL•nsi1"in, rn cu.mio t•arcLca 
de la \Ía udL•cu:uJn pura IHIL'l'r \alrr la identidad C\L'llL"ial r\istl'nh.• cnlrt.• L•I 
te\tO origirrnl) el h'\ln po~h'rior, t•on\ilkrantlo 'Iº"' tal matrria no pudría 
ser objeto dt.• anáfi,is u tra\l·s de los procedirnil·nto~ prc\lstos en la Le)" de 
Amparo parn decidir sohrc l'I cumplimil•ntu dl' una "il'nll'ncia pruh'ctora, 
con10 son los rl'ft.•rt.•ntL'lt al incidt.•ntc dt.• inl·jcL·udiín, a 1:1 queja por 1kft.'l'lo 
o e\ccso, o al inchh•ntt.• dt.• rl'pl'llriún del acto ndounadu, ninguno de los 
cualt.•s permitt• CL'nsurur los nue\us actos 1Jt.• la aulurid~1d lcgislallva, }"a 
que ésta, l'l1 lérminos tft-1 citado principio de rl'IOJthhfad, nu estií limitada 
en su acruaciún puJ' lu sentrnria de amparo." 

(Énfasis añadido) 

Incidente de inejecuciún 14:!1Q4. Porcclanite, S.A de C.V. 10 de septiembre de 
1996. Ma)'oría Je OL."ho \totus. Disidcntt.•s: Sergio Salvador r\guirrc Anguiano 
v José de Jesús Gudiño Pelavu. Ausente: Juan N. Silva Me7a. Ponente: Juan 
·Díaz Romero. Secretaria: A~friarrn Ca111pu1ano de Ortiz. Queja J/Q6. F.kco, 
S.A. IJ Je maHl dl• 19CJ7. Unanimidad Úl' Jie1 votos. Ausente: Mariano 
Azuela GUitrún~ Pnncrlle: Guillernw l. OrtiL Ma\a~oitia. Secrt..•tariu; Alfredo 
E. Bácz Lúpc1. Amparo en rcvisiún :!l)lJ.J/96. G;s~n:-.as. S.A. Je C.V. 10 de 
julio de 19Q7, Unanimidad de Jie1 H1tus. Ausc11t1..·: Jos~ Jc Jesús Gudiñu 
Pelayo. Ponente..·: Humhcrh..1 Romün Palados. Sccri.:tario: 1\ivaro Tovilla Ll'Ón. 
Amparo en rc\tisión 3050,Q6. Compariia E'purtaJora Grupo Dilx1ga. S.A. Je 
C.V. 10 de julio Je JlJ97. L'nanimiJJd Jl' die/' \.Olos. Ausl'lllt:': Jo~1..· Je Jesús 
Gudiño Pcla\o. Ponen!!..': l lum~rlo Romún Palados. Sel.'fetariu: Jl..'sús 
Enrique Flor~s Gon1úlc1. Amparo en re\. bión 1 Qg J, Q6. Tabiqucras Asociadas. 
S.A. -' de Sl'pticmlirt.• de 1 CN7. LlnanimiJaJ de i'll:'ho "'º'º"· Ausc.:"ntes: José 
Vicente Aguinaco Akrn.ln. Sergio 5ahador Aguirrl' Anguidno y Oiga María 
del Carmen Süncht.•1 CorJero. Poncnlc: Jn"é Je Jesús Gudiño Pclavo. 
Secretario: M;;1rio Flores Gi.lrcía. El Tribunal Pleno. ~n su st.-sión pri\.~Ja 
celebrada !.!I ont..·c Je no\ iemlir1..· en cur~o. apn1hú. con el número SQ: 1 Q97. la 
tesis jurisprudt>ncial 4ut..• anh:L"l'lk. ~k.\ico, Oistrito Federal. a once de 
noviembre de mil no\ccicntos no\cnta )' siete. Nota: La ejecutoria relativa al 
incidente de inejecución l 4:!194, aparece pulil icada en el Semanario Judicial 
de la Federación )' su Gaceta, Nu\cna l'poca. Tomo IV-Noviembre, página 
93. 



INTl{OOUCCION 

El entorno económico en que se desarrollan actuulmi:nte los negocios 

mercantiles es sumamente dinámico y como tal, es continua su evolución, 

por lo que para que subsistan con éxito, surge la necesidad de irlos 

adecuando a las circunstancias cambiantes derivadas de esa evolución. a 

través de reorganización y reestructuraciones constantes. 

Una herramienta útil en la reestructuración de los negocios 

mercantiles es la füsión de sociedades cuando resulta conveniente concentrar 

las operaciones de dos o más sociedades en una sola de ellas u otra nueva 

con la desaparición de las demás. 

En este trabajo se analin1rú la figura jurídica de la fusión de 

sociedades y en especial la inconstitucionalidad de la restricción del artículo 

55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta al no permitir la transmisión de las 

pérdidas en que hayan incurrido las empresas que participaron en la fusión. 

En efecto, dicha disposición vulnera las garantías de 

··proporcionalidad", .. equidad" y ;'seguridad jurídica", conceptos complejos, 

que se analizarán a lo largo del presente trabajo. 

Así las cosas, la Ley General de Sociedades Mercantiles permite la 

transmisión de todos los derechos y obligaciones de la fusionada a la 

fusionante, y al restringir el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta la transmisión de pérdidas, resulta que éste violenta las referidas 

garantías, como se demostrará a lo largo de este trabajo. 



CAPITULO 1 

PRINCll'IOS QUE RIGEN LA RELACION TRIBUTARIA 

Toda vez que el objeto del presente trabajo se aboca al amílisis 

constitucional de un precepto tributario, se considera de suma importancia 

definir la naturaleza de la relación jurídica-tributaria, así como sus alcances, 

pues es a partir de dicha relación que precisamente se justifica la existencia y 

recaudación de lns contribuciones por parte del Estado a los gobernados, 

como sucede en el caso concreto con el impuesto sobre la renta. 

En etecto, la existencia y recaudación de las contribuciones 

destinadas al gasto público, a cargo de los gobernados, se funda 

precisamente en dicha relación, misma que determina las directrices sobre 

las cuales el Estado debe conducirse en su carácter de autoridad recaudadora, 

con la finalidad de evitar abusos, arbitrariedades y discriminaciones en 

perjuicio de los gobernados en su carácter de contribuyentes. 

Es por ello, que en la medida en que dicha relación y sus principios 

sean respetados por el Estado, las contribuciones a cargo de los gobernados 

estarán plenamente justificadas, ya que de lo contrario se rompería con el 

espíritu y finalidad de la obligación de contribuir al gasto público de una 

manera justa. 

En este sentido, es precisamente que a través del presente capítulo se 

etectúa un análisis de la relación jurídico-tributaria, así como de la 

justificación de ésta última, para finalmente reali111r un breve estudio de los 

principios doctrinarios en materia fiscal; principios que rigen y determinan el 

alcance de dicha relación, y que son precisamente con base en los cuales 

deben esgrimirse los preceptos jurídicos que contemplan la determinación y 

cobro de contribuciones destinadas a su!Tagar el gasto público. 



l. PRINCIPIOS QUE RIGEN LA RELACION TRIBUTARIA 3 

Lo anterior, se insiste, con Ja Jinalidad de que el análisis 

constitucional que en el presente trabajo se desarrolla sea mejor 

comprendido. 



l. PRINCIPIOS QUE RIGEN LA RELACION TRIUUTARIA 

1.1. Concepto de relación jurídica tributaria. 

El Estado, paru llevar a cabo satisfüctoriamente las actividudes que le 

son propias como órgano rector, requiere de manera imprescindible de un 

sustento económico, esto es, de una fücnte de ingresos que le permitan 

sufragar el desempc1io propio de dichas actividades. 

En este sentido, y toda vez que el dest?mpeño de las actividades del 

Estado se encuentran. dirigidus u la satisfacción de necesidades colectivas, 

dicho sustento económico proviene en gran parte de los ciudadanos o 

gobernados, que son los que directamente se benefician de las obras o 

servicios públicos que en su caso lleve a cabo el Estado. 

A ese respecto, el maestro Adolfo Arrioja Vizcaíno citando a Andrés 

Serra Rojas señala que: "Las actividades públicas llamadas por algunos 

autores funciones públicas, son servicios de los cuales no puede prescindir 

una sociedad. como la justicia, la defensa nacional, la policía, los 

transporlcs, la actividad educativa y económica del Estado, el crédito público 

y otras." 1 

En este sentido, es claro que para cubrir satisfactoriamente las 

necesidades que toda sociedad demanda, no se puede prescindir de los 

recursos económicos, pues es cluro que son éstos Jos que sufragan el costo 

de las actividades que realiza el Estado en beneficio de los gobernados de la 

sociedad de que se trate. 

1 AOOLFO ARRIOJA VIZCAINO. Dered10 Fiscal. 11' ed., Editorial Themis, S.A. de C.V .. México, 1996, 
p.3 citando a Andrés Serra Rojas. 
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Lo anterior, da origen a una necesaria relación de interdependencia 

entre gobernantes y gobernados, o en otras palabras, entre Estado y 

particulares. 

Así pues, podríamos afirmar que el Estado justifica su existencia a 

través de la gestión del bienestar colectivo, en tanto que los particulares 

requieren de la satisfacción de un conjunto de m:cesidadcs sociales parn estar 

en condiciones de dedicarse a actividades productivas que les permitan 

subsistir o, en el mejor de los casos, incrementar y mejorar su nivel de vida. 

Ahora bien, los recursos que surragan dichas necesidades, proviem:n 

esencialmenle de los gobernados, pues son a éstos a los que finalmente les 

beneficia el que el Estado realice actos tendientes a lograr su bienestar, rnzón 

por la cual deben desprenderse de parte de sus ingresos para sufragar los 

gastos públicos en que deba incurrir el Estado para la satisfacción del interés 

colectivo. 

Así pues, el hecho de que el Estado deba cubrir las necesidades de 

carácter público a que hemos hecho referencia, y que sean los propios 

gobernados los que principalmente deban de allegar de recursos al Estado 

para tal fin, crea una relación de interdependencia como lo mencionábamos 

anteriormenlc, la cual necesariamente debe erguirse sobre bases jurídicas. ya 

que de otra forma se caería en la arbitrariedad y despotismo por parte del 

Estado, el cual podría fücilrncnte estar facultndo para someter a los 

miembros de la sociedad de que se trate a toda clase de exacciones, despojos 

y confiscaciones sin otra tasa y medida que su libre albedrío y capricho. 

De este modo, única y exclusivamente a través de la ley puede 

garantizarse que la necesaria vinculación económica entre el Estado y sus 

gobernados se desenvuelva en un marco de equidad, equilibrio y armonía. 

En este campo. señala el maestro Adolfo Arrioja Vizcaíno: "La nomm 
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2 lbid, p. 5. 

jurídica Jebe actuar a marwra <le indicativo y <le freno. es <lecir, por una parte 

Jebe indicar cutilcs son las obligaciones correlati\'as a cargo de los 

particulares; y por la otra. hasta dónde llega la potcsta<l del poder público y 

cutiles son, como contrnparti<la. los derechos de los contribuyentes oponibles 

a la misma autorida<l gubernamental. y los medios y proce<limicntos pura 

ejercitarlos. "2 

Con base en lo anteriormente expuesto, po<lcmos señalar con toda 

certeza que la relación jurídico-tributaria, es aquella relación regida por un 

marco jurídico, en virtud de la cual el Estado se encuentra obligado a cubrir 

las necesidades colectivas a través de las contribuciones que de los 

gobernados exija al gasto público. 

En efecto, la relación jurídico-tributaria, es aquella relación en virtud 

de la cual el Estado, con apego a un marco jurídico predeterminado, se 

encuentra focultmlo para requerir de sus gobernados parte de sus ingresos a 

fin de sufragar el costo del gasto público tendiente a satisfacer las 

necesidades de interés común. 

Así pues, debe señalarse que la relación jurídico-tributaria se justifica 

en la medida en que la potestad que tiene el Estado para requerir de sus 

gobernados parte de sus ingresos para destinarlos al gasto público se esgrima 

sobre bases jurídicas, .:sto es, sobre ordenamientos jurídicos que regulen el 

alcance y limitaciones de dicha relación. 

Sin embargo, cabe señalar que la relación jurídico-tributaria no sólo 

debe tener como base primordial el elemento jurfdico, esto es, su regulación 

a través de normas, sino que a su vez dichas normas o leyes que la regulan 
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deben fundarse en principios de justicia y equidad que definan de igual 

forma el alcance y limitaciones de la relación que nos ocupa. 

En efecto, no obstante que puedan existir normas que regulen una 

determinada ri:lación jurídico-tributaria, es necesario encuadrar dichas 

normas dentro de un marco de certe7A1 que permita conocer a ciencia cierta 

hasta donde llega la potestad del poder público y la obligación de los 

gobernados como contribuyentes, lo cual se logra a través de la observancia 

de principios doctrinarios de derecho público que, en nuestro caso, regulan la 

actividad del Estado como autoridad recaudadora. 

Dichos principios, objeto de análisis en los siguit·ntes aparwdos, son 

considerados como la base fündamentul en la que se sustentan las nonnas 

que regulan la relación jurídico-tributaria, los cuales consisten básicamente 

en nociones históricas de justicia y equidad, en las que se define el actuar 

dentro del orden tributario. 

Consideramos, que los principios fundamentales de la relación 

jurídico-tributaria, son aquellos que se originan a partir de las ideas 

expresadas al respecto por el distinguido economista inglés Adam Smith, en 

su célebre obra intitulada "'Riqueza de las Naciones", los cuales consisten en 

los siguientes: 

• Principio de proporcionalidad 

• Principio de certidumbre o certeza 

• Principio de comodidad 

• Principio de economía 

Los princ1p1os antes mencionados, los podemos considerar como 

fuente del equilibrio básico de la relación tributaria, minimos principios que 
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se dcbt:n cumplir a efecto de obtener una justa relación entre Estado como 

autoridad recaudadora y gobt:rnados como contribuyentes. 

Es menester que en dicha relación exista un equilibrio entre los 

derechos y las obligaciones trullo del Estado como de los gobernados. lo cual 

se logra con base en principios doctrinarios, sostenidos en simple lógica­

jurídica. que buscan establecer una igualdad de situaciones entre los sujetos de 

la relación que nos ocupa. 

Así pues, una vez determinada la relación jurídica-tributaria. sus 

elementos. alcances y limitaciones, en los siguientes apartados se efectuará 

un análisis de los principios doctrinarios fiscales sobre los cuales dicha 

relación debe estar fundada. 

1.1.1. Potestad tributaria. 

Recibe el nombre de potestad tributaria la facultad del Estudo por 

virtud de la cual puede imponer a los particulares la obligación de aportar 

una parte de su rique7,1 para el ejercicio de las atribuciones que le están 

encomendadas. 

La potestad tributaria tiene un carácter consubstancial al Estado, pues 

por su naturalc7.a misma el Estado tiene encomendadas tareas que deben 

reali7..ar para que la sociedad civil pueda encontrar organi;mción y vida. El 

Estado debe expedir las leyes que rijan la conducta entre los particulares, 

entre los particulares y el Estado y la actuación del Estado mismo. El Estado 

debe impartir la justicia. resolviendo las controversias que de otra manera 

tendrían que ser resueltas por los particulares mediante el uso de la fuer7.a. El 

Estado tiene que reali7.ar una serie de fünciones y prestar una cantidad de 

servicios públicos que los particulares, por sí mismos, no podrían reali7llr ni 

prestar. Asi. el Estado es el gestor del bien común temporal. 
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Pura realizar todas esas actividades. el Estado tiem: necesidad de 

obtener recursos, que deben encontrar su fuente. en la gran mayoria de los 

casos y en su 1míximo volumen, en los patrimonios de los particulares que 

integran ese Estado. Tal cosa ocurre. de hecho, en la mayor parte de los 

países democráticos en los cuales se reconoce qUl', primariamente 

corresponde a los particulares el desarrollo de la vida económica. que deja su 

iniciativa. müs o menos tutelada por el Estado, la tarea de desarrollar las 

actividades económicas. Pero aún en los Estados organizados sobre la base 

de que la actividad económica ñmdamental, y en los cuaks los bienes de 

producción son propiedad del Estado (como sucede en los países 

comunistas) se le atribuye a éste, la facultad de imponer a los particulares la 

obligación de contribuir para la realización de los gastos públicos. 

Así pues, en todos los Estados, y en todas las épocas de la historia de 

la humanidad, el Estado ha ejercitado su Poder Tributario, es decir, ha 

exigido a los particulares que le trasladen una parte de su rique7.a. Tales 

aportaciones han recibido el nombre de tributos, de contribuciones, de 

impuestos. Tributos e impuestos son palabras que denotan por sí mismas esa 

situación de superioridad o de soberanía del Estado, muchas veces ejercida. 

en épocas pasadas, en forma despótica y arbitraria. En cambio, la palaora 

contribución tiene una denotación más democrática, que está más a tono con 

la época moderna, en que el Estado procura, guiado por criterios de justicia. 

hacer que los particulares hagan es;1s aportaciones de acuerdo con su 

capacidad contributiva, dando el sentido de que los particulares 

verdaderamente "contribuyan" para que el Estado pueda realizar sus 

atribuciones. 

La potestad tributaria no es ejercida por el Estado en el momento en 

que procede a hacer efectivas las contribuciones que los particulares deben 

pagarle, como consecuencia de la realiz.ación de aquellos hechos que han 
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sido señalados por el Estado como generadores de los créditos fiscales. En 

ese mo111ento. el Estado actúa en una forma análoga a la que observa 

cuak¡uier acreedor particular. y el ejercicio de su actividad de recaudm:ión se 

encuentra sometido respecto a aquéllas que ha sido establecida por la ley 

producirá como consecuencia que el particular pueda atacar o impugnar la 

actuación del Estado. 

Por d contrario, el momento en que se presenta el ejercicio del Poder 

Tributario es aquel en que el Estado, actuando soberanamente, y de manera 

general, deh:rmina cuúles son esos hechos o situaciom:s que, al producirse en 

la realidad, harán que los particulares se encuentren en la obligación de 

etectuar el pago de las contribuciones. 

En los Estados modernos, que rigen su vida por sus Constituciones, y 

conforme al sistema de la división de los Poderes, el Poder Tributario es 

atribuh.lo exclusivamente al Poder Legislativo, el cual lo ejerce en el 

momento en que expide las leyes que determinan qué hechos o situaciones 

son los que al producirse en la realidad generan para los particulares la 

obligación del pago de contribuciones. En el caso concreto de México. el 

Poder Fiscal se ejerce por el Poder Legislativo, cuando expide las leyes 

reglamentarias de cada contribución y cuando cada año scfütla en virtud de la 

Ley de Ingresos, cuáles de esas contribuciones van a estar en vigor en cada 

año fiscal. 

En cambio, corresponde al Poder Ejecutivo, en su carácter de 

Administración Fiscal. el determinar o el comprobar cuándo se han 

producido en el realidad esos hechos o situaciones que generan la obligación 

de pagar esas contribuciones, señalar o detenninar la cuantía de los pagos o 

bien. verificar si las prestaciones que han reali7.ado se encuentran ajustadas a 

la ley. 
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Así pues, el poder tributario, llamado también poder fiscal, o potestad 

tributaria o poder de imposición, es la facultad propia del Estado para 

establecer los tributos necesarios para realizar sus funciones. Según Giuliani 

Fonrogue significa '"la facultad o la posibilidad jurídica del Estado de exigir 

contribuciones con respecto a personas o bienes que se hallan en su 

jurisdicción". 

1.1.2. Competencia tributaria. 

La competencia tributuria, consislc en el poder recaudar pum el 

tributo cuando se ha producido un hecho generador. El titular de la 

competencia tributaria. es el acreedor de la prestación tributaria. Puede 

suceder, y es el caso más general. que coincidan las titularidades del poder 

tributario y de la competencia tributaria en una misma entidad. Por ejemplo, 

el Gobienio Federal es titular del poder tributario para gravar las rentas de 

las sociedades mercantiles y de las personas tisicas. y a su vez es titular de la 

competencia tributaria, pudiendo cobrar dichos impuestos. Pero también el 

titular de la competencia tributaria puede ser una entidad como es el 

Municipio. y el titular del poder tributario sobre el mismo tributo otra 

entidad, esto es, el Estado donde se locali7a el Mu11icipio. 

1.2. Antecedentes del artículo 31 constitucional en su fracción IV. 

Buscando el antecedente que haya inspirado a los constituyentes para 

redactar la !Tacción 11 del artículo 31 de la Constitución de 1857, igual a la 

fracción IV del actual articulo 31 de la Constitución de 1917, encontramos 

que la Constitución Norteamericana de 1787 establece en su artículo 1 o., 

sección octava. lo siguiente: 

El Congreso tendráfac11/1ad: 
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"1'<1r<1 estahlet"er y reca11d<1r ,·ontrih11ciones, 
impuesllls, dereclws y sisas: para pagar las deudas y 
prcJl'eer t1 la d~J(•nst1 t"omlÍn y hienestar general de los 
Est<1dos Unidos pero todos los derechos impuestos y 
sisas senín 1111(1iJ1'111es en todos los Estt1do.1· Unidos". 

Seccián 1111<•1·e 1pcírri¡/i1 IV): " no se eM<1hlecerú 
ninglÍn impuesto din•cfo, ni de capitación como no 
sea proporcionalmente al cen.w o re,·11ento que antes 
se ordt!nÓ prc1c..·ticar". 

12 

Vistos estos artículos nos encontramos con que se establecen en ellos 

el principio de "uniformidad" que después veremos es uno de los principios 

teóricos de las contribuciones y se habla también de "proporcionalidad", 

pero sin que se tome en el sentido de justicia en las contribuciones, en la 

forma a que después nos referimos al anali1ar la fracción IV de la actual 

Constitución de 1917, en sus términos "proporcionales" y "equitativos". 

El Lic. Servando J. Garza en su libro "Las Garantías Constitucionales 

en el Derecho Tributario Mexicano", hace notar que el principio de 

proporcionalidad y equidad; establecido en la fracción que estudiamos, 

parece tener como antecedente, no la Constitución Norteamericana, sino la 

Francesa, de acuerdo con la cita que hace del artículo 13 de la Declaración 

de los Derechos del Hombre y del Ciudadano", incluido en la Constitución 

Francesa de 1791, señalando lo siguiente: 

"para el sostenimiento de la jiler=a pública y pam 
los gastos de la administración es incfüpe11s<1ble 
una contribucicín común, lt1 cual debe ser repartida 
igualmente e/l/re todos los ciudadanos, en ra=ón de 
sus posibilidades". di.1¡wsicicín igual a !u que figura 
en /a Constitución Francesa de 18./3. 1 

Los artículos 339 y 340 de la Constitución de Cádiz 4ue 

transcribimos. en su formación se vieron influidos indudablemente por la 

3 GARZA. Scnw1Jo, ··Las Garantías Constitucionales en el Derecho Tributario Mi:,jcu.no•·. Ed. Hnrla Pp 118 !t 11 ~. 
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' lbidcm., p. 100 
' lbid .• p. 206 

legislación constitucional francesa en los artículos que citamos, existiendo 

inclusive en dicha Constitución de Cádiz. transcrita la esencia de los 

artfculos citados, en su artículo 80., el cual en d capítulo segundo, 

denominado de los "españoles" establecía: 

"también e.1·tcí oh/igaclo todo español, sin distinción 
alguna, a contribuir en proporción de sus deberes 
para los gustos del Estado". 

En la Constitución de Cádiz de 1812, la cual estuvo en vigor en la 

Nueva España disponía: 

"Artículo 339. lus mntribuciones se repartirán en/re 
todos los espmioles en proporción " sus facultades 
sin excepción ni privilegio alguno". 

Articulo 3./0. las contribuciones serán 
proporcionadas a los gastos que se decreten por /Cls 
Cortes para el serl'icio ptíb/icu en todos los rumos".~ 

En la Constitución de Apatzingán de 1814, no hay tampoco ningún 

antecedente al respecto. 

En la Constitución Federal de 4 de octubre de 1824 no existe ningí111 

antecedente de la Fracción Constitucional en estudio, 

En las Siete Leyes Constitucionales de 1836 el artículo 3º .• Frac. 11 

establecía como obligaciones de los mexicanos: 

11. Cooperar a los gastos . del Estado con las 
conlribuciones que establezcan las leyes y le 
comprenclan. J 
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Como podemos ver en el texto de este articulo, no se menciona para 

nada la equidad y la proporcionalidad de los impuestos. 

La primera vez que apan:ció en los textos constitucionales la 

expresión de que los impuestos deben ser proporcionales y equitativos, fue 

en el proyecto de Constitución de 1857 el cual establecía en su articulo J 1: 

"Es obligación ele todo mexicano: 

Defender la imlepenclencia. el territorio, el honor, los 
derechos e intereses ele su patria 
Colllrihuir para los gas/os públicos así de la 
Fecleración como el Estado y 1W11nicipio en que 
resida. de la manera proporcional y equilaliva que 
dispongan las leyes''. 6 

El párrafo anterior fue aprobado en sesión de 26 de agosto de 1856 y 

seguramente la Comisión de Estilo lo dividió en dos fracciones que es como 

aparece en el texto de dicha Constitución, la cual es antecedente directo de 

la Constitución de 1917 vigente en México. 

Dicha fracción, por reforma publicada el 1 O de junio de 1898 quedó 

como fracción 111, siendo igual en su redacción a la IV del artículo J 1 de la 

actual Constitución de l 917. 

Haciendo una búsqueda en nuestros te.xtos Constitucionales a fin de 

encontrar los antecedentes de la fracción IV del Artículo J 1 Constitucional. 

nos encontramos que de acuerdo con el Diario de Debates del Constituyente 

de 1916-17. la fracción aludida füe aprobada sin discusión alguna por parte 

de los Constituyentes. 7 

'TENA RAMIREZ. Felipe: "J.c,cs Fy!]damcnlalcs de México 1808-1997", 20° cd., Porrúa México, 1997: p. 611 
7 CÁMARA DE DIPUTADOS. "Diario de los Dchutes del Congreso Constilu,cnlc", Qucrélaro 1916-1917, Tomo JI. 
Edición Facsimilar 1997, púgina 497. 
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1.3. Análisis de los elementos de la fracción IV del artículo 31 de 

la Constitución rolítlcu de los Estudos Unidos .\lcxicunos. 

El articulo 31 de nuestra Constitución establece: 

"Son obligaciones de los mexicanos: 

IV. Conlrihuir para los gu.1·1os púhlicos, así de la 
Federación. como del Dislri/o Federal o del Eslado y 
Municipio en que n•sid,111, ele la manem proporcional 
y equilatil'a que dispongcm las leyes 

Del citado articulo, resulta claro que los principios que enuncio 

nuestra Constitución son tres: 

1. Principio de legalidad 

2. Principio de proporcionalidad y equidad 

3. Principio de contribución al gasto púbtic.o. 

En vía de introuucción de los temas que nos proponemos tratar, 

haremos un breve amílisis de los elementos que constituyen dicha fracción, 

antes de llegar a los términos de "proporcionalidad" y "equidad" que 

constituyen uno de los puntos a tratar en esta tesis. 

t.3.1. De la Obligación 

La fracción en análisis establece la obligación para los mexicanos Je 

contribuir a los gastos públicos, pero no identificada como cualquier otra 

obligaciónj.es. decir c_omo un vinculo jurídico que coloca a personas 

determinadas a rerilíz,°1:r una prestación respecto de otras personas también 

detem1inadas. sino que dicho principio sufre en materia fiscal ciertas 

modificaciones. ya que dicha obligación tributaria tiene en algunos casos. 
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desde el punto de vistu de los sujetos activo y pasivo, una ampliación en su 

alcance y en otros una restricción. 

Las obligaciones tributarias tienen por objeto dar siempre una 

cantidad de dinero y nunca el de imponer contraprestaciones, salvo como 

obligaciones accesorias de la principal. 

Las obligaciones a que antes nos referimos tienen su fuente inmediata 

en la ley tributaria. cualquiera que sea la contribución que regule. 

Es decir, la ley señala en forma general la obligación tributaria, la 

cual se hace efectiva para una persona o personas determinadas al realizarse 

el hecho generador del crédito fiscal, o sea cuando ocurren los presupuestos 

que la ley señala para que una persona esté obligada al pago de un impuesto. 

Dicha obligación se fija por virtud de un acto unilateral de voluntad 

del Estado. el cual como ya dijimos, se manifiesta por medio de una ley, 

(tanto desde el punto de vista material, como formal), por medio de 

disposiciones de carácter general, abstractas, impersonales y emanadas del 

Poder Legislativo. Esa manifestación de voluntad del Estado no es arbitraria. 

sino que la misma se encuentra determinada, por una parte, por las 

necesidades financieras del mismo Estado derivadas de sus atribuciones 

constitucionales y por otra, por la capacidad contributiva de los sujetos 

ati:ctados por el impuesto. 

t.3.2. Oc los mcxlcunos 

El precepto constitucional establece este tipo de obligación 

expresamente a los mexicanos. sin hacer ninguna especificación sobre los 

extranjeros, pero. para no hacer distinciones que no son objeto de este trabajo 

sobre si los extranjeros están obligados a realizar las contribuciones o no. 
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simplemente señalaremos que la fracción VII del artículo 73 Constitucional 

que establece corno facultades del Congreso: "imponer las contribuciones 

necesarias a cubrir el presupuesto". 

Esta fracción del prcceplo constitucional citado no hace distinciones 

de personas, comprendiendo por lo tanto no sólo a los mexicanos. sino a los 

extranjeros, cosa que de otra forma no sería comprensible, pues establecería 

un privilegio a favor de los extranjeros, que competirían en situaciones 

ventajosas con los mexicanos en cualquier rama de la industria, o el 

comercio, etc. 

1.3.3. Destino al Gasto Público 

El siguienfr elemento que establece la fracción IV del artículo 31 

Constitu_cional, consiste en qu~· se debe contribuir para "gastos públicos". 

Por ello estudiaremos en forma breve, en qué forma se contribuye al 

gasto público. 

a. El estado puede obtener por dos medios diferentes los recursos 

pecuniarios necesarios para su sostenimiento y gastos que requiere el 

ejercicio de sus atribuciones esencialmente por virtud de un acto de 

colaboración voluntaria de los particulares o por un acto unilateral del poder 

público obligatorio para los mismos. 

En el acto de colaboración voluntaria el particular, por medio de un 

contrato, proporciona al Estado los recursos necesarios, pero aderniís de que 

el contrato impone al Estado obligaciones a favor del particular, de pagarle 

intereses, de reembolsarle el empréstito. etc., obligaciones que suponen otras 

fuentes de ingresos con qué atenderlas. al Estado no puede estar atenido a la 

voluntad de los particulares para obtener los medios necesarios a su 
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subsistencia, encontrándose por lo tanto obligado a recurrir a la colaboración 

forzosa que se realiza mediante un acto unilateral que impone al particular 

una prestación pecuniaria. 

En otros términos. las contribuciones constituyen la fomm normal de 

que el Estado dispone para proveerse de los fondos necesarios: el empréstito 

constituye la forma excepcional. 

Ella puede ser útil como un medio de anticipar los impuestos, ya que 

en el último término, éstos tendrán que ser empleados para hacer trente a las 

contraprestaciones que al Estado fije el contrato respectivo. 8 

Además los ingresos del Estado pueden provenir de una fuente 

diversa de las dos señaladas: sea de la prestación de servicios públicos, bien 

de la explotación y aprovechamiento de los bienes del dominio público o 

privado del Estado, que sean susceptibles de producir un rendimiento, o de 

otros conceptos: los ingresos proveniente del primer concepto reciben el 

nombre de derechos: los que se originan en el segundo, el de productos y los 

terceros, el de aprovechamientos. 

El maestro Flores Zavala en su libro de Finanz~s Públicas Mexicanas. 

clasifica los ingresos del Estado en dos grupos: ordinarios y extraordinarios. 

Ordinarios son aquellos que percibe regularmente el Estado. 

repitiéndose en cada ejercicio fiscal, y que en un presupuesto bien 

establecido deben cubrir enteramente los gastos ordinarios. 9 

Extraordinarios son aquellos que se perciben solo cuando 

circunstancias anormales colocan al Estado· en necesidades imprevistas que 

' FRAGA. Gabino. "Derecho Administrutivo", 4a. edición, Porrua, Méxioo,pógina 420. 
q Cossn. citado por Flores Za••alu. pág. 23 
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lo obligan a erogaciones extraordinarias, como sucede en caso de guerra, 

epidemia. catástro fos, déficit, etc. 

Es decir ordinarios, aquellos tributos que establezca la ley anual de 

ingresos; los extraordinarios serán los que el poder público eventualmente 

llegue a fijar, ante una situación de emergencia para hacer frente a ésta. 

Esta clasificación, es insuficiente, pues no contempla percepciones 

que deben de ser consideradas como un ingreso extraordinario. 

Por lo anterior será necesario atender que el acto legislativo que 

detem1ina los ingresos que el Gobierno Federal está autorizado para recaudar 

en un año detem1inado, se denomina Ley de Ingresos de la Federación, cuya 

naturaleza jurídica se identifica como un acto formal y materialmente 

legislativo. 

La Ley de Ingresos constituye un catálogo de conceptos que a manera 

de ingresos puede percibir el Gobierno Federal. 

Del análisis de esta lista resulta una clasificación básica en la que se 

divide a los ingresos en dos grupos; ingresos provenientes del poder 

impositivo del Estado que llamaremos ingresos tributarios, y los que tienen 

características diferentes y que denominaremos ingresos no tributarios. 

De acuerdo con lo anterior se incluyen en Jos ingresos tributarios los 

siguientes conceptos: 

Impuestos 

Aportaciones de Seguridad Social 

Contribuciones de Mejoras 

Derechos 
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Contribuciones Pendientt!s de Ejercicios Anteriores 

,\cct!sorios de Contribuciones 

Para la integración de los ingresos no tributarios es conveniente hact!r 

una subclasiticación en patrimoniales y crediticios. 

En Jos patrimoniales se agruparían a los aprovechamientos, 

provenientes de organismos descentralizados y de empresas de participación 

estatal. así como a los productos. 

Finalmente, en los crediticios se integran a los ingresos derivados de 

financiamientos, tanto internos como externos del sector central de la 

Administración Pública Federal, así como de organismos y empresas de 

participación estatal de dicha administración. 

Hasta aquí queda expuesta a la forma que reviste el "contribuir". 

b. Siguiendo con el análisis de la fracción IV del artículo 31 

Constitucional, vemos que dispone: "contribuir para los gastos públicos". 

En relación a los gastos públicos, se presenta el problema de 

considerar, que los mismos han ido creciendo progresivamente a través de 

los años, en una forma ascendente, que no ha podido ser contenido ni por los 

cambios de concepciones políticas, ni por las transfommciones de regímenes 

estatales, lo cual se explica en parte por el crecimiento de la población, que a 

su vez ha determinado. el aumento del número de funcionarios al servicio 

del estado y la multiplicación y ampliación de los organismos e instituciones 

públicas, pero más aún obedece a que las corporaciones públicas, al correr 

de los años se han ido atribuyendo nuevas funciones. 
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Ahora bien. si comparativamente, exponemos que los gastos públicos 

son hoy mucho mayores que ayer, no quiere decir que d sacrificio 

proporcional que soportan los contribuyentes que en la actualidad. sea mayor 

que el que soportaban las generaciones pasadas, en virtud de que la renta de 

los individuos ha aumentado más rápidamente que el crecimiento vegetativo 

de la población, ya que la riqueza gravablc, comparativamente, es hoy 

mucho mayor que ayer. 

Derivado de lo anterior, es necesario encontrar un concepto de lo que 

debe entenderse por gastos públicos, existiendo muy diversas opiniones a 

este respecto. 

El maestro Gabino Fraga en su obra Derecho Administrativo señala: 

"Creemos t/111! por gastos p1íblic'os deben entenderse 
los que se destinan 11 la sati.ifc1cción atribuida al 
Estado. de una necesidad colectiva. quedcmdo por lo 
tanto. excluidos de su comprensión los que se 
destinan a la sati.ifc1cció11 ele una necesidad 
indil'idual". 1º 

El maestro Flores Zavala por su parte, critica el concepto anterior 

porque estima que el Estado no reali11irá únicamente gastos encaminados a 

la satisfacción de necesidades colectivas, pues existen muchos casos en los 

cuales se realiz.an gastos justificados, para la satisfacción de necesidades 

individuales, por ejemplo, una pensión, una indemniz.ación a un particular 

por actos indebidos de los funcionarios, etc., y a continuación se transcribe 

su opinión acerca de lo que debe entenderse por gastos públicos: 

"Por gastos p1íb/icos debe entenderse todo el que sea 
necesario para que las entidades públicas realicen 
sus atribuciones, es decir, para el desarrollo de su 
actividad legal". 11 

'ºFRAGA. Gabino. Ob. Cit .. página ·133 
11 ZA V Al.A FLORES. Ob. Cit. páginas 2 t 2 y 231. 
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El maestro Rafael Pi7.arro Suárez nos dice, que en definitiva se 

pucde concluir, que el rendimiento de las contribuciones debe destinarse al 

cumplimiento de las atribuciones del Estado 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido en diversa~ 

ejecutorias que: 

"Por gas/0.1· no Jehen enlencla.1«' /oc/os los que pueda 
hacer el Esfllclo. sino aqm•llos deslinados a sa1isji1cer 
las jimciones y sen·icios púhlicos: al <·.1·1ablel'er la 
fracción IV del anirnlo 31 Co11s1i1ucional. la 
ohligacián de co/l/rihuir a los gas/os p1íhlirns así ele 
la Fecleracicin como ele/ Es1aclo y Municipio en que 
los lwhilmllt'.\' r<'.viclan. e.1·11í se1ialando que los 
impue.1·1os federales se aplicar<Ín exdusi1'C1111en/c• para 
los gas/os de la Fecleracitin. los e.1·1a1ales para los de 
los E.1·1ado.1· y los 1111111icipale.1· para los .\funicipios. " 

Jfexirnn Filher Co. y Coags. Tomo L\TXIV. página 
3096. pron/llario ele Ejecu/orias. Tomo XIII, página 
2-1./-A). O/ras ejecl//orias !!n el mismo .1·e111iclo en el 
Tomo L\XI~ página 3603 y en el apéndice ele/ Tomo 
L'(\'VI ele/ Seminario .Juclicial ele la Federación, 
l'O!umen :?o. ptigina 768. 

"Por gas/os públicos no clehen enlenderse /ocios los 
c¡ue pueda hacer el E.1·1aclo. sino aquellos de.1·1inados 
a salisji1cer lasji111cio11es y sen•icios públicos 

Tomo L'(l(V, pcígina 3603, en el mismo sen/ido Tomo 
Ll(/X. ptÍgina 398. " 

Podemos concluir de acuerdo con las opiniones de los autores 

citados y de las resoluciones de In Corte, por gastos públicos debe 

entenderse los gastos que se destinan a satisfacer las atdbuciones de!Estado 

en general, es decir por sus funciones y sus servicios. 

t.3.4. De la Federación, Distrito Federal, Estado y Municipio 
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Establece el precepto constitucional como obligaciones de los 

mexicanos. según hemos analizado, el contribuir para Jos gastos públicos: 

"Así de Ja Federación, del Distrito Federal como del Estado y Municipio en 

que el causante tiene su domicilio, de acuerdo con Jo establecido por el 

propio precepto Constitucional. Y que por consiguiente, está prohibido al 

Distrito Federal, a Jos Estados o Municipios gravar a Jos que no residan 

dentro de su competencia territorial. 

Por estas razones apuntadas, el domicilio de sujeto pasivo de la 

obligación tributaria reviste una marcada importancia, ya que funda el 

derecho de un país, para gravar Ja totalidad de Ja renta o del capital, 

cualquiera que sea el Jugar de su origen. 

En Jos Estados Federales, como el nuestro, el domicilio sirve para 

determinar qué Entidad Local y Municipio tiene derecho a gravar a las 

personas comprendidas dentro de su jurisdicción. 

1.3.5. Principio de Legalidad 

Al referirse que las contribuciones deberán estar contempladas en las 

leyes, se consagra el principio de legalidad. 

El principio de legalidad significa que la ley que establece el tributo 

debe definir cuáles son Jos elementos y supuestos de la obligación tributaria. 

esto es, Jos hechos imponibles, los sujetos pasivos de la obligación, así 

como el objeto y Ja cantidad de la prestación; por lo que todos esos 

elementos no deben quedar al arbitrio o discreción de la autoridad 

administrativa. 12 

12 DE LA GARZA. Sergio Francisco. "Derecho Financiero Mcrxkar10", Editorial Porrúa. México, 1983. p.251 
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Ahora bien, d fundamento inmediato que da lugar a este principio 

radica en los artículos 14 y 16 constitucionales, que plantean, por una parte 

que nadie puedi: ser molestado en su fümilia, bienes, posesiones, papdcs o 

derechos, sino en virtud de mandamiento escrito por la autoridad 

competente que funde y motive la causa legal del proccdimicnto. 

Asimismo, también se encuentra ordenado en d artículo 14, que 

nadie podrá ser privado de la vida, libertad, bienes, posesiones o dercchos, 

sino mediante juicio seguido ante los tribunales preestablecidos, siguiendo 

las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a leyes expedidas 

con anterioridad al hecho. 

De igual forma, lo establecido por dicho precepto se complementa 

con lo dispuesto por el artículo 73, fracción VII de la Constitución que 

señala que el Congreso tiene facultad para imponer las contribuciones 

necesarias para cubrir el presupuesto. 

Los preceptos constitucionales antes referidos aunados con lo 

dispuesto por el artículo 70 Constitucional que señala que toda resolución 

del Congreso tendrá el carácter de ley o decreto, nos da como resultado, que 

las contribuciones deben derivar de una ley en su sentido material y formal. 

En su sentido formal quiere decir que debe ser una ley expedida por 

el Congreso de la Unión cuando se trate de contribuciones federales. o bien, 

por las legislatunL~ de los Estados, cuando se establezcan tributos locales o 

municipales, excepción a la regla anterior encontraríamos los decretos ley y 

el decreto delegado. 

Por ende, toda ley que establezca una contribución, debe ser cread<1 

por el Poder Legislativo. 
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Ahora bien. la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 

el artículo 31 fracción 1 V de nuestra Constitución Política consagra. entre otras 

garantías a füvor dd gobernado, la de que las contribuciones deben ser creadas 

mediante un ord.:muniento fonnal y materialmente legislativo. esto es. 

mediante un ordenamiento general y abstracto emanado dd poder público que 

constitucionalmente se encuentra fücultado para legislar. 

Adicionalmente, la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y la doctrina también son unánimes en señalar que para que una 

contribución cumpla con la garru1tia de legalidad tributaria es necesario que en 

la Ley se establezca con toda ccrte7a y precisión los elementos que lo integran 

tales como: hipótesis de causación, sujeto, objeto, base, tm;a, de tal manera que 

no quede margen para una actuación arbitraria por parte de la autoridad. 

En efocto, este principio ha sido reiteradamente reconocido por nuestro 

máximo tribunal, en las tesis que a continuación se transcriben: 

"li'vfPUESTOS, PRJNCJl'IO DE LEGALIDAD QUE 
EN MATERIA DE, CONSAGRA LA CONSTJTUCION 
FEDERAL.- El principio de legalidad se enc11e111m 
clarame/l/e estC1b/ecido por el artículo 31 
constitucivnal. al expresar, en su }i'llcl'ión IV. que los 
mexicanos deben comribuir plim los gaftos príhlicos 
"de lll manera proporcional y <'<[Uitatil'a que dispongan 
!Uf leyes", y está C1demás. minudosamente 
reglllmentado en su aspee/o formal. por diversos 
preceplos que se rejiere11 u lll expedición de la ley 
General de Ingresos. en la i¡ue se de1ermi111111 los 
impues/os que se causarán y recaudarán durante el 
período que la misma abarca. Por o/ra parle, 
examinando a1e111ame111e e.1/e principio de legalidad. a 
la luz del si.~lema general que injiJmran nues1rm· 
disposiciones comtit11cionales en materia imposilirn y 
de su explicación racional e histtÍrica. 8!-t11i,:11enl11UJ1{r_ 
la necesit!acj_t)e _JJ11e_JJL_mrgy_J[.ibu111ria cle__{QJ. 
gobernadus es1é_~l!Lb.l<'.dclc1_e1LJ1!ULÜ'J'~ng_~·ig11ijk:g 
/cm sólo que el ac/o c1:_¡?_pdot:_dd_impues/QJÍ!'ha emanar 
de aquel Poder que. c·Q11fÍJm1e a la Consli111ció11 del 
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Estmlo <'stll <'/K!ffgfl<}!!_J/!,!_f(¡Jj111c;_i&J_l!'gb-{utfilu1u& 
C/.~Í .>L' Sc(!iJÍc_1<LJf!_<}X_i&!1''itu/¡¿ __ fJJJJ' __ §L'tl'LÍJ.lLJJ!:.<!/llQs 
JIQMrnt1t_Í~!..)'i...-.1J__j]'J_D.'_tfS ___ ~11,_.Jf.Jl.~_n,.1JIJ/8~'UIJ.l~m!_J_J_jg~\'_JJ_1!!1. 
cleten11i1u·11_ü~cwJ:.11sJlsL.'f!.lLl.1.JJKJÍdir!l-"!!/2!!rl!!t.__sino 
.Í1!!11Í.<l!/IQJJri/ l!IJ!/l/r __ <[ 11¡¿ _ f!!L [< 1r¡j_, ·tal!~--_ <',I'<' ne it1!\'.I'__ _¡,k/ 
il!Jm.!J:,~W_ J' /,1__Jjir111c1._ 1·011t.:11lc!u J' J1frm¡q'__cj"--f11 
oh/i¡:t1cirín __ trih11tarie1c _ <'.\:f<~I_ C(}/1._1·ig11aclos _ck __ mt1nei:_t1 
1!.\·vre.1·t1__e1J__/t¡_/ <' l'. _ tf ¡¿_!1!L111r1!l!_1 __ <Jll!! _ !10_ <[ll<'<kJll</l'g!!l/ 
mm1_jfl_w_f>_itrw:_iecfc!cl clc_}t1!i_<111t11riclwles_ e,rn1·(111}1.1· __ ni 
para <'l _ ndm! __,1r_imp11.:,\'/().LÍJ!IJlt.<'•·üifJ.le.'---!! __ f1 __ !ÍIJIÚ! 
parti(llf_ar~-·~iJ!!Lll!"'. __ ;•I_ .y¡¡j_1!JJL/]mi"'' ck _ /11 ___ rr}11cit)n 
trih11t1(}'.f<L/2Ll<'JliL<!l1__!<Jfl!!__!IJ!'nlt'!Jt<¿ ___ ,'!l!l<!t'LT_Í(l_JQ[!1!<! 
QIT!iLfl~ confribuir __ parci _ /o!i_ gastt1;;____[11Íf,_/ico!i_ __ ,/\'l 
Es/l/c/11, J'._ a _ _/cL_<l/l/(l!'iclc1<LJ.1Q __ <J_l/L'cl1,'__JlfnJ _<;_[l.l'.fL'ill!Q 

il/]}lrnr_jm_ ____ cli.1'J1(}!'.iJ'.ir11_1¡¿s _gl'ncra/i,:s ele ph.W!_f'\'lll!L'Y! 
r1h/igqforic1, cli_c;_l¡¡¡/¡p¡_1·11/L<@L'l_'i!!l'iclc11l.i1L c·a,1·¡1_Cf_!!IQ'f!Q 
ele ccula _l,'.ill!lli!l!.~ Esro. por lo cl<!mtÍs, es cmm•c11<•ncill 
del prinl'ipio gr11era/ ele IL'galidacf. mnjimne al rnal 
ninglÍn órgano ele/ E1-1m/o pueck rellli::ar actos 
indivicluales t¡W! no l'stJn pre1·i.1·10.1· y 1111/ori::aclo.1· pur 
c/i.lposidrín gcnaal a/llaior. y e.>ltÍ rcconociclo por el 
urtírnlo / ./ el<! 1111es1ra i<'y jimclaml!nla/. lo t'<!IJ!!W'io. 
l'.1· decir. __ /y___J1r_hilrllJi<!_cÍf1cl _ .r!L /1¡_ _Ü!l_lJ(}~·i_cjt)_tJL_lf! 
imf!_l'e1·isibi/i¡/J_¡rl___y_1~ ____ kL5 ___ C<1rgfL~ __ 1ri_hy1<1df!L.Y los 
i mpuesl(l;f___t[ll<! __ 11Q_J <'llgCl!l _l/l] ___ c{ar_!!___ "12<. (! '<U~1/ ~.ilrl!J'.11 
considerar.1·l'_ __ 11_/¿1'fdwu1~1e1_¡fJ! __ prr¿,~qj_1o_;;___e_!l___§{___[_t}giJ111!.!.1 
conslifH_c;iJ!nuL 11E,.~Ü :J!J1<J, __ .1~t <J1tlLfi.1<:J:!L eL12tJ!f exto con 
!/11.e pre1encf_t1_J11SJifkcírsrh'.& 

St!plima Epoca, l'rimera !'arte: 

Vols. 91-96. Amparo en 
,'v/eyerberg de Gon::ti/e::. 
Unanimiclacl ele 15 votos. 
Aldrete. 

rev1swn 5332175. Blanm 
3 de agosto de 1976. 
Ponente: Ramón Canl'clo 

Vals. 9/-96. p. 92. Amparo en revisión 331176. },/aria 
ele los Angeles Prendes de Vera. 3 de agosto de 1976. 
Unanimitlacl ele 15 va/Os. Ponente:Car/os del Rfo 
Rodrigue::. 

Vals. 91-96, p. 92. Amparo en rev1S1on 5./6./175. 
Ignacio Rodríguez Trel'iño. 3 de agosto de 1976. 
Urumimiclacl ele 15 votos. Ponente: Ar/Uro Serrano 
Robles. 

Vals. 9/-96, p. 92. Amparo en n'Visión 5888175. 
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ln111ohi/i;1ria Hmrl!, S.A. J di! agos/o el!! 1976. 
Unanimiclml de 15 \'O/os. Ponente: Arturo Serrano 
Rohles. 

Vols. 9/-96. p. 92. Amparo en re1•isiú11 1008176. 
Amonio Her11<í11cle= Aharrn. J ele agos10 de 1976. 
Unanimidad el<! 15 1·otos. Ponente: Arturo Senww 
Rohles. 

Es1a tl!sis aparl!ció puh/irncla con el N1ímero 5./, en el 
Apéndice 1917-1985. Primera Pane, p. 105 . 

. ·lpiJ11clic'' "' Semll11ario .Judicial de la Federación 
19F-l988, Primera !'arte, Pleno, 1esis86, p. 158" 

"IMPUESTOS. PRINC'lf'IO DE LEGALIDAD QUE 
DEBEN SALVAGUARDAR LOS.- Al di.lpo11er el 
anírnlo J l. ji-acción 11~ de lll Con.1·tit11ción Fedl!ra/, 
que son obligacio11<'s di! /os ml'xica11os "co11tribuir 
pllrtl los gas/0.1· /J/Íhl icos, así ele ill Fl!dl!ració11 como di!/ 
Es1mlo y .\fu11icipio e11 c¡ue resiclan, de la 1111111era 
proporcional y ec¡uilalil'tl que cli.1pm1e11 llls leyes" 
co11s1it11cio11a/ de u11 lrihuto .:s 11ecesario que, primero 
eslé e.wahleciclo por ley. seg1111do, .1·,•a proporcio11a/ y 
equi/cltivo y, 1er,·ao. sea cle.,.1i11aclo al pago de los 
gas10.1· púhlicos. sino que 1w11hh;n exige Cflll! los 
elemenL<!.Lt!li!'ll!'ÜY•~L.clt;/_m.(\·11)0, __ cQ!!J<l_fme_c}en 2_1!.!__!lÍ 

Sllif!l<~J.f!.f~fl~\:~.,.l.--((l.\'({ _j!.__l;[_J_Q_q!_ __ <)_,¿_ /J_JlJ;.UL_. ~\1if.J 
c1 ms igi 1~1tl@_LÍUJl</lll,'l'<l _ l!,\f!.!'.J'li!! _<'!!_Íll _f ey,_ para_ <JlW__!.IJÍ 
!JQ_IJ1W.clr___f1!(1[gl!11 __ .J'W<L_la .. wl>iLrnri!'_c/ml_cle_/fl.~ 
a111orid!ill!'l'.._J.'.t<l(loi:_e,1_;_ _!li pcm1_e{ __ pag11 clcÍJ!.112ues/Wf. 
Í!!JJl!J.'.J:.iJil!l_eJLo . c1 _ títulti par1ip1/¡1r_. ___ !J/ll¿_q_1w __ ,1 __ j_c_1 
m1torid11cLnf> __ 1111eJk~ <!IW_c1Jsf1 __ <J1"'____Jll'/i.;_w:. __ /,!J. 
dispo.1·i¡;j_o11es .i:l.'11er_a!t•,1:_ de: __ (_)_/,.1:¡•o_·¡111rifl_ J!.h}jgf1l1'!.i<l 
dicta_il<JL con 11111<•1jo1jd11cL aL_ra~:o_ C<!.!1CJS!<Ule .s:rnm 
illlliJl.!J/g_y__d211i.t'JJLptl.~i'[I 1 __ ,fe_ lq _ _relJ.1\:iú11_!úhuf w:_ill 
pueda en 1 odg__!tl<JlllQIJ_Q_C!!!.IJ>_(I! r _ _l<,1 _}Q!J!JlJ__J,°jg.[JfUÍI!_ 
rn111nº11irJ!f1n1_J11.1·_ga.1·1_m pJlb/icu.1·_t,A ._ /¡¡__ frili• nu;_if Í.!Ji 

del Estado o .\!1111ki¡!i<LSJ_l ___ </./lt!__r_e,1·icja~fa decir, el 
principio ele ll!ga/idad sig11//icc1 c¡ue la ley </UI! estahlece 
el trih1110 dehe cleJJnir_ cu1]lr!i._,mn _ _l11~'.._elemen1QLJ! 
lli!llJe.1·/(}J· __ _¡li;_IJLl!.bl W" ·i1 í11__JJ:ib.11_f_Wi'i;___e_.1·1Q___es,__}g§ 
hec·hos i111po11ihj_i;_,1;__/o~"-§l!.Í''JJ~~J'<i1'{n!,_U}e_ja 0Q.IJJ:f11,'i&J. 
que r_¡Lª_n_aar..___t_~1·Ln~llJ!L_ el __ Qh}J.:1Q,_/ª---1Jgse _y__jg 
ca111 icltuLf.le_fg __ prJ!Jil1!clr!R _JJ<!( .. l Q__<J11<:__1Q1f~_ e~~12I 
eleme/1/Q§_!JJ.Uk/]en__c¡u~Jar c!l-11d>_il!.ÍJ!_11 __ cli.~crl!(i!í1u/J!. 
la a11toriclad admi11is1rativ11. E11 resumen el principio de 
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/egalidqd en materjf!_ftihut1!J~itJ__f!.lli'1fLW!JllCÍ<1rJ!l. 
mecliallle d afiirismo, t1dQ1J_tado por w1alogf_tj__c/e/ 
derecho /llfl1f1Í._j}¡11/11111 1rih111u111 si1•e ll!ge ". 

Amparo en re\·isicín J3 li-C6. .Haría ele los Angelt!s 
Prendes ele Veru 31 ele agosto de 1976. Unanimidad ele 
15 \'O/O.V. 

Amparo en rev1s10n 5332175. Blanca .\feyerherg de 
Gmi=úle=. 31 de ugosto de 1976. Unanimidad ele 15 
\'O/OS, 

Amparo en rel'lswn 5./6-1175. lgnucio Rodrigue= 
Tre\•ilio. 31 de agosto de 1976. Unanimidad de 15 
\'O/OS. 

Amparo en re1•isión 5888175. lnmohi/iaria flavre, S.A. 
31 de agosto ele 1976. Ununimidad ele 15 votos. 

Amparo en rev1s10n 1008176. Antonio fli•rncínde= 
tlburca, 31 ele agosto ele 1976. Unanimidad ele 15 
\'O/OS." 
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Por su parte, el licenciado Adolfo Arrioja Vizcaíno, en su obm 

denominada .. Derecho Fiscal", señala lo siguiente en relación con el principio 

de legalidad tributaria: 

"En tales condiciones. nuestra ley Suprema viene a 
confirmar el postuludo búsico del Derecho Fiscal 
relutivo u que toda relación tributaric1 debe llel'Urse a 
cabo dentro ele un marco legal que la estable:ca y la 
regule. Por tanto, está haciendo referencia u la 
llamada "piedra angular" de la disciplinu que 
esllldiamos, expresada u tranJs del célebre c¡{cirismo 
lc1tino "nullum trihu/l/m sine lege" (1'10 puede existir 
ninglÍn tributo 1•cí/ido sin 11nc1 ley que le dé origen). 

En realidad no podía ser de otra manera. la 
comagración di! tocias las situaciones que se presenten 
en el ámhilo hacemlario ha sido desde tiempos 
inmemoriales una garantía elemental de seguridad 
paru los ciudadanos. ya lo hemos señalado en diverscL~ 
opor111niclacles: sólo la ley permite que el particular 
cono=ca de antemano hasta dónde llega su obligación 
ele L'untribuir al sostenimiento del Estado y qué 
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derechos puede hacer l'<ller ante posihles <1busos por 
parte del Fisco. Por eso la existencia de nor111<1s 
jurídico-trihlllarias comtill(re l<1 mejor barrera 1¡ue 
puede oponerse a la <1ctitud arbitraria de 1¡uienes, 
cletentanclo el poder /J/íhlim, pretenden lllili:ar el 
derecho 1¡ue el Estado tiene dt! exigir aponaciones 
económicm ele SIL\" ¡:ohernados como prerexto para 
hacerlos 1·íc1imas de toda dase de ahusus y 
<'011jiscaci1111es. 

Cmm'CU<'tl/emenle 1111e.\"/ra Constitucitin Iza dispuesto 
<111<! se deha co/1/ribuir a los gastos plihlico.1· de la 
11u111t•ra "que di.l¡wn¡:an las leye.1· ", significwulo con 
ello que el l'Ínculo inclispemable en l'irtud del rnal el 
Estado se encuentra fi1cultado para exigir de los 
ciudmkmos la <'nlreg<1 de pre.w<1ci1111es moll<'l<1rias o en 
especie, deht.' ser de mrúcler jurídico. De <1h/ que /<1 
materia fiscal sea, Wl/t! todo. una disciplina que 
pertenece a la Ciencia del Derecho. 

Ahora hien. como todm eMas comideraciones ya las 
hemos wrtido en dÍl'ersas oportunidades, sólo nos 
resta para concluir este .mbrema, reiterar, a manera de 
útil recordatorio. los dos e111111t•iados ll los que obedece 
el Principo de Legalidad 

a) La autoridad hacendaría no puede llevar a cabo 
acto alguno o reali:ar función alguna demro del 
timhito jisca/, sin encmurarse previ<1 y expresamente 
facultada para ello por una ley aplicahle al caso. 

b) Por su p<1r1e, los contrib1(rentes sólo se encuentran 
obligados a cumplir con los deberes que previa y 
expresamenle les impongan las leyes aplicables y 
excl1LfÍl'lm11!nte put•den hacer 1•uler ante el Fi.1·co los 
derechos que esas mismas leyes les COl¡/ieren. 13 
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Así entonces, es claro que cualquier &~posición tributaria que no 

defina o regule con toda precisión el alcance y dem.1s elementos de la 

obligación 1ributaria a cargo de los sujetos, dando margen a actuaciones 

arbitrarias por parte de la autoridad administrativa, resulta contraria al 

principio de legalidad tnbutaria consagrado en la fracción IV del artículo 31 

ii Arrioja Vizuúno Adolfo. Derecho Fl"-'ll. no\LiUt <'l.lldón. Ediloriul Thcmis. S.A. de C.V .. México 1994, ~· 24R y 249. 
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Constitucional. 

Esto es, como lo ha sostenido de maneru unánime tanto la doctrina 

como la jurisprndcncia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, todos los 

elenu:nlos sustm1tivos de una contribución. tales como el sujeto, las hipótesis 

de causación. el objeto. la base, la tasa y el lugar y época de pago deben estar 

regulados de mll!lcru pn:cisa por la Ley, de tal suerte que tllllto a los 

gobernados como a las autoridades no quede otra labor que el aplicarla. 

En estos té1T11inos, es claro que cualquier disposición fiscal que 

pretenda regular alguno de los elementos substmiciales de una contribución. 

debe establecer con toda claridad y exactitud el alcance de las obligaciones a 

cargo de los sttjetos, de tal suerte que éstos puedan detern1inar con toda certeza 

su obligación a contribuir a los gastos públicos. 

"IMPUESTOS. ELEMENTOS ESENCIAi.ES DE LOS. 
DEBEN ESTAR CONSIGNADOS EXPRESAAIENTE EN 
LA LEY. Al disponer el cmículn 31 constitucional. en s11 
fra,·ción IV, que son obligaciones Je los mexicanos 
"contribuir para los gastos públicos, así ele la 
Federación como del Estado y .\funicipio en que residan. 
ele I" manera propordonal y ec¡uitatil'a qt1<' dispongan 
las leyes", no sólo es1ablece que para la valide= 
constit11cion<1I de un tributo es necesario que. primero, 
q11e esté es1ablecido por ley; sea proporciunul y 
equitatiw> y, ten·ero. sea destinado al pago de los gastos 
p1íblicos. sino que t<1mbién exige que los elementos 
esenciales del mismo. como pueden ser el sujeto. objeto. 
base, tasa y época de pago, es1én consignados de manera 
expresa en la ley. para que ""í no quede margen P"r" la 
arbitr"riedacl de las a111oridades e:rac/oras. ni P"r" el 
cobro de impuesto.1· imprevisibles o u tÍ/u/o particular, 
sino que a la autoridad no quede otra cosa </lle aplicar 
las disposiciones generales di' observancia obligatoria 
dictadas con anterioridad al caso concreto de c"da 
causante y t!I sujeto pasivo de la relación tributaria 
pueda l!n 1oclo momento conocer la forma cierta de 
contribuir para los gastos plÍblicus de la Ft•deración, del 
Estado o Municipio en que resida. 
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Volúmenes 91-96, plÍg. 90. Amparo en revisión 5332175. 
Blanca Meyerberg de Gon=tile=. •3 de agosto de 1976. 
Unanimidad de 15 1·01os. ••Ponente: RlllllÓn Cunedo 
Aldrete. 

Vo/límenes 91-96, plÍg. 90. Amparo en re1·ii·ión 331176. 
,\/aria de los Angeles Prendes de Vera. •3 ele agasto de 
1976. Uncmimidad de 15 \'otos. ••Ponente: Curios ele/ 
Río Rodríguez. 

Vo/IÍmenes 91-96, pcíg. 90. Amparo en re1•isión 5./6./175. 
Ignacio Rodrigue= Tre1•ifio. *3 de agosto ele 1976. 
Unanimidad ele 15 votos. **Poneme: Arturo Serrww 
Robles. 

Vo//Ímenes 91-96, púg. 90. Amparo en revisión 5888175. 
Inmobiliaria Hm•re, S. A. • 3 de agosto ele 1976. 
Unanimidad de 15 votos. **Ponente: Arturo Serrano 
Robles. 

Volúmenes 91-96, pcíg. 90. Amparo f!fl revisión 1008176. 
Antonio Hernúndez Abarm. *3 de agosto de 1976. 
Unanimidad ele 15 votos. **Pone/1/e: Arturo Serrano 
Robles. 

NOTA (I}: 
•En la publicación original no aparece la fecha ele 
resolución, por lo que se agrega. 
**En la publicación original se omite el nombre del 
poneme, por lo que se agrega. 

NOTA (2): 
Esta tesis también aparece en: 
Apéndice 1917-1985, Primera Parte, Pleno, tesis 50, 
pág. 95. 

Apéndice 1917-1988, Primera Parte, Pleno, tesis 80, 
pág. l./6. 
Sép1ima Epoca, Pleno: Semanario Judicial de la 
Feclerudún Tomo: 91-96 Primera Parte, Página: 172" 
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Así mismo, el principio de legalidad tributaria exige que el contenido y 

alcance de la obligación tributaria, estén consignados de lal tbnna por la Ley 
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que no quede margen para la arbitrariedad de las autoridades fiscales. 

l.3.6. De n11mera proporcional y equitativa 

. ., _,_ 

En apartados anteriores. se realizó un breve análisis de los elementos 

constitutivos, de la &acción IV del artículo 31 Constitucional, la cual como 

vimos establece, entre las obligaciones de los mexicanos: "contribuir pura 

los gastos públicos asf, de la Federación como del Estado y Municipio en 

que residan", faltándonos analin1r su último párrafo el cual dice: "de la 

manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes"; párrafo que 

estudiaremos en el presente capítulo. 

¿Qué debe entenderse por proporcionalidad y equidad? 

De acuerdo con su origen etimológico, la palabra "equidad", viene 

del latín eaquitas, alias, de aequus, igual, significando igualdad de ánimo, 

bondadosa templan7.a habitual: propensión a dejarse guiar, o fallar, por el 

sentimiento del deber o de la conciencia, más bien ·que por las 

prescripciones rigurosas de la justicia o por texto terminante de la ley. 

- Justicia natural por oposidón a la letra de la ley positiva. 

- Moderación en el precio de las cosas que se compran o en las 

condiciones que se estipulan para el contrato. 14 

La palabra "proporcionalidad" por su parte, viene igualmente del 

latín proportionalitas. alis., equivaliendo a "proporción" hay que acudir al 

significado de esa palabra, la cual viene del latfn proportionis: de pro. y por 

gere si, tumb, poner, significando, disposición, conformidad o 

correspondencia debida de las parte de una cosa con el todo o entre cosas 

relacionadas entre sí disposición u oportunidad para hacer o lograr una 

1 
.. Diccionurio Enciclopédico Abrc\iuJo, Tomos 111. Espasa Calpc Argentina. páginn 37. 
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cosa. 15 

En relación a la "equidad" podemos exponer lo siguiente: 

En términos genernles, la equidad ha sido reconocida unánimemente 

como uno de los principios generales del derecho, a los cuales puede acudir 

el Juez, como regla de integración del derecho en aquellos casos en que 

existan lagunas en la ley. 

En etecto, la equidad desempeña en nuestro Derecho dos funciones 

primordiales, 

La función principal que consiste en inspirar, conjuntamente con el 

principio de justicia y con los principios generales del Derecho, al 

legislador, quien debe dictar las normas jurídicas, buscando siempre la 

realización de esos postulados o sea que debe hacer las leyes apegándose al 

criterio más justo, y tratando siempre que sus disposiciones sean equitativas, 

procurando el mayor beneficio colectivo y los menores sacrificios posibles. 

La segunda función que desempeña consiste, en que al aplicar la ley, 

el Juez debe hacerlo procurando causar el menor perjuicio posible y por otra 

parte, como método de integración. debe suplir las lagunas de la ley, en los 

términos expuestos anteriormente cuando no exista disposición ó precepto 

aplicable al cuso planteado. 

De acuerdo con lo antes expuesto, podemos concluir de acuerdo con 

su significado etimológico y con la función que desempeña dentro de los 

textos legales en general que se refieren a la equidad, que ésta se identifica, 

o quiere significar lo mismo que la palabra "justicia". 

" lbid. Tomo V, p.533 
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En apoyo de esta idea citaremos la opinión de dos autores que 

identifican los términos de justicia y equidad: 

U/piano en el Diges10 decfo: 

Juri operan du/urum prius nosse oporlel, 1111de 
momen juris descencla/. Es/ al//em a juslilia 
appella111111; nam. 111 1!/e¡:an/er Celsu.1· dejinil, jusi es/ 
ara boni el aequi. 
(Com•iene que el </111! haya de esludiar el Derecho 
cono:ca primero de dónde prtll'iene el vocablo ''j11s" 
(derecho): ll<imese así de ju.1·1ida, porque. rnmo 
e/e¡:m11e111,•n1e lo de/iniií Ce/su, el Derecho es el arle 
de lo bueno y de lo ~qui/afivu). 16 

Por otra parte Aristóteles en la ética a Nicómano expone: 

"lo eq11ilaliw1 y lo j11s10". son una misma cusa y 
siendo bueno ambos, la única diferencia que hay 
e/l/re ellos es que lo eq11ila1i1•0 es mejor aún. La 
dijicu//ad es/<Í en que lo equi1a1i1·0. siendo ju.Ha, no 
es lo jusi o legal. sino una rec1ificación de la juslicia 
rigurosame/l/e legal. La causa dC' es/a diferenci{/ es 
c¡ue la ley necesariartll!1Ue es sien1prt.! general, que 
hay cierlos ohjelos sohre los males no se puede 
es/tlluir com•enientemenle por medio de disposiciones 
generales. Y así. en ladas las cuesliones respec/o de 
las que es ah.wl111amen1e inevilahle decidir de una 
l/l{lnera puramente general, sin que sea posible 
hacerlo hien, la ley S<' limila a los casos mtís 
ordinarios, sin que se disimule los l'acíos que deja. 

La ley no es por es/o menos buena: la falla no eslú en 
ella, /ampum eslá en el Legislador que die/a la ley, 
es1á por en/ero en la na111rale:<1 misma de las cosas: 
porq11e ésla es precisame/l/e la condición de /odas las 
cosas prá,·ficas. Por consiguienle, cuando la ley 
dispone de una manera general. y en los casos 
par1ic11/ares hay algo excepcional. emonces, 1•iendo 
q11e el legislador calla o que se ha engmiado por 
haber hahlado en 1érmino.1· generales, es 
imprescindible corregirle y suplir su silencio, y 

16 Servando. J. Gurm. ''Las Garantlas Constitudl1flalcs en el Derecho Tributario Mexicano ... De. Cultura. México 19.tQ, 
Pp ó5, 
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hablar en su lugar, como el mismo lo haría si 
es111viem presente: es decir, haciendo la ley rnmo él 
la habría hecho, si hubiera podido conocer los casos 
particulares de que se tra/11. lo propio de lo 
equi1t1ti1•0 consiste pred.mmente en restahlecer la ley 
en los puntos en que se ha engwlado. a rn11.w de la 
jiírmula general de que SL' ha sen•ido. Trattindose de 
cosas indeterminadas, la ley debe permanecer 
indeterminada como ellas, igual a la reglu de plomo 
de que se sin-en en lu arc¡11itec111ra de lesbos la cual 
se amule/a y acomoda a la forma de la piedra que 
mide". 17 

1Citadv por Eduardo García Maync=J 
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De los párrafos transcritos, podemos ver como decíamos que en el 

pensamiento de estos autores "equidad" y "justicia", son vocablos de valor 

equivalente cuyo contenido pertenece a la esencia misma del derecho. 

Ahora bien, refiriéndonos al otro término, puede decirse que la frase 

"proporcionalidad" dentro de la ITacción IV del articulo 31 Constitucional, 

tantas veces citado, significa que las contribuciones deben ser justas, es 

decir proporcionales y equitativas. 

Ahora bien, si estos dos conceptos (proporcionalidad y equidad) a 

los cuales debe ajustarse simultáneamente toda la ley tributaria del Congreso 

(Frac. IV del artículo 31 Constitucional) fueran contradictorios o 

concluyentes, ninguna ley podría ajustarse simultáneamente a ambos porque 

su adecuación a uno implicaría desajuste al otro; y la fracción 

Constitucional liga los adjetivos mediante la conjunción copulativa. 

Y si como dice Ulpiano, el derecho es el arte de lo bueno y de lo 

equitativo. y se llama así porque el vocablo latino deriva de "justicia", 

nuestro Derecho Tributario se cimienta con mayor razón en el principio de 

equidad Uusticia) ya que se consagra en tres textos de nuestra Constitución, 

17 GARCIA MA YNEZ, Eduardo .. "lntruúucción al Estudio del Derecho" Ed. Porrún.Mé,ko, 1990, Pp.62 
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en el articulo 28. en el 13 y en la fracción IV del 31 Constitucional. 

El articulo 13 establece el principio de igualdad ante la ley, y en el 

artículo 28 Constitucional se afirma el principio de justicia tributaria de un 

modo negativo, prohibiendo las exenciones y privilegios de materia 

impositiva. 18 

Habiendo dejado establecido que la fracción IV del artículo 31 

Constitucional al establecer "que se debe contribuir para los gastos públicos 

de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes", lo que 

quiere significar es que las contribuciones sean justas, nos encontramos en 

que hay gran similitud entre esta expresión y la fórmula con la que Adam 

Smith plantea el principio de justicia de las contribuciones al señalar: 

"Los súbditos ele cada Estado deben contribuir al 
sostenimiento del gobierno en una proporción lo mús 
cercana posible a s11s re.1pectivm capaciclacles: es 
decir, en proporción a los ingresos de q11e go=an bajo 
la protección del Estado. De la obsen•ancia o menos 
precio ele esa máxima depende lo q11e se llama la 
equidad o fi1lta de equidad de los impuestos. (19

) 

De manera que con la expresión "proporcional y equitativa" sólo se 

busca Injusticia de las contribuciones. 

1.4. Principios Doctrinales en materia fiscal 

1.4.1. Principios de Adam S~1ith 

El célebre economista inglés Adam Smith en su libro "La Rique1.a de 

la Nacionales", estableció cuatro principios fundamentales, de los que, por 

un análisis o desarrollo posterior se han derivado otros. Estos cuatro 

" GARZA. ScrvwiJn. Ob. Cil. púginus bb v 70 u 72. 
10 DE LA GARZA. Sergio Frundsn: "Dcrc~ho Financiero Mexicano"; t 8a cJ .. Porrúa. México, 1994, p. 404. 
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principios son: 

lo.- El de justicia. 

:!o.- El de certidumbre. 

Jo.- El de comodidad. 

4o.- El de econornla. 
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Corno decíamos antes, el prmc1p10 de justicia se desarrolla 

actualmente a través de dos principios o reglas que son: el de generalidad y 

el de uniformidad. 

El principio de generalidad quiere decir que todos deben pagar 

contribuciones o en términos negativos, que nadie debe estar exento de la 

obligación de pagarlas. Sin embargo, no debe entenderse en términos 

absolutos esta obligación, sino limitada por el concepto de capacidad 

contributiva, es decir, todos los que tengan alguna capacidad contributiva, 

estarán obligados a pagar contribuciones; nadie que tenga capacidad 

contributiva debe estar exento de la obligación de pagarlos. 

Tampoco debe entenderse esta regla en el sentido de que todos deben 

pagar todas las contribuciones. no, habrá contribuciones que sólo deben 

pagar ciertas personas y otros que serán a cargo de otras, lo que se debe 

procurar es que el sistema de las contribuciones afecte a todos en tal forma. 

--- que nadie con capacidad contributiva deje de pagar alguna. 

Hecha relerencia al concepto de capacidad contributiva, podemos 

decir que la misma empieza por encima de la cantidad que se considera 

indispensable para que el hombre subsista. 

Es cierto que habrá dificultad en determinar con precisión esa 

cantidad y que las circunstancias económicas varían de un momento a otro. 
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pero siempre será posible hacer su detem1inación con mayor o menor 

aproximación y, en todo caso, siempre es preforible algún mínimo por 

pequeño que sea, a ninguno. Entonces, si la persona que tiene rentas 

interiores al mínimo no tiene capacidad contributiva, no puede quedar 

comprendida dentro de la regla de generalidad de las contribuciones. 

El principio de uniformidad en las contribuciones quiere decir que 

todos sean iguales li'ente a éstas; pero para lograr la Igualdad en la 

imposición se requiere acudir a dos elementos que son: primero, el de la 

capacidad contributiva, al cual hacíamos referencia y segundo, el de la 

igualdad en el sacrificio. 

La capacidad contributiva consiste en la posibilidad económica de 

pagar un impuesto. Esta capacidad contributiva, dice Griziotti, se manifiesta 

por la riqueza que se gana, la rique;m que se gasta y por los beneficios que 

se derivan al contribuyente de una obra de interés público. 

Ahora bien, el principio de la capacidad contributiva, no es 

suficiente para explicar, por ejemplo, por que dos rentas iguales deben ser 

gravadas en forma desigual cuando su fuente es distinta; es necesario un 

criterio complementario y éste es el principio que John Stuart Mili llamó de 

la igualdad de sacrificio. 

Este elemento subjetivo, es el que fundamentalmente sirve para 

hacer una repartición equitativa de las contribuciones y para señalar las 

cuotas correctas del gravamen: explica porque a pesar de que existan dos 

rentas libres iguales, una originada en el trabajo y otra en el capital, lo que 

significa que la capacidad contributiva es aparentemente igual, no es justo 

gravar las dos rentas con cuotas iguales, porque el sacrificio para cada uno 

de los sujetos es diverso; es muy superior el de aquel para quien la renta 

representa el fruto de su trabajo y esfuerzo personal, al de aquel para el que 
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representa la redituación de un capital, sin esfuerzo alguno de su parte. Debe 

gravarse menos al primero que al segundo. 

Hay así, dos criterios para lograr la unifonnidad de las 

contribuciones uno objetivo y uno subjetivo, combinados dan al índice 

correcto: la capacidad contributiva, como criterio subjetivo; la capacidad 

contributiva, que depende de la cuantía de las rentas o del capital; la 

igualdad de sacrificio; que exigirá una distinción de las rentas o del capital 

por su füente, por su origen. 

Estos criterios nos conducen también n la necesidad de In 

apreciación de la situación personal del sujeto y al sistema de cuotas 

progresivas. El principio de la igualdad de sacrificio todavía debe 

completarse, como lo ha dicho Stuart Mili con el principio del mínimo 

sacrificio. 

Cada miembro del Estado debe contribuir a los gastos públicos, pero 

su sacrificio debe ser el menor posible. es decir, el Estado sólo debe exigir 

aquello que es indispt:nsable para cubrir su presupuesto, con el objeto de 

que el sacrificio de cada quien sea menor. Este principio pone así un límite a 

una prett>nsión excesiva de impuestos por parte del Estado 20 

Nos refCrimos a continuación brevemente, a los otros principios 

expuestos por Adam Smith en virtud de haberlos enunciado. 

El principio de certidumbre, tiene por objeto establecer: que el 

impuesto que cada individuo está obligado a pagar, sea ftjo y no arbitrario. 

La focha del pago, la forma de realizarse, la cantidad a pagar, deben ser 

clara para todas las demás persona~. llegando a afirmar Adam Smith, que es 

de tal importancia ese principio, que con la experiencia universal puede 

'°FLORES ZA V ALA .• Ob. Cit .. páginas 136, IJ8 y 142 
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decirse que un grado de desigualdad tiene menos efectos dañinos, que un 

pequeiio grado de incertidumbre en la imposición. 

En otras palabras podemos decir que la ley tributaria debe 

determinar el sujeto pasivo, el objeto, las cuotas, las formas de valuación de 

la base impositiva, la forma de pago, la techa de pago, las sanciones en caso 

de Infracciones a la ley tributaria y los recursos que sean procedentes frente 

a una actuación no formal del fisco. 

La ley debe ser redactada con la mayor claridad de manera que sea 

comprensible para el común de las gentes, evitando términos técnicos, debe 

ser publicada no sólo por los medios obligatorios, sino en aquellos que 

faciliten su divulgación, para que la misma sea conocida por aquellos a 

quienes afecta. 

forma: 

El principio de comodidad, lo enuncia el autor citado en la siguiente 

"Todo impuesto de he recaudarse en la época y en la 
forma en las que es más probable que convenga su 
pago al contribuyente. Un impuesto sohre la rl!nta de 
la tierra o de las ,·asas, pagadao en el tiempo en el 
que, por lo general, se pagan dichas rentas, se 
recauda precisamente cuando es mús conveniente el 
pago para el contrihurente o cuando es más probable 
que disponga de los 11;edios para pagarlo, etc. " 21 

Por último. el principio de economía, expuesto por Adam Smith. 

podemos enunciarlo en la siguiente fonna: 

"todo impuesto debe plamearse de modo que la 
diferencia entre lo que se recauda y lo que ingresa en 
el Tesoro P1íh/ico del Estado, sea lo más pequeño 
posible". Es decir. lo que éste principio quiere 

"ADAM Si'vllTll citado por Flores Zu>ula. página 147. 
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establecer, es 1¡11e el costo ele la recmulación clebe ser 
el menor posible, pues ele otra forma seria 
inconveniente para el Estado la percepción ele los 
impuestos. 
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Toda vez que el objetivo de este trabajo es la proporcionalidad y la 

equidad de las contribuciones, nos referiremos en adelante a los conceptos 

que distintos autores le han dado a estos principios. 

1 . .i.2. Principios de Wagncr 

El autor en su Traité de la Science des Finances, fom1ula cuatro 

grupos de principios de la tributación. 

El primer grupo lo llama política financiera y son los principios de la 

suficiencia de la imposición y de la elasticidad de la imposición. El primero 

requiere que los impuestos deben ser suficientes para cubrir las necesidades 

financieras durante un periodo, en la medida en que otras vías o medios no 

puedan hacerlo o no sean admisibles. El principio de elasticidad proclama que 

el sistema fiscal debe estar integrado por diversos impuestos que hagan que en 

un periodo de CO)'untura pcn11itm1 al Estado recibir todos los ingresos que 

necesita. 

El segundo grupo se llama principios de economía pública, proclama 

que debe hacerse una prudente elección entre tres fuentes de impuestos. que 

son el capital. la renta y los medios de consumo, teniendo en cuenta los puntos 

de vista de la economía privada y de la pública, tas consideracionesde política 

social y los fines de aplicación de los impuestos. 

El grupo de principios de equidad, o de repartición equitativa de kis 

impuestos, proclania la generalidad y la uniformidad de la tnbutación. En este 

aspecto Wagner se declara partidario de que los impuestos sólo deben 

perseguir fines cxclusivaniente fiscales; de la proporcionalidad de los 

l 

J 
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impuestos, que graven a todos los individuos, sin mínimo de exención y sin 

cuotas progresivas. Cabe señalar que los postulados de este autor en materia 

de equidad y proporcionalidad han sido superados por la doctrina e incluso no 

se han observado por las legislaciones. 

Por último, postula los principios de administmción fiscal o principios 

de lógica en materia de imposición, que el consiste en la fijeza de la 

imposición, y para lo cual establece ciertas reglas: 

a, Preparación profesional y moral de los encargados de la 

administración de los in1puestos. 

b. Simplificación del sistema y de su organiz.ación. 

c. Precisar el rrionto, el lugar, la fecha y las formas en que se puede 

pagar. 

· d. Lenguaje claro en leyes y reglamentos. 

e. Debe utilimrse la prensa para dar a conocer los ordenan1ientos de la 

materia. 

1.4.3. Otros Principios 

A estos principios pueden agregarse otros, por ejemplo, los señalados 

por Pietro Verri. que menciona Griziott~ y que dicen: "Los. impuestos no 

deben jani.1s pesar fuerte e inmediatamente sobre las clases pobres." 

"No hacer jamás que el tributo siga inmediatamente al 
incremento ele la riqueza. " 
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Otras reglas de diversos autores son las siguientes: la producción no 

debe ser nunca dificultada por lo impuestos. Los impuestos deben ser 

reducidos o abolidos cuando amenll7an a disminuir el consumo. Se debe 

evitar, en lo posible, el contacto entre los agentes del fisco y los 

contribuyentes. 



CAPITULO 11 

GARANTIAS CONSTITUCIONALES EN MATERIA 

TRIBUTARIA 
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El objetivo del presente capitulo, consiste en conocer y unaliwr las 

distintas definiciones doctrinales que existen respecto de los principios en 

materia tributaria, así como el criterio sustentado por nuestros tribunales. 

2.1. Audiencia. 

Como principio central establece que todo acto administrativo debe 

tener la oportunidad de ser oído en el curso de un procedimiento 

administrativo que de cualquier modo involucre, lo relacione o afecte sus 

derechos subjetivos, para que pueda ser escuchado de defensa propia, 

mediante la presentación de sus alegatos, argumentos, razones o 

explicaciones que tenga a su favor para desvirtuar, confirmar o modificar un 

acto o procedimiento administrativo. También debe tener la oportunidad de 

ser asesorado en ese asunto por un profesional del derecho en caso de ser 

necesario, ofrecer las pruebas y prestar alegaciones que sean pertinentes ya 

sea ante la autoridad administrativa competente o unte los tribunales 

administrativos o.judiciales, adem¡ís debe alcal17.ar una decisión fundada en 

derecho en donde hayan tomado en cuenta los argumentos, pruebas o 

alegatos, para que de esta forma se revoque, se confirme, se modifique o se 

deje sin efecto la resolución o acto discutido. 

La garantía de audiencia comprende dos aspectos esenciales, uno de 

fondo y otras de fomia. El primero de ellos sostiene que nadie puede ser 

privado de la libertad, de sus propiedades o derechos mientras se encuentre 

en estado de indefensión; el segundo, dice que para poder privar a un 

particular de la libertad, propiedades, posesiones o derechos, debe existir un 

procedimiento previo tramitado conforme a las formalidades legales 
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establecidas y en donde se haya dictado una resolución definitiva fundada y 

motivada y que haya sido notificada correctamente al destinatario. 

Este principio debe observarse en primer lugar por el Poder 

Legislativo para que en todas las leyes que expida se contemple un 

procedimiento que proteja la libertad, las propiedades, posesiones o derechos 

de los gobernados, en segundo lugar, por las autoridades administrativas o 

fiscales para que al ejercitar dichas leyes no actúen en fornm arbitraria, 

excesiva o perjudicial. 

Dicho principio lo podemos encontrar en el articulo 14 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al señalar: "Nadie 

podrá ser privado de la vida, de la libertad, de sus propiedades, posesiones o 

derechos. sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 

establecidos, en el que se cumplan las fommlidades esenciales del 

procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho."' 

Originalmente. dicha garantía se instituyó para la materia penal, pero 

se ha hecho extensiva a todas las actividades y ámbitos de los poderes 

públicos y, en especial, en la fllllteria fiscal, pues para que l~s 

procedimientos respectivos sean congruentes con el contenido rormativo 

que los rige, deberán encontrarse debidamente fundados y motivados desde 

el inicio hasta su culminación, en forma expresa y por la autoridad 

competente, dándole oportunidad al gobernado de ser escuchado en su 

oportunidad y de ofrecer pruebas para proteger o justificar sus derechos, 

pues de lo contrario se le dejaría en estado de indefensión .. · 

2.2. lrretroactividad. 

Según este principio, las normas jurídicas fiscales no deben ser 

aplicadas a los hechos que se realizaron antes de la entrada en vigor del 

precepto jurídico respectivo, de tal manera que su observancia debe 
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cumplirse a partir del día siguiente de que fue publicada en el Diario Oficial 

de la federación o en la Gaceta del Gobierno del estado respectivo. obrando 

hacia el presente y futuro de que surta sus efectos jurídicos, pero para el 

pasado. 

Este principio quedó consagrndo en el artículo 14 de nuestru Carta 

Magna ordenando que "A ninguna Ley se dará efecto retroactivo en 

perjuicio de persona alguna" 

El principio de irrelroactividad de la ley tiende a salisfücer uno de 

los fines primordiales del derecho, el cual es la seguridad jurídica. En 

efecto, el derecho está orientado a eliminar la arbitrariedad de las 

resoluciones sociales y, por lo tanto, se constituye en norma de carácter 

general. que se aplican a una infinidad de casos concretos. Por esta razón, es 

antijurídico que los derechos y obligaciones creados bajo el amparo de 

ciertas normas sean desconocidas por disposiciones posteriores. 

En el derecho positivo mexicano se considera que d principio de 

irretroactividad es una de las garantías individuales más estrictas con que se 

cuenta. Esto significa que los particulares que resulten lesionados, en sus 

propiedades, posesiones o intereses personales pueden recurrir al juicio de 

amparo, en los términos de los artículos 103 y 107 de la Constitución 

Federal, para alcanzar la seguridad jurídica que les brinda el Estado de 

Derecho, por In aplicación de una ley o alguna otra disposición de carácter 

general de manera retroactiva. 

2.3. Proporcionalidad 

De acuerdo con su origen etimológico, la palabra proporcionalidad 

"iene del latín porportiona/itas, atis: equivaliendo a "proporción" la cual viene 

igualmente del latín proportionis: de pro y por gere si, tumb, poner, 
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significando, disposición. confonnidad o correspondencia debida de la parte de 

una cosa con el todo o entre cosas relacionadas entre sí disposición u 

oportunidad pura hacer o lograr una cosa. 

La garantía de proporcionalidad en materia tributaria, es un concepto 

complejo, pero que, en síntesis, consiste en gravar al sttjeto de confom1idad a 

su capacidad real pura contribuir al gasto público. 

En estos ténninos se ha pronunciado la Suprema CorttJ de Justicia de la 

Nación. al establecer lo siguiente con relación a los impuestos: 

"IMPUESTOS, PROPORCIONALIDAD DE 
LOS. NATURALEZA. El impuesto requiere ser 
proporcional y esa proporción, para ser justa, se 
jimdarti. en primer término, en el ingreso del 
contrihuyente, punto de partida para aquilatar su 
capacidad contrihutil'a y poder sig11ificarse que si 
aquel obtiene mayores ingresos, mtis alto tendrá 
que ser el impuesto c¡ue llegará a satisfacerse, 
correspondie11do al legislaclor y a s11 obra 
inmediata, esto es, la ley, Jiiar esa proporción. Es 
ele trascendencia conocer, para poder apreciar 
cuando 11n impuesto es proporcional, cuáles son 
los a/1/ecedentes ele la fracción IV del artículo 31 
de la Consti111ció11 General de la República. La 
Asamblea Constituyente de Francia, en su 
nombrada Declaración del año de 1789, 
consideró que "para el mant1mi111iento de la 
fuerza pública y para todos los gastos de la 
administració11, es indispensable una 
contribución igualmente distribuida entre todos 
los ci11tlatfa11os e11 atención a sus facultades 
(artículo 1 J). Esta teoría constitucional acerca del 
imp11esto está apoyada en el principio de q11e 
lodos deben contribuir a los gastos públicos, pero, 
al mismo tiempo. en el s11pues/o ele que la 
aportación es "en atencián a sus facultades" es 
decir. a lo q11e modernamente la doctrina 
lrib11taria registra como la capacidad contributiva 
del deudor de la carga jisca/. Se desconoció, así, 
por vez primera. en un texto constitucional, que el 
impuesto sea un "sacrificio'', tal como sostuvo la 
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teorü1 económica del siglo XVII y de gran parte 
del siglo XVII/. la Cm1stit11ci1ín de Cádiz de J 9 de 
marzo de J 812, recio y directo antecetl<•nte, en 
1111ión de la Comtit11ción de los Estados· Unidos 
de América di!/ I 7 1le septiembre de I 787, de las 
diversas Co11stit11cio11e.5 que se ha dado Jléxico, a 
partir del mio de I 814, estableció, en su 11rtícu/o 
80. que "torio es¡n111ol está obligarlo, sin 
rlistincitín algu1111, 11 contribuir en proporci1í11 de 
sus haberes para los gastos del Estado"; y en sus 
artículos 339 y 3./0 e.1·ta111ycí que las 
contrib11cio11es se repartircín entre todos los 
e.1pmioles con proporcicín a sus ft/('/l/tacks y serán 
proporcionadas a los gastos que se decreten por 
las Cortes para el servicio púhlico en todos los 
ramos. Estas ideas de la Constitucicín de Ccídiz. 
que en parte estcín tomadas del 11rtíc11/o 13 de /11 

Dec/11ració11 de Fr1111cia. son el antecedente mtís 
directo del artículo 31 de las Constituciones de 
.\léxico de I 85 7 y de 1917. y su sistematización. en 
una doL'lrina del impuesto lleva 11 estas 
conclusiones: I) Todos los h11bitantes de un 
Estado estún ohligw!os a pag11r impuestos. 2) los 
impuestos dl!ben ser en proporción a los haberes 
del obligado 11 satisj(1cerlo. o 11 .1·11.1'fac11lt11des y 3) 
Las contribuciones serán proporcionadas a los 
g11stos públicos dL'I Estado, y si éstos son m11yores, 
mayores tentlrtin que ser también esas 
contribuciones. la ante.5 mencionada 
Constitución de Apatzingán regula (artlc11/os 36 y 
41) todo lo re/ati1•0 a la situación comtit11cio11al 
del impuesto en México, cuando decreta que "las 
co11trib11ciones piíhlims no son e:ctorsiones de la 
socie1/11d", por lo que "es obligación del 
ciudadano contribuir prontamente a los gastos 
públicos". Evidentemente, esta postura 
constitucim111/ abandona la 1•ieja teorfa de que el 
impuesto sea u11 "sacrificio" que deben satisfacer 
todos por ig1111/. la Primera, de las Siete leyes 
Constit11cio1111/es de J 836, arguye e11 su artfcu/o 
Jo, fracción 11, que "es ohligacití11 del 111exica110 
cooperar a los gastos del Estado con las 
contribuciones que establezcan las leyes y le 
comprendan", principio co11stit11cional que ha de 
repetirse en el articulo 14 de las Bases de la 
Organización Polftica de la República Mexicana, 
del 12 de junio de I 843, y en el artículo 4o. del 
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E.statuto Orgú11ico Pr1Jl'isio11al expedido por Do11 
lg11acio Co111011fort, l!I 15 de mayo de 1856. Desde 
lrace más de siglo y medio, co11cret11111e11te, a 
partir de la aplicación de la Co11stituciú11 de 
Cúdi: y de la Comtit11ció11 .Uexica11a de 1857, es 
presupuesto co11stit11cio11a/ di!/ derecho tributario 
t!ll México que el impuesto reú11a los requisito.s 
de proporcio11alidad y equiclad. El l'royecto de 
Constitución 1¡11e la Comisión integrada por 
l'onciano Arriaga. .\/ariano }{í1ie: y León 
Gu=mtin. sometió a la consideraci1in del Congreso 
Constituye/l/e de 1856-1857, estahleciá, en su 
artículo 36. t¡llL' "Es ohligaciún de todo mexicano: 
defender la independencia. el territorio. el honor, 
los dere,·ho.1· y j11stos intereses de s11 patria y 
contrih11ir para lo.~ gastos pzihlico.v, mí de la 
Federación como del Estado y M11nicipio en que 
resida, ele la mwu·ra proporcional y eq11itatil•a que 
dispongan las leyes". El 26 ele agosto de 1856 se 
aprohá por 1111animidad ele i9 ~·otos y con la única 
mod(/icacitÍn s11gericla por el /Jiputaclo 
Constituyente E.lpiriclión .\!oreno, a jin de sustituir 
la expresitÍn '}mios interese.1· de la patria" por la 
de "intereses de la patria". el artículo 36 del 
Proyecto ele Comtitución. IJlll! la Comisión de 
estilo dispuso redactar con dos fracciones y 
q11ecló. clejlnitivamentl!, como artíc11lo 31 de la 
Constitución de 1857. Este mismo artírnlo 31 ji1e 
rejiJrmaclo. años de.1p11é.1· mediante Oecreto del 10 
de junio de 1898, y al adicioncírsele con 11na 
fracción mcís, pasó a ser s11 antigua fracción // la 
tercera. para resultar concebido como sig11e: "Art. 
31.- Es obligación de todo mexicano: l. Defender 
la independenciu, el territorio. el honor, los 
derechos e intereses de su patriu. //. /'restar sus 
servicios en el ejército o Guardia Nacional, 
conjiJrme a las leyes orgtÍnicas respectivas. 111. 
Contribuir paru los gastos públicos, así de la 
Federacitin como del fa·tad" y 1'vlunicipi1J en que 
resida. de la manera proporcional y equitativa que 
dispongan las leyes". El Proyecto de Comtitución 
presentado por Don Venustiano Carranza, al 
Congreso Constituyente de 1916-1917, conservó 
en sus propios términos lafraccitin 111 del artículo 
31 de la Constituciún de 1857. Al incluirla como 
la fracción IV del mismo artículo 31 y discurrir 
que es obligación del mexicano contribuir para los 
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gastos públicos, así de la Federación como del 
Estado y Municipio en que resida. de la manera 
proporcional y equitativa que dispongan las leyes, 
la Comisión integrada por los Dipllfados 
Constilllyentes Francisco J. Mzígica, Alberto 
Romcín, Luis G. Jlon=ón. Enrique Recio y Enrique 
Colunga, no introdujo ninguna modificación a las 
ji·acciones 111 y IV del artículo 31 del Proyecto, 
aunque si a las dos primeras y el Congreso 
Con.1·tit11ye/l/e apmbó en su sesión del 19 de enero 
de 1917; por 139 votos, esa chíu.rn/a 
constitllcional c¡ue se ciñó. en todo. inc/11.m en su 
expresión literal, a lo disp11e.1·to por el antiguo 
artículo 31 de la Constitución de 185 7, y cuya 
trayectoria respeta el principio de que la justicia 
impositiva en México estcí f1111damc111ado en la 
proporcionalidad y equidad del impw!sto. Esta 
proporcionalidad exigida para el impuesto por la 
fracción IV ele/ "igente artículo 31 de la 
Co11stit11ció11 de 1917, estú concorde con sus 
antecedentes constitucionales ya examinados y con 
la doctrina eco11ó111ico-politica en </11<' se in171iró la 
declaración francesa de 1789 (artículo 13) y la 
Constitución de Cádi= Je 1812 (artículos 80., 339 
y 3./0.). Y su verdadero sentido está directamente 
vinculado a la capacidad contributiva del deudor 
jisca/ y a los tributos requeridm para cubrir los 
gastos públicos de la Federación Mexicana, pues 
el impuesto dehe ser "en atención a sus 
facultades" (posihilidades), como propuso dicha 
declaración. o "en proporción a los gastos 
decretados y a los haberes o facultades" del 
obligado. como quiso e instituyó la misma 
Constitución de Ccídi=. Estos pri11cipios 
co11stitucio11ales del impuesto e11 Fra11cia y e11 
,Uéxico lia11 te11ido tal proyección para la teoría 
de la Constit11ció11, que Italia los procura e11 su 
vige11te Ley Fu11dame11tal del 31 de diciembre de 
1947, cua11do e11 su artíc11/o 53 afirma que "todos 
son llamados a co11c11rrir a los gaJtos ptíb/icos, en 
razó11 de su capacidad contrib11tfra y el sistema 
tributario se i11Jpira en criterio.1· de 
progresividad". Estos "criterios de 
progresividad" so11 co11 justeza la 
proporcionalidad de que trata la fraccirÍll IV del 
artíc11lo 31 de la Co11stit11ció11 de 11-féxico, si se 
tie11e en cue11ta que la proporció11 impositiva es 
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e11 rl!!acifÍll i11mediata co11 la capacidad 
co11tributfra del obligado a satisfacer el tributo y 
a las 11ece.1·idades requeridas para sofioe11tar los 
gastos piíblicos de fa 11ació11, de modo que si 
mayor es la capacidad co11tributil'a, mayor será 
tambié11 la cuota a cubrir, que e11 su 
progres/loldad e11cue11tra su justa rea/izació11 
tributaria y su adecuada proporció11. 

Séptima Epoca: 

Amparo en revisió11 2526156. Bienes Inmuebles 
Rio=aba, S. A. 27 de ocwbre ele 1969. Cinco votos. 

Amparo e11 revisión ./0157. la Inmobiliaria, S. A. 
2 7 ele octubre ele 1969. Cinco 1•otos. 

Amparo en revisión 3./././157. Isabel, S. A. 27 de 
octubre de 1969. Cinco 1•0/os. 

Amparo en revisión 6051157. Inmobiliaria Zafiro, 
S. A. 27 de octubre ele 1969, Cinco votos. 

Amparo en rev1swn 668157. Compañía 
Inmobiliaria Fare, S. A. 5 de noviembre ele 1969. 
Cinco votos. "11 

"IMPUESTOS. PROPORCIONAL/DAD Y 
EQUIDAD DE LOS. El artículo 31, fracción IV. de 
lu Constitución. establece los principios de 
proporcionalidad y equidad en los tributos. la 
proporcio11alidad radica, 111edu/arme11te, e11 que los 
sujetos pasfros debe11 contribuir a los gastos 
piíhlicos e11 fu11ció11 de Sii re.rpectfra capacidad 
eco11ómica, dehie11do aportar 1111a parte justa y 
adecuada de sus i11gresos, utilidades o 
rendi111ie11tos. Conforme a este pri11cipio, los 
gra1•á111e11es dehe11 fl}arse de acuerdo con la 
capacidad económica de cada sujeto pasfro, de 
ma11era qut• las perso11as que obte11ga11 i11gresos 
elemdos tributen e11 forma c11alitatil'Ume11te 
superior a los de media11os y reducidos recursos. El 
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cumplimiento de es1e principio se reali=a a través de 
tar{/i1s progresims. pues mediante ellas se consigue 
que cubran un impuesto en monto superior los 
con1rib11ye111es de más elewulos recursos y uno 
inferior los de menores i11gre.WJs, eswhleciémlose 
t1demás, una diji!rencia congniente entre los 
dil'er.ws niwles de ingresos. Expresado en otros 
términos. la proporcionalidad "se encuentra 
1·inc11/ada con la capaeidacl económim de los 
conlrihuyentes c¡ue dehe ser gravada 
d/ferencialmenle cof!fiirme a tarijiis progresiwtl'. 
para c¡ue en cada caso el impt1c/o sea distinto no 
sólo en can1idt1d sino en lo toca/lle al mayor o 
menor sacrificio, reflejado cua!ilatimmente en la 
disminución pt11ri111onial que procedt1 y c¡ue debe 
enco/1/rt1rse en proporción a los ingresos 
obtenidos ...... 

Séptima Epoca: 

Amparo en revisión 2598/85.- A/her/o Manuel 
Venzor Ortega.- 26 de noviembre de 1985.­
Unanimidad de 17 vo/os. - Ponente: Luis Fernández 
Doblado. 

Amparo en revwon 2980185.- Jesús Farías 
Salcedo. - 26 de noviembre de l 985. - Unanimidad de 
/ 7 votos. - Ponente: luis Fermíndez Doblado. 

Amparo en revisión 2982185.- Rubén Peña Arias.-
26 de no1•iembre de 1985.- Unanimidad de 17 
1•0/os.- Ponente: Fausta Aloreno. 

Amparo en revisión ./292185.- Juan Carlos 
Francisco Díaz Ponce de león. - 26 de noviembre de 
1985.- Unanimidad de 17 votos.- Ponente: i'vlariano 
Azuela Güi1rón 

Amparo en revisión ./528185.- Jean Vandenhaute 
longanJ.- 26 de noviembre de 1985.- Unanimidad 
de 17 votos. - Ponente: Carlos de Silva Nava. "23 
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!J Apéndice al Semm1ario Judicial de la Federación de 1995, Pleno Tomo 1, Parte SCJN, Tesis 
170. página 171. 
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"PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD 
TRIBUTARIAS ESTABLECIDAS EN El 
,-IRTICULO 31, FRACCION IV, 
CONSTITUCIONAL.- El anícu/o JI. fracción /i~ 
de la Cumlitución estahlece los principios de 
proporcionalidad y equidad en los tributos. La 
proporcio11alidad radica, medularmente, en que los 
sujetos pasii'os deben co11trib11ir a los gastos 
plÍb/icos e11 flmci<Ín a su respectÍl'a capacidad 
eco11<Í111ica, debiendo aportar una parte j1L1·ta y 
adecuada de sus i11gresos, utilidades o 
re111/i111iento.f. Cmrforme a este principio, los 
gra1•á111t•11es deben fljarw de acuerdo con la 
capacidad eco111ímica de cada sujeto pa.fiioo, de 
111t111era que las perso11as que obtengan i11gre.ws 
elel'lulo.1· tributen en forma cualitatil'O .mperior a 
los de media11os y reducidos recur.;os. El 
c11111pli111iento de este pri11cipiu se realiza a través 
de tarifas progresfras, pues mediante ellas se 
consigue que cubran u11 impuesto en monto 
superior los ccmtrih11ye11tt's de más ele1•ados 
recurws. Expresado en otros términos, la 
proporcionalidad .~e encuentra 1·incu/ada con la 
capacidad económica de los contribuyentes que 
debe ser gravada diferencia/mente. cor¡fiirme a 
tar(fas progresfras. para que en cada caso el 
impacto sea distinto. no sólo en cantidcul. sino en lo 
tocante al mayor o menor sacrificio reflejado y que 
debe encontmrse en proporción a los ingresos 
obtenidos. El prindpio de equidad radica 
medularmente en la i.r.:ualdad ante la misma ley 
trib111aria de todos los sz¡jetos pasims de un mismo 
tributo. los que en tales condiciones deben recibir 
un tratamiento idémico en lo concerniente a 
hipótesis de cmm1ción. ac11111ulaciún de ingresos 
gravab/es. deducciones permitidas. plazos de pago, 
etc., debiendo únicamente variar ltLf tarifas 
tributarias aplicables. de acuerdo con la capacidad 
económica de cada contribuyente. para re.1petar el 
principio de proporcionalidad antes mencionado. 
la equidad tributaria signijica, en consecuencia. 
que /os comribuyemes de 1111 mismo impuesto deben 
guardar una si/Ilación de igualdad frente a la norma 
jurídica que lo establece y regula. 

Séptima Epoca: 
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A mpuro en revisión 555./183. Compañía Cerillera 
"la Cemral''. S . .-1. 12 ele junio ele 198./. Muyoríu 
de catorce 1•01os. 

Amparo en revwon 25D2!83. Servicios 
Profesionales Toltecu, S. C. 25 ele septiembre de 
198./. J/ayoría ele dieciséis votos. 

Amparo en re1·isión 3././9183. Fundieloru ele Aceros 
Tepeyac, S. A. ID de octubre de 198./. Mayoríu ele 
catorce l'OIOS. 

Amparo en revisión 5./13183. Fábricu de loza "El 
Anfora", S. A. ID de octubre ele 198./. Mayoría de 
quince votos. 

Amparo en revisión ././/183. Cerillos y Fósforos 
"la Imperial", S. A. 6 de noviembre de 198./. 
Jlayoría de catorce votos. " 
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Las jurisprudencias y tesL~ antes transcritas ponen de manifiesto que 

para que no se viole la garantía de proporcionalidad tributaria consagrada en el 

artículo 31, fracción IV de nuestra Constitución, no basta que los impuestos 

estén establecidos y regulados en una ley, sino que además, deberán atender.a 

la verdadera capacidad contributiva de los particulares obligados al pago de la 

contribución de que se trate. 

Así podemos señalar entonces que la garantía de. propóréionalidad tiene 

las siguientes características: 

• El principio de proporcionalidacl atiende a la capacidad económica 
," : . 

de los contribuyentes y a la correctadlstribución de las cargas fiscales entre 

las fuentes de riqueza existentes en una nación: . 

• La proporcionalidad está· vinculada con la economía general del 

país. 
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• La proporcionalidad atiende fundamentalmente a las tasas, cuotas 

o tarifas tributarias. 

• Debe inspirarse en criterio de progresividad. 

• Busca la desigualdad, a fin de áfectar .econó~icamente en mayor 

medida a las personas de ~ayores ingres'~s tj¿~ a Í~s de menores recursos. 
. . . \ ' ~ ; - . -

• Existe en función de: l~/·~~rc~~ci~~Qde ingresos 
.- ·. ·· ... ··.·.· ,,·~ ·"···v· .. ,;~.··~-,~\· ,_ ,,._ -· 

utilidades o 

rendimientos y en función ele la exisÍenCia de fuentes de riqúeza. 

• Regula la capacld~d ~~nt;lbutiva de los ciudadanos. 

• Se vincula directamente con el entero de las ·contribuciones 

necesarias para sufragar los gastos públicos. 

2.4. Equidad 

De acuerdo con su origen etimológico, la palabra equidad viene del 

latín eaquitas, alias, de aequss, igual, significando igualdad de ánimo, 

bondadosa tcmplar!7..a habitual: propensión a dejarse guiar, o fallar, por el 

sentimiento del deber o de la conciencia. más bien que por las prescripciones 

rigurosas de la justicia o por texto terminante de la ley. 24 

La doctrina, la legislación y la jurisprudencia son acordes en seiialar 

que la equidad tributaria se traduce en la igualdad de trato de la ley a los 

sujetos pasivos que se encuentren en las mismas circunstancias. 

" Diccionario Enciclopédico Espasa, op. cit., Tomo X, p. 629. 
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La doctrina. la legislación y la jurisprndencia son acordes en señalar 

que la equidad tributaria se traduce en la igualdad de trato de la ley a los sujetos 

pasivos que se encuentren en las mismas circunstancias. 

"El elemento equidad mira fundamentalmente a la generalidad de la 

obligación. En estos términos, cuando la ley no es general, ya sólo por ello es 

inequitativa". Así lo sostuvo el entonces Ministro de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, José Rivera Pérez Campos.2s 

Así pues, una ley es general y equitativa cuando se aplica. sin 

excepción. a todas las personas que se coloquen en las diversas hipótesis 

normativas que la misma establece. 

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido las 

siguientes juiisprndencias y tesis; 

"'IMPUESTOS, VALIDEZ CONSTITUCIONAL 
DE LOS. De acuerdo con el artículo 31, fracción 
IV. de Ja Carta Magna. para la validez 
constitucional de un impuesto se requiere la 
satisjé1cció11 de tres requisitos jimdamentales; 
primero, que sea establecido por ley; segundo, que 
sea proporcional y equitativo, y tercero, que se 
destine al pago de los gastos públicos. Si ji1Jta 
alguno de estos tres requisitos, necesariamente el 
impuesto st!rtÍ contrario a lo e.1·tatuido por la 
Constitución General. Ahora bien. aun cuando 
respecto de los requisitos de proporcionalidad y 
equidad. este Tribunal Pleno no ha precisado una 
fórmula general para determinar cutÍndo un 
impuesto cumple dichos requisitos. que truducidos 
de manera breve quieren decir de justicia 
tributaria. en mmhio. de algunas de las tesis que 

is JOSE RIVERA PEREZ CAMPOS. Revista de Investigación Fiscal publicada por la 
Secretaría de Hacienda v Crédito Público, correspondiente al mes de mar.o de 1970, p. 
78. 
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lesión ele este derecho si es una violación ele 
garantías cuando los triblllos que dt'creta el Poder 
Legislatil'O son notoriamente exorbitantes y 
ruinosos. También este Tribunal Pleno ha 
considerado que la equidad exige que se respete 
I!/ principio de igualdad, determinamlo que es 
norma de equidad la tle que se encuentren 
obligados a determinada situación los que se 
Ira/len dentro de lo establecido por la ley y que 110 
se encuentren m esa misma obligación los que 
estén en situacitín jurídica diferente o sea, tratar 
a los iguales de manera igual. Es decir, este 
Tribunal Ple110 Ira estimado que JI! vulnera el 
derecho del contribuyente a que los trihlllos sean 
proporcionales y equitativos, cuando t!/ gral•amen 
es e.mrbita11te y ruinoso y que la equidad exige 
que se respell! el principio de igualdad. 

Séptima Epoca: 

Amparo en revisión 6168/63. Alfonso Córdoba y 
coags. 12 de febrero ele J 97-1. Mayoría de 
dieciocho votos. 

Amparo en revisión 1597/65. Pablo legorreta 
Chauvet y coags. J 2 de abril de J 977. Unanimidad 
ele dieciocho votos. 

Amparo en revisión 3658180. Octavio Barocio. 20 
de enero ele 1981. Unanimidad de dieciséis votos. 

Amparo en revisión 555./183. Compmila Cerillera 
"la Central''. S. A. 12 de junio de 198./. Mayoría 
de catorce votos. 

Amparo en revisió~ 2502183. Servicios 
Profesionales Tolteca, S. C. 25 ele septiembre de 
J 98./. i\layoría de dieciséis votos. "26 

"PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD 
TRIBUTARIAS ESTABLECIDAS EN EL 
ARTICULO 31, FRACCION W, 
CONSTITUCIONAL.- El artículo 31, fracción IV. 
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,. Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1995, Tomo I, Parte SCJN, Pleno, Tesis: 173, pág. 
173. 
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"PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD 
TRIBUTAR/AS ESTABLECIDAS EN EL 
rlRT/CULO 31, FRACCJON IV. 
CONSTITUCIONAL.- El articulo 31. jraccitin IV. 
ele la Comtitución estahll!Ce los principios de 
proporcionalidad y equidael en lm 1rib111os. la 
proporcionalielael radica. meelularmente. en que los 
mie/os pasi1·os elehen cmurihuir a los gas/os 
públicos en fimción a su respecti1•a mpacielml 
económica, debiendo aporlar una parte justa y 
aelecuaela ele sm ingresos. 111i/idades o renelimientos. 
Cor¡/imne a este principio, los grcmímenes eleben 
.!liarse ele acuerelo con la capacielwl l!conómica de 
cada suieto pasim, de manera que lm· personas que 
obtengan ingresos elel'ados triblllen en forma 
cualitaliw1 s11perior a los de meelianos y red11cidos 
recursos. El cumplimiento ele este principio se 
realiza a través de 1ariji1s progresivas. pues 
media/lle ellas se mmigue que cubran un impuesto 
en 11101110 superior los contrih1~ventes de más 
elevaelos rec11rsos. Erpre.mdo en o/ros términos. la 
proporcionalidad se encuentra vinculada con la 
capacidad económica de los contribuyentes que 
elehe ser gravada d[(erencialmente, cm?forme a 
tarijas progresivm, para q11e en cada cmo el 
impacto sea disti/1/o, no sólo en cantidad, sino en lo 
tocante• al nu~ror o menor sacrificio rejlejado y que 
dehe encontrarse en proporción a los ingresos 
obtenidos. El pri11cipio de equidad radica 
medularme11te e11 la igualdad a11te la mirnu1 ley 
tributaria de todos lo.~ .mjetos pasfros de u11 mimw 
tributo, los que 1'11 tales co11dicio111!s deben recibir 
1111 tratamiento idéntico e11 lo co11cemie11/e a 
l1ipótl!3·i\· de ca1uacüí11, ac1111111laciú11 de ingresos 
gravables, ded11ccim1es permitidas, plazos de pago, 
etc., debie11Jo IÍ11icame11te 1•ariqr las tarifas 
tributarias aplicables, de acuerdo coi/ la capacidad 
ectmómica de cada co11trib11ye11te, para respetar el 
pri11cipio de proporcio11alidad alltes me11cimmdo. 
la equidad tributaria sig11ifica, e11 co11secue11cia, 
que Jos c011trib11ye11tes de 1111 mirnw impuesto 
delN!11 guardar u11a sit11ació11 de igualdad fre11te a 
la norma jurídica que lo establece y regula. 
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Séptima Epoca: 

Amparo en revisión 555./18J. Compañía Cerillera 
"La Central", S. A. 12 de junio de 198./. ,\layaría 
de catorce votos. 

Amparo en revisión 250218J. Servicios 
Profesionales Tolteca, S. C. 25 de septiembre de 
198./, Mayoría de dieciséis votos. 

Amparo en revisión J././918J. Fundidora de Aceros 
Tepeyac, S. A. JO de octubre de 198./. Mayoría de 
catorce votos. 

Amparo en revisión 5./IJl8J. Fábrica de Loza "El 
Anjora", S. A. JO de octubre de 198./. 1'vfayoría de 
quince \'o/os. 

Amparo en revisión ././ll8J. Cerillos y Fósforos 
"La Imperial", S. A. 6 de noviembre de 198./. 
Mayoría de catorce votos ... i 7 

"/J..,f PUESTOS. PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA PREVISTO POR El ARTICULO 
JI, FRACCION /V, CONSTITUCIONAL- De una 
revisión a las diversas tesis smlentadas por esta 
Suprema Corle de Jmticia de la Nación. en lomo ul 
principio de equidad 1rih11tarit1 pre,•islo por el 
artículo JI. jracción n'. de la Comtitución Federal, 
necesariamente se llega a la conclusión de que, en 
esencia, e:.te principio exige que los contribuyentes 
de un imput•s/o que se encuentra11 en una misma 
hipóte3i1· de ca1Lmcián, debt71 guardar una idéntica 
situación frente a la norm11 jurídica que lo 
establece y N!gUl11, lo que 11 la vez implica que las 
dirposicitmes tribut11rias deben tr11tar de manera 
igual a quienes se encuentren e11 una mism11 
situación y de manera dt'Sigual a los sujetos del 
gN1VOmen 9ue se ubiquen en una situación 
dfrersa; implic1111do adt"fnás, que se el·table-;.ca q11e 
pam poder cumplir con este principio el legislador 
no .rólo e.rtá fac't1ltado, sino que tiene obligación de 
crear categorÍlL\' o clasificacio11es de 
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27 Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1995, Tomo I, Parte SCJN, Pleno, 
Tesis 275, pág. 275 y Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, No. 44. 
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cm1trib11ye11tes, a comlició11 de que t!stas 110 sea11 
caprichosas o arbitrarias, o creadas para lwstili;:.11r 
a determi11atlas clases o u11iversa/idades de 
causa11tes, si110 que se .wtste11te11 e11 bases objetfras 
que raw11ableme11te j11Stijiq11e11 el tratamiento 
tlifere11te e/lfre 1111a y otra categoría, y que pueden 
responder u flnulidades económicas o sociales, 
razones de política.fiscal o incluso extrajiscales. 

Novena Epoca: 

Amparo directo en rewswn 682191. 1\1ats11shita 
Industrial de Baja California, S.A. de C. V. l./ de 
agosto de 1995. Afayoria de nueve votos. Ponente: 
Juan Díaz Romero. Secretario: Jacinto Figueroa 
Salmarán. "18 
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Así pues, es claro que la garantía de equidad tributaria implica dar un 

trato igual a aquellos contribuyentes que se encuentran en igualdad de 

circunstancias frente a una misma hipótesL~ de causación establecida en ley y 

desigual a quienes guardan una situación de desiguafdad en dichos términos. 

Por tanto, para que una disposición tributaria respete la garantía de 

equidad tributaria, es imprescindible que otorgue un trato igual a aquellos 

contribuyentes que se encuentren en igualdad de circunstancias frente a k1 ley. 

Asl, tenemos que la garantla equidad tributaria tiene las siguientes 

caracterlsticas: 

• La equidad se refiere espcclficamente al problema de la igualdad 

de los causantes ante la ley. 

28 Semanario Judicial de la Federación, IX Epoca, Tomo 11, Pleno, Tesis P.CXII/95, 
diciembre 1995, pág. 208. 
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• Se relaciona con la posición concreta del contribuyente frente a la 

ley fiscal. 

•·Se ocupa de los elementos del tributo, con. excepción de las 

cuotas, tasas o tarifas. 

• El criterio de equidad se basa en una noción de igualdad. 

• La equidad es la aplicación de la justicia a casos concretos. 

• Implica tratar igual a los iguales y en forma desigual a los 

colocados en situación de desigualdad. 

• Trata de que se encuentren obligados a determinada situación los 

que se hallen dentro de lo establecido por la ley y de que no se encuentren 

en esa misma obligación los que están en situación jurídica diferente. 

• La equidad atiende a las hipótesis normativas de nacimiento. 

La equidad opera con respecto a las personas que al ser sujetos 

pasivos de un mismo tributo, deben tener igual situación frente a la ley que 

lo establece, en todas las facetas de su regulación, con excepción de la 

relativa a sus respectivas capacidades económicas. 

2.5. Conceptos doctrinales de Proporcionalidad y Equidad 

2.5. l.Sergio Francisco de la Gai-r.u 

El planteamiento de este autor es el siguiente: 

"Nosotros consideramos que la exigencia de 
proporcionalidad y de equidad que establece la 
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ji'c1ccíún del artículo 31 Constitucional. es una 
justicia tributaría y que en esta materia impera la 
justicia llamada dístríbutfra la cual tiene por objeto 
directo los bienes comunes que hay que repartir y por 
indirecto solameme las cargas, emre ellas los 
lríbU/OS "29 
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Es prudente citar que la Justicia pretende dar a cada quien lo que le 

corresponde, pero qué es lo que le corresponde a cada quién, de dónde 

deriva el título o la legitimación de cualquiera para invocar algo como suyo. 

En el primer supuesto, del que debemos partir es que las cosas están 

dadas. ya sea por un acto de la naturaleza o por actos derivados de la misma. 

generados por los hombres. 

Ante tal hecho de la naturaleza humana, es necesario admitir un 

segundo hecho que es que las relaciones entre hombres, en un plano de 

igualdad se encuentran reguladas por la justicia conmutativa; las relaciones 

de los hombres con la autoridad descansan en dos planos distintos, uno lo es 

!ajusticia distributiva, y finalmente !ajusticia legal. 

"En la dístríbucíón ele las cargas, la justicia 
distributiva exige tratar a los iguales como iguales y 
u los desiguales como desiguales. Tal postulado no 
puede cumplirse si no es lomando en c11enta las 
distintas cacacidades contributivas de los 
ci11dadanos . .. ; 

Su análisis continúa en el siguiente sentido: 

"Por otra parle, no se ha p11es10 suficiente énfasis en 
las IÍltimas palabras ele la fracción IV del artfc11lo 31, 
que establece que es 'en la forma que establezcan las 
leyes' e/onde deben encontrarse la proporcionalidad 
y la equidad. 
Es decir, no se ha puesto suficiente énfasis en que la 
Conslílucíún exige que sea 'en las leyes' que 

"'DE LA GARZA. Sergio Frnnciso, "Derecho Financiero Mexicano", 14º Ed. Porrúu, México, 1986, p.271 
'º ldem 
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" ldem. Png 272 

una contribución, toda vez que es probable que sólo el estudio del caso 

concreto determine cuándo un impuesto resulta desproporcionado para el 

contribuyente y cuándo resulta inequitativo. 

"Nosotros aeemo.1· que no puede ciarse• una fúr111ult1 
general y que el requisito de justicia tributorit1 tiene 
c1ue ser clejlniclo j11rispr11clencit1lmente como sucede 
en todos los pt1íses del mundo donde el Poder 
.J11clicit1l tiene unt1 uctuucirín destuct1dt1 y cuyo 
il!fluencia sobre los demás Poderes y la sociedad son 
relemntes. Es digno de obserwirse que la Suprema 
Corte de .Justicia de la Nación, no atribuye 
signijicudos dij'erentes t1 lt1s dos expresiones de 
'proporcionalidad y equidad'". 32 

Concluyendo, el ilustre tratadista establece su criterio de que la 

proporcionalidad y la equidad atienden al sentido de justicia tributaria, 

comentando que no puede existir una separación entre proporcionalidad y 

equidad, sin llegar a resultados absurdos. y que el requisito de contribuir de 

una manera proporcional y equitativa se refiere a que exista una justicia 

tributaria. tomando en cuenta las distintas capacidades contributivas de los 

ciudadanos 

2.5.2. José Rivera Pérez Campos 

Este exponente por su parte considera que la equidad es la 

"generalidad de la obligación", pero "no implica universalidad de mandato". 

Derivado de lo anterior, se debe precisar que, este planteamiento se 

aleja de lo anteriormente expuesto, toda vez que la equidad no puede 

identificarse con la generalidad, ya que ésta implica que se deberá de 

contribuir al gasto público todos aquellos que actualicen la hipótesis 

normativa vinculante, en tanto que la equidad, incluso en su aspecto más 

general, implica la aplicación de la norma jurídica según un criterio de 
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Derivado de lo anterior, se debe precisar que, este planteamiento se 

aleja de lo anteriormente expuesto, toda vez que la equidad no puede 

identificarse con la generalidad, ya que ésta implica que se deberá de 

contribuir al gasto público todos aquellos que actualicen la hipótesis 

normativa vinculante, en tanto que la equidad, incluso en su aspecto más 

general, implica la aplicación de la norma jurídica según un criterio de 

justicia en un caso concreto, situación que se opone del todo a los que 

implica la generalidad. 

Al respecto, resulta prudente considerar lo expuesto por Rafael de 

Pina Vara, en su Diccionario Jurídico: 

"la equidad es el atributo de la justicia que cumple 
la jimción de corregir y enmendar el derecho escrito, 
restringiendo unas veces la generalidad de la ley y 
otras extendiéndola. para suplir sus diferencias con 
el objeto de atenuar el rigor de la mismos ... 'entre los 
autores de nuestro tiempo la equidad no tiene una 
clejinición unánime aceptada, aunque en las que se 
han fiirmulaclo por ello existen, sin duda elementos 
cvtnunes "31 

"Mientras que el ele proporcionalidad implica" 
obligación de cubrirse porporcionalmente" en donde 
el problema siempre es la cuantía", por lo que 
integrando ambos conceptos tenemos una 'obligación 
general, si: ¿pero hasta dónde y hasta cuánto?. Es 
decir, que et¡/rentamos un concepto netamente 
jurídico como un concepto estrictamente económico. 
Y por lo tanto tenemos que la equidad mira al 
aspecto de generalidad, juridicidad y el de 
proporcionalidad al de la economiciclad"14 

JJ DE PINA V ARA. Rafücl ... Diccionario Jurl~ico". Ed. 13°, Porrúa. Móxico, 1985, Equidad, pag. J IS. 
14 RIVERA PEREZ CAMPOS. José. "Equidad ' prooorcionalidad en los lmoucstos". "Cuarenta y Cinco Anos del 
Tribunal Fisl."111 de lu Federación", Torno l. ExtraL'to de Ju plática que sustentó el ministro el 27 de OL1Ubre con motivo del 
Programa de Preparación de Abogados del Fisco. Editado por el Fideicomiso para In Investigación del Derecho Fiscal y 
Administrativo. México. 1988. pug,475. 
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Apoyando el planteamiento del contenido económico de la 

proporcionalidad, expone: 

"la proporción ha ele contemplar tocio el panorama 
de la economía del Estado, de la economía ele la 
colectividad. Que la proporción ha de establecer en 
relación de 11na.1· ji1entes impositims frente a otras. 
Que la proporción no debe quedar limitada a las 
causantes de una IÍnica fi1ente de impuesto; ni en tal 
caso contemplarse aisladamente. es decir. reducida a 
su propio sistema dentro de lo que se llama cuotas 
proporcionales y prol{resi\'as como tecnicismos 
propios de losjisca/istas y es claro que no ji1e en es/a 
acepción técnica coma nuestra Constitución habló ele 
proporcionaliclad''3J 

Concluyó su exposición de la siguiente fomia: 

"me atrewría inclusive a decir: niego que en la 
actualidad la proporcionalidad deba de establecerse 
mirando individua/mente al causante... como 
integrar los elementos de la proporcionalidad. no se 
ha dicho. A lo más que se ha querido defender fa 
tributación mediante la proporcionalidad interna ele 
cada tributo, al contemplar las relaciones de las 
tarifas con respecto al ingreso, o al determinar los 
porcentajes de tributación dentro de la tendencia a fa 
constnicción progresiva de fas tarifas". Jó 

2.5.3. Emilio Margain Manatou 

Este autor, formula un planteamiento muy concreto que es prudente 

analizar a la luz de los conceptos expuestos con anterioridad: 

"Atendiendo a la evolución que ha venido 
experimentando la legislación tributaria mexicana, 
bien puede sostenerse que son dos conceptos y no uno 
sólo los que contienen las palabras "proporciona/ y 
equitativa". Que un tributo sea proporciona/, 
significa que comprenda por igual, de la misma 
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El planteamiento inicial de Lanz Cárdenas, va a la raíz de los 

conceptos en sí, calificando a la proporcionalidad y a la equidad corno: 

"Condiciones de validez consti111cionul de las 
contrib11ciones cuyo fin es que la imposición seujusta 
en relación u la cupacidllcl económica de los 
contribuyenles singularmenle considerados", Ja 

Acto seguido determina las diversas acepciones que puede tener el 

concepto de equidad y plantea que: 

"Lu equidad en la imposición puede adoptar muy 
diwrsos significados desde que lo recl111dudo se 
uplique e im•ierta en pmgramlls que realmente y de 
manera eficaz respondll a necesidades de los 
gobernllclos (legitimidad del gasto público), como el 
que las cargas flscllles vistas en conjunto o 
aisladamente. pero siempre que en su carácter de 
e.rncciones gocen del adjetil'o de ser justas". J9 

Es muy importante el planteamiento que realiza Lanz Cárdenas, pues 

sabe rescatar la pretensión que encierra la equidad impositiva; la cual, por 

un lado se integra por elementos mediatos corno la consideración de la 

legitimidad del gasto público, necesaria en un régimen de derecho, y por 

otro lado elementos inmediatos corno lo es la justicia de la contribución. 

pues afecta directamente al contribuyente y puede deternúnarse a través de 

elementos objetivos e inobjetables. 

En este sentido, la opinión del doctrinario en cuestión es diferente 

pues citando a diversos autores, considera que: 

"El vocablo o concepto capacidad contributiva es 
algo tan flexible y subjetivo como la justicia. La 
doctrina anglosajona lo identifica con la capacidad 
de pagar (ability to pay). La tributación con fines 
e:r:trajiscales no siempre tiene en cuenta la capacidad 

11 LANZ CARDENAS. FemwuJu. "l>icciunurio Juridico Mexicano", U.N.A.M .. Tomo VII, México, 1984, pag. 287. 
"ldcm 
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"' ldem. p.228 

elementos objetivos e inobjetables. 

En este sentido, la opinión del doctrinario en cuestión es diferente 

pues citando a diversos autores, considera que: 

"El vocablo o concepto capacidad contrib111iva es 
algo tan flexible y subjetil'o como la justicia. la 
doctrina anglo.l'(¡jona lo iden1ij/ca con la capacidad 
de pagar (ability to pay). la tributación con fines 
extrc¡fiscales no siempre tiene en cuen/a la capacidad 
contributiva del s1¡jeto, pues los propásito.1· no son 
primordialmenh' financieros, sino de promoción 
económica y social (impuestos de transferencia). Así 
por ejemplo, Griziolli afirma que los derechos 
aduaneros proteccionistas sacrijican la capacidad 
contrihutirn del individuo en favor de los productores 
y de /u presunta venll¡ja indirecta a la economía 
nacional. Giardina al hacer un estudio de la 
capacidad contrib111iva a la luz del artículo 53 de la 
Constitución Italiana, concluye que las leyes 
triblllarias deben adoptar como presupuesto del 
nacimiento de la obligación impositiva, tan sólo 
aquellos hechos de la vida social que sean índices de 
la capacidad contributiva}". 40 

2.5.5. Roberto de Ruggiero 

"la equidad tiene, pues, a suprimir toda posible 
disonancia entre la norma jurídica y su actuación o 
aplicación, merced a la amplia potestad de 
apreciación que e/juez es conferida. 
Esto no debe inducir a la falsa creencia de que el 
principio de equidad autorice a/juez a no aplicar o a 
modijicar las normas positivas del derecho. llamado 
a aplicar las leyes y no a juzgar de s11 intrínseca 
bondad, cometería una arbitrariedad si bajo el 
pretexto de adaptar la norma al caso concreto y 
realizar la eq11idad no aplicara el precepto o crease 
otro distinto. Por eso, no se puede acudir a la 
eq11idad sino cuando el legislador lo autorice 
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expresamen/e. "41 

Existen puntos relevantes en las ideas expresadas por Ruggiero, ya que 

su postura es claramente iuspositivista, pues considera a la equidad como una 

fonna de adecuación entre el mundo del ser y el mundo del deber ser; claro 

está que para él debe prevalecer la norma jurídica, como creadora de 

realidades, que necesarian1ente ha de fomiar el comportamiento humnno. 

2.5.6. Ernesto Flores Zavala 

Para Flores Zavala, la esencia de la proporcionalidad radien en el 

reparto de la carga tributaria entre todos los contribuyentes, y al respecto 

realiza el siguiente análisis: 

" ... los que considerahcm la necesidad ele que las 
cuollls de los impue.1·1os ji1eran proporcionales, /enían 
la misma aspiración ele ig1wlclad en la repartición de 
la carga tributaria que los que sostenían que las 
cuotas debían ser progresivas con exenciones para 
los mínimos de subsistencia. Para que exislll la 
justicia impositiva es necesario que se realicen dos 
principios. el de generalidad y el de uniformidad. El 
de generalidad exige c¡ue todo el que tenga capacidad 
contribllliva pague un impuesto. El mínimo de 
existencia es la canticlacl mcís haja im/i.lpensahle para 
que un homhre pueda subsistir. El principio de 
unij(1nniclad clerh•a ele dos elementos, uno objelivo 
que es la capacidad contrihulil'll y otro subjelivo, que 
es el sacrificio que representa para el individuo el 
pago del impuesto. El principio máximo que contiene 
nueslra Constilución en materia de política jisca/, es 
el de /ajusticia en la imposiciún".'1 

También Flores Zavala menciona que es redundante el empleo de los 

vocablos proporcionalidad y equidad, ya que cada uno remite 

necesariamente al principio de justicia de los impuestos proclamado por 

" RUGGIERO. Rohcrto lk "lnslituciunes de Derecho Civil", traducción de Ramón Serrano Suílcr y José de Sanla-Cntl. 
Tejciro. Volumen l. Ed. Rcus. Madrid. 1929 .. p.21 
" FLORES ZA V ALA. Emcrslo. Op Cit. P.258 
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Adam Smith; "los súbditos deben contribuir en proporción a los ingresos de 

que gozan" y esto es equidad. 

2.5.7, Servando J. Garza. 

El estudio de Servando J. Garza, también coincide sobre la identidad 

entre los conceptos de proporcionalidad y equidad, aunque plantea un matiz 

peculiar en cuanto al objeto sobre el que inciden: 

ººsiendo que la proporcionalidad se sustenta en un 
concepto de justicia ha de concluirse que coincide 
con el concepto de equidad y que en el precepto 
constitucional encontramos la exigencia de /ajusticia 
en materia tributaria acentuada mediante una 
expresión pleonástica por su idéntico contenido 
conceptual ... ninguna le.v podría ajuslarse 
simu/tcíneameme a ambos conceptus si jiieran 
co111radictorio.1· o excluyentes. porque s11 adec11aciún 
a uno implicaría desajustarse al otro, y la fracción 
constitucional liga los adjetivos mediante conjunción 
copu/atil"a º' 41 

Efectivamente, ambos conceptos no son contradictorios, ni 

excluyentes, sino complementarios, y poseen una autonomía propia, en el 

último de los casos, lo que debe prevalecer en caso de que se presentara un 

contlicto entre proporcionalidad y equidad deberá ser la equidad. 

2.5.8. Femando Sainz de Dujanda. 

A manera de conclusión sobre el planteamiento de la capacidad 

contributiva y su estrecha relación con el principio de equidad expone este 

autor lo siguiente: 

'"De los posibles crilerios de justicia distribuliva 
consagrados en maleria tributaria, den/ro del área 

"GARZA Servando J. "Las Gurantf11.< Constitucionales en el Derecho Tribu1urio Mexicano" Ed. Cultura. México, 1949. 
9.135. 
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constitucional. oji'rxe relieve singular el de la 
capacidad co111rib111im. Raro es el texto 
cum·tituciona/ c¡ue, con una 11 otra form11/ación, no 
exige en el mundo moderno que los ciudadanos 
c·omribuyan al levantamiento de las cargas públicas 
según .m capacidad cuntribllliva, normalmente 
equipara a la capacidad económica. y exteriuri=ada, 
por lo tanto. en signos acreditativos de la rique=a y 
de la renta de los sujetos ... la distrib11ción de la 
carga impositiva se actúa en el mundo moderno con 
el apoyo del concepto de capacidad mntribwiva, 
emendida esta última como capacidad económica de 
tus miembros de la colectividad. la adopción del 
expresado criteriu distriblllivo re.\punde a las 
exigencias lógicas y de justicia que parece imposible 
eliminar. la lógica impone, en efecto, que sea la 
capacidad emnómica de los s1¡jetos la magnitud 
sobre la c¡ue se determine la cuantía de los pagos 
públicos; la justicia exige, además, que la cuantía de 
los pagos lrib111arios se jije con el aur:i/io de criterios 
de medición que tengan en cuenta los niveles 
mínimos de renta de que los sujetos han de disponer 
para su subsistencia, sus cargas fami/iare.1', el origen 
y la c11a111ía de las remas sometidas a la imposición y, 
en jln, un conjunto de circunstancias que el 
legislador debe ponderar para que la participación 
de los ciudadanos en la cobertura del gasto público 
pueda reputarse eq11itativa "" 

2.5.9. Adolfo Arrioja Vizcaino. 

70 

Como los autores antes citados, el presente doctrinario argumenta la 

distinción entre los conceptos de proporcionalidad y equidad de la siguiente 

forma: 

"Podemos decir que la proporcionalidad es la 
correcta disposición entre las cuotas, tasas tarifas 
previstas en las leyes tributarias y la capacidad 
económica de los sujetos pasivos por ellas gravados. 
Dicho en otras palabras, el principio de 

., SAINZ DE llUJANDA. Femwido. "Hacienda y Derecho". Editorial de Derecho Financiero, Tomo 1, Madrid, 1965, p 
550-553. 
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proporcionalidad implica por una parte, que los 
grawímenes se .fijen en las leyes de acuerdo con la 
capacidad económica de cada s1ljeto pasivo, de 
manera que las personas que obtengan ingresos 
e/el'lulos tributen cualitatil'amente superior a las de 
medianos y reducidos recursos: y por la otra, que a 
cada contribuyente individua/mente considerado, 
e:r:c/usil'tlmente la ley lo obligue a aportar al Fisco 
una parte razonable de sus percepciones 
gral'tlb/es "45 

71 

Asimismo, señala diversos elementos de Ja mismo principio que 

sintetiza de la siguiente forma: 

Elementos primordiales: 
la capacidad económica de los ciudadanos, a .fin de 
c¡ue cada uno de ellos contribuya cualitativamente en 
.fimción de dicha capacidad. 
Una parte justa y adecuada de los ingresos, 
utilidades u rendimientos percibidos por cada 
causante como .fi1ctor determincmte para .fijar la base 
gramble. 
lm fi1ente.1· de rique=a disponibles y existentes en el 
país, entre las cuales deben ser distribuidas en forma 
ec¡uilihrada tocias las cargas tributarias, con el objeto 
ele que no sean sólo una o dos de ellas las que la 
soporten en su totalidad. 

El mismo autor señala que el principio de equidad está constituido 

por Ja igualdad, significando que para el debido acatamiento de este 

principio, las leyes tributarias deben otorgar el mismo tratamiento a todos 

los sujetos pasivos que se encuentren colocados en idéntica situación, sin 

llevar a cabo discriminaciones indebidas y, por ende, contrarias a toda 

noción de justicia. 

En esencial Ja equidad atiende a la igu¡¡Jdad en la regulación de todos 

los elementos. integrantes de un tributo o contribución. 

"ARRIOJA VIZCAINO.Adolfo. "Derecho Fiscal", Editorial Themis, México, 1997, p. 248-250 



111 DE LA FUSION DE SOCIEDADES MERCANTILES 72 

particular sea válida, se requiere que entre otros se respete la garantía de 

equidad tributaria. 

La D~ctrinll ha seftalado que la equidad significa "la aplicación de. la 

justicia a c~s c~ncretos, la cual se ~btiene tratando igual a los iguales y en 

forma desig~lli a la"s qu~ no se encuentren en igualdad de circunstancias", 
--·, 

Específicaniente, en materia tnbutaria. la equidad implica que se 

otorgue el mismo tratamiento a todos los sujetos pasivos de un tnbuto que se 

encúentren colocados en idéntica situación. sin llevar a cabo discriminaciones 

indebidas y, por ende, contrarias a toda noción de justicia. 

En esencia, podemos concluir que la equidad atiende a la igualdad en 

la regulación de todos los elementos integrantes del tnbuto o contribución. es 

decir, la norma juridico-tributaria no debe establecer distinciones entre sujetos 

que se encuentren en igualdad de circlUlS!ancias. 

Respecto de este principio, desde antaño la Suprema Corte de JuSticia 

de la Nación había señalado que la equidad tributaria radicaba en la igualdad 

ante la misma norma fiscal de todos los sujetos pasivos de un mismo tnbuto, 

los que en tales condiciones deben recibir un tratamiento idéntico en todo lo 

referente a hipótesis de causación, acumulación de ingresos gravablcs, 

deducciones permitidas, plazos de pago, etc. 

Dicho criterio fue sostenido en la tesis jurisprudencia] número 275, 

visible en el apéndice del Semanario Judicial de la Federación de 1917 a 1995, 

Tomo I, páginas 256 y 257,que señala textualmente lo siguiente: 

"PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIAS 
ESTABLECIDAS EN El ARTICULO 31, FRACCION 
IV. CONSTITUCIONAL. El artículo 31, fracción IV. de 
la Constitución establece los prmc1p10 de 
proporcionalidad y equidad en los tributos. la 
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Dicho_ criterio fue sostenido t!n la tesis jurisprudencia! número 275, 

visible en el apéndice del Semanario Judicial de la Federación de 1917 a 1995, 

Tomo J, páginas 256 y 257,que señala textualmente lo siguiente: 

"PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIAS 
ESTABLECIDAS EN EL ARTICULO 31, FRACC!ON 
IV. CONSTITUCIONAL. El anírn/o 31.fracción IV. de 
la Conslilllción establece los princ1pw de 
proporcionalidad y equidad en los tributos. la 
proporcionalidad radica. medularmenle en que los 
st!fetos pavivos deben comribuir a los gastos públicos 
en fimción de su respectiva capacidad económica, 
debiL'm/o aportar una parte justa y adecuada de sus 
ingresos, utilidades o rendimientos. Cor!forme a este 
principio, los grawímenes debe fijarse de arnerdo con 
la capacidad económica de cada st!felo pasivo, de 
manera que kLv personas que obtengan ingresos 
elevados 1rib111en en forma cualitativa superior a los de 
medianos y reducidos recursos. El mmplimien/o de 
este principio se realiw a través de tar!fi:is progresfras, 
pues median/e ellm se consigue que cubran un 
impuesto en monto superior los contribuyentes de más 
e!el'Udos recursos. E"rpresado en o/ros términos, la 
proporcionalidad se encuentra vinculada con la 
capacidad económica de los comribuyentes que debe 
ser gravada diferencia/mente, conforme a tarifas 
progre.1·ii•cL1·, para que en cada caso el impacto sea 
distinto, no sólo en cantidad. sino en lo tocante al 
mayor o menor sacrificio reflejado cualitatimmenle en 
la disminución patrimonial que proceda. y que debe 
encontrarse en proporción a los ingresos obtenidos. El 
principio de equidad radica medularmente en la 
igualdad ante la misma ley tributaria de todos los 
st!fetos pasiw1s de un mismo tributo, los que en la/es 
condiciones deben recibir un tratamiento idéntico en lo 
concerniente a hipótesis de causación, acumulación de 
ingresos gravab/es, deducciones pennitidas, plazos de 
pago, etc., debiendo únicamente mriur las tarifas 
tributarias aplicables, de arnerdo con la capacidad 
económica de cada contribuyente, para respetar el 
principio de proporcionalidad antes mencionado. La 
equidad triblllaria significa, en conseroencia, que los 
contribuyen/es de un mismo impuesto deben guardar 
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Amparo en revisión 3././9183. Fundidora de Aceros 
Tepeyac. S.A. JO de octubre de 198./. Mayoría de 
catorce 1·010.1'. 

Amparo en revisión 5.//3183. F<1brica de loza "El 
Ar¡fora", S.A. JO de octubre de 198./. Ma):oría de 
quince l'O/os. 

Amparo en n'Visiún ././1183. Cerillos y Fósforos ''la 
Imperial", S.A. 6 de noviembre de 198./. Mayoría de 
catorce votos. 
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A partir del año de 1995, con motivo de una nueva integr.ición del 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se expidieron nuevos 

criterios respecto al Principio de Equidad Tributaria. 

Un primer criterio que vino a delimitar la garantía de equidad tnbutaria 

por la nueva integración del Pleno de la Suprema Corte, fue la distinción 

realizada entre el· principio de igualdad establecido en el artículo· 1° 

Constitucional y el principio de equidad tributaria que consagra el artículo 31, 

fracción IV del citado ordenamiento. 

Tal distinción se basa en in idea de que el principio de igualdad se 

aplica a sujetos que se encuentran en las mismas circunstancias de derecho 

(igualdad real) y . que, por lo tanto, tienen las misas prerrogativas y 

obligaciones; no ocurre lo mismo con la equidad tributaria (igual jurídica), ya 

que de e~e principio se despr~nde que no es ~esnrio que los sujetos se 

encuentren e~ todo momento y ante cualquier circunstancia en condiciones de 

absoluta igualdad. Lo anterior se analiza de la siguiente forrna: 

a) No toda desigualdad de trato por la ley supone una violación al 

artículo 31, fracción IV Constitucional, sino que dicha violación se configura 

únicamente si aquella desigualdad produce distinción entre situaciones 

tnbutnrias que pueden considerarse iguales sin que exista para ello una 

justificación objetiva y razonable. 
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b) ¡\ iguales supuestos de hecho deben corresponder idénJicas 

consecuencia5 jurídicas.· 

c) No se prohibe al legislador contemplar la desigualdad de trato, pero 

la misma sólo es pem1itida en casos que resulta justificada la distinción (fines 

extrafiscales). 

d) Para que la diferenciación tributaria resulte acorde con las garantías 

de igualdad, las consecuencias jurídicas que resulten de la ley deben ser 

proporcionadas y adecuadas, para conseguir el trato equitativo, de manera que 

la relación entre la medida adoptada, el resultado que . produce. y. el fin 

pretendido por el legislador, supere el juicio de equilibrio en sede 

constitucional. 

El anterior criterio fue sustentado en la siguiente tesis jurisprudencia!: 

"EQUIDAD TRIBUTARIA. SUS ELEMENTOS. El 
principio de eq11idad no implica la necesidad de q11e 
los s11jetos se enc11entren, en todo momento y ante 
c11alq11ier circ11nstancia. en condiciones de abso/11ta 
igualdad, sino q11e, sin perj11icio del deber de los 
Poderes públicos de proc11rar la ig11aldad real, dicho 
principio se refiere a la igzw/dad j11rídica. es decir, al 
derecho de todos los gobernados de recibir el mismo 
trato q11e quienes se 11bican en similar sit11ación de 
hecho porq11e la iguale/ad a q11e se refiere el artíc11/o 
3 l. fracción IV. constit11cional. lo es ante la ley y ante 
la aplicación de la ley, De lo anterior derivan los 
siguientes elementos objetivos. q11e pemziten delimitar 
al principio de eq11idad triblllaria: a)no toda 
desigualdad de trato por la ley s11pone una violación al 
artíc11/o 31, fracción IV. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, sino q11e dichas 
si/11aciones tributarias que p11eden considerarse 
ig11ales sin q11e exista para ello una j11Stiflcación 
objetiva y razonable: b) a iguales supuestos de hecho 
deben corresponder idénticas consecuencias jurídicas 
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hecho porque la igualdad a que se refiere el arlículo 
31, jh1cción IV. cons1i1ucional, lo es ame la ley y an/e 
la aplicaciún ele la ley, De lo cm/erior derivan los 
siguienles elememos ohje1ims, que permiten clelimilar 
al principio ele equidad trihlllaria: a)no tocia 
cles(1.,rz1aldwl de trato por la ley supone una 1•iolación al 
artículo 31, /racciún JI-'. de la ComlilUción Política de 
lo.1· E.1·taclo.;. Unido.1· .\lexica11os, sino que dichas 
siluacio11e.1· trih111aria.1· 1111e pueden comiderarse 
iguales sin 11m' exista para ello una justificación 
oNetil'll y ra::onah/e: hJ a iguales s11p11esto.1· ele hecho 
deben mrresponder idénticm consec·11encia.1· jurídicas 
el no se prohihe al legislador con/emplar la 
clesigualdacl de trato. sino sólo en los casos en que 
re.mita artificiosa o i11iustificacla la clistinción: y d) 
para c¡11e la cl!fi?renciación lributaria resulte acorde 
con las garan/ÍCLI' de i,1.,rzwlclacl. la~ consecuencias 
jurídicas c¡ue resultan de la ley, deben ser adecuadas y 
proporcionadm-. para comeguir el Ira/o equilativo, de 
manera 11ue la relaciún en/re la medida adoplada, el 
resulwdo c¡ue produce y el }in prelenclido por le 
legislador superen un juicio de equilibrio en sede 
comt il ucional. 

Amparo en revisión 321192. Pyosa, SA. de C. V.. -1 de 
junio de 1996. Mayoría de ocho 1•0/os; unanimidad en 
relaciún con el crilerio co/l/enido en es/a 1esis . 
Ponen/e: Genaro Dlll'id Góngora Pimenlel. Secrelario 
Constancia Carrasco Daza. 

Amparo en revi.lión 12-13193 Mullí banco Comem1ex, 
S.A. 9 de enero de 1997. Once vo1os. Ponen/e Genaro 
Góngora Pimen/el. Secrelaria: Rosa/ha Becerril 
Ve/á=quez. 

Amparo en revisión/21519-1. Sociedad de Aulores de 
fnlerés Público. 8 de mayo de 1997. Unanimidad de 
die;: volos. A1L1·enle: Mariano Azuela Güitrón: Ponen/e. 
Humherto Román Palacios. Secre/ario: Jfanuel Rojas 
Fonseca. 

Amparo en revisión 15-13195. Enrique Serna Rodríguez. 
8 de mayo de 1997. Unanimidad de diez volos. 
Ausente: Mariano Azuela Güilrón. Ponen/e: Juan Dfaz 
Romero. Secrelario: José Manuel Arballo Flores 

76 
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Uno de los elementos que más han venido incidiendo sobre la idea de 

igualdad de trato ante circunstruicins iguales (equidad). ha sido la idea de que 

puede uutorizarse un trato desiguul pura situuciones iguales o viceversa, en los 

casos que existan fines ex1rnfiscules que así lo justifiquen. Lo anterior ha sido 

reconocido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. en la siguiente 

jurisprudencia: 

,;EQUIDAD TRIBUTARIA. IMPLICA QUE LAS 
NORMAS NO DEN UN TRATO DIVERSO A 
SITUACIONES ANALOGAS O UNO IGUAL A 
PERSONAS QUE ESTAN E.V S/TU4C/ONES 
DISPARES. El texto constitucional eswblece que todos 
los hombres son iguales ante la ley. sin que pueda 
prevalecer discriminación alguna por razón de 
nacimiento. ra::a. sexo, religión o ,·ualquier otra 
condición o circunstancia personal o social: en 
relacián con la materia lrihutaria. consigna 
expresamente el principio de equidad para que, con 
carúcter general los Poderes públicos tengan en cuenta 
que los particulares que se encuentren en la misma 
situación dehen ser tratados igualmente. sin privilegio 
ni jal'Or. Co1¡fimne a estas bases. el principio de 
e11uidad se configura como uno de los l'lllores 
superiores del ordenamiento jurídico. lo que significa 
que ha de servir de criterio básico de la producción 
normatil'll y de su posterior interpretación y 
aplicacirín. La com·er.•11cián de este principio, sin 
embargo, no supone que todos los hombres sean 
iguales, con un patrimonio y necesidades semejantes. 
ya que la propia Comtitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos acepta y protege la propiedad 
privada, la libertad económica, el derecho a la 
herencia y otros derechos patrimoniales. de donde se 
reconoce implícitamente la existencia de desigualdades 
materiales y económicm. El valor ~11perior que 
persigue este principio consiste, entonces en evitar que 
existan normas que, llamad1LV a proyectarse sobre 
situaciones de ig1111ldad de hecho, produzcan como 
efecto de su aplicación 111 ntp/llra de esa igualdad al 
generar un trato discriminatorio entre situaciones 
análogm. o hien. propiciar efec/os semejantes sobre 
personas q11e se encuentran en sit1111ciones dispares, lo 
q11e se traduce en desigualdad jurídica. 
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herencia y otros derechos patrimoniales. de e/onde se 
reconoce implícitamente la existencia de dl!sigualdades 
materiales y económica~. El 1·alor superior que 
persigue este principio consiste. e111onces en e1•itar que 
existan nurmai que, //amadai a proyectarse sobre 
situaciones de igualdad de hecho. prudu::can como 
efecto de su aplicaciún la mptura de esa igualdad al 
generar un tra/O di.l'criminaturio ell/re situaciones 
wuílugas, u bien, propiciar efectos semejantes sobre 
personas que se enc11e111ra11 en situaciones dispares, lo 
que se traduce en desigualdad jurídica. 

Amparo en revisión 321192. Pyu.1·a, S.A. de C. V. . ./de 
junio de 1996. i'vfayoría de ocho 1•0/os; unanimidad en 
relación con el criterio contenido en esta tesis . 
Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario 
Constancio Carrasco Daza. 

Amparo en revisión 12./3193 Jvlultihanco Comermex, 
S.A. 9 de enero de 1997. Once votos. Ponente Genaro 
Góngora Pimell/e/. Secretaria: Rosa/ha Becerril 
Velá::quez. 

Amparo en revisión/21519./. Sociedad de Autores de 
Interés Público. 8 de mayo de 1997. Unanimidad de 
diez 1•0/os. Ausente: Mariano Azuela Giiitrón: Ponente. 
Humberto Román Palacios. Secretario: 1lfan11e/ Rojas 
Fonseca. 

Amparo en revisión 15./3195. Enrique Serna Rodríguez. 
8 de mayo de 1997. Unanimidad de diez votos. 
Ausente: Mariano Awela Güitrón. Ponente: Juan Dfaz 
Romero. Secretario: José Manuel Arba//o Flores 

Amparo en revisión 1525196. Jorge Cortés González. 8 
de mayo de 1997. Unanimidad de diez votos. Ausente: 
Mariano Azuela Güitrón. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimente/. Secretario: Víctor Francisco Mota 
CienjiJegos. 

El Tribunal Pleno , en su sesión privada celebrada el 
dos de junio en curso, aprobó, con el número ./211997, 
la tesis jurispn1dencial que antecede. Aféxico, Distrito 
Federal, adosdejuniode 1997. 
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Desde luego, la existencia de fines ex1rafiscalcs que puedan venir a 

justificar el establecimiento de situaciones de inequidad tributaria ha tenido 

como consecuencia que se genere una sensación de injusticia e inseguridad 

jurídica, ante la posibilidad de que en cualquier momento se aduzca la 

existencia de fines extrafiscales que no tengan razón de ser o que, incluso, no 

sean acordes o coincidentes con el tema en análisis. 

Precisamente para evitar la arbitrariedad que lo anterior puede generar 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que si bien es cierto que 

los fines extraliscales, en ocasiones pueden traer como consecuencia la 

justificación de dar un trato desigual a contnbuyentes que se encuentran en 

igualdad de circunstancias, se necesario que dichos fines no se aparten y se 

desprendan de la propia ley, exposición de motivos o de alguna parte del 

proceso legislativo. 

Lo anterior ha sido reconocido por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión número 

2458/96, promovido por Manuel Albarrán Macouzet Página 53, en al que 

señaló lo siguiente: 

"Finalmente. es importante aclarar que el hecho de 
que los contribuyente se encuentren en la misma 
hipótesis de causación, no impide que se lleguen a 
establecer exenciones apoyadas en fines extrajiscales, 
pero tales exenciones siempre deberán estar 
justificadas ya sea en la propia ley, en su iniciativa, en 
la exposición de motivos o en cualquier periodo del 
proceso legislatil'o, de tal modo que los particulares 
estén en aptitud de conocer su origen y caiLmdo y, en 
su caso, ofrecer las pniebas yo alegatos con las que se 
puedan desestimar. 

Por ende, no es a esta Suprema Corte a la que 
corresponde justificar las exenciones, ya que ello, 
IÍnica y exclusivamente es tarea, facultad y obligación 
de los órganos encargados del proceso de creación de 
leyes" 
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b) Que no se pude justificar el establecimiento de un trato impositivo 

igual para contribuyentes que se encuentren en circunstancias objetivas 

desiguales. 

Sin embargo, como ya se indicó, la forma de medir la 

proporcionalidad de un gravamen, varía dependiendo del tipo de 

contribución de que se trate. 
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CAPITULO 111 

DE LA FUSION DE SOCIEDADES MERCANTILES 

3.1. Concepto fusión y escisión de sociedades mercantiles. 

La Ley General de Sociedad Mercantiles, establece el procedimiento 

para llevar a cabo la fusión de sociedades sin definir su concepto. 

Aunque existen varias definiciones de fusión de sociedad elaborada'> 

por diversos tratadistas, la doctrina más autorizada la ha definido como •·la 

unión de varia'> organiz.aciones sociales que se compenetran reciprocaniente 

para que una organiz.ación juridica unitaria, sustituya la pluralidad de 

organizaciones". 

La definición anterior. comprende a todas las fusiones de sociedades 

que puede haber, pues en todas ellas hay unión juridica de sociedades en una 

sola sociedad, ya sea nueva o preexistente, que sustituye a las demás. 

La sustitución de dos o rilás sociedades por una sola sociedad que 

ocurre en la fusión concentra en ésta última los bienes. derechos y obligaciones 

de todas ellas. 

Las sociedades sustituidas se. denominan fusionadas y la sociedad que 

las une se denomina fusionante. 

Tomando en cuenta lo Wlterior, podemos decir que la fusión de 

sociedades es la concentración de bienes. derechos y obligaciones de dos o rilás 

sociedades en· una solá· sociedad, ya sea nueva o preexistente, denoininada 

fusionante, que extingue a las demás sociedades que participan en ella 

denominadas fusionadas. 
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Por otro lado. tem:mos a la escisión, Ja cual en ténninos de lo señalado 

por el artículo 228 BIS de la Ley General de Sociedades Mercantiles es cuando 

una sociedad· denominada escidente decide extinguirse y divide la totalidad o 

parte de su activo. pasivo y capital social en dos o más partes. que son 

aportadas en bloque a otras sociedades de nueva creación denominadas 

escindidas; o cuando la escidente, sin extinguirse, aporta en bloque parte de su 

activo, pasivo y capital social a otra su otras sociedades de nueva creación. 

3.2. Análisis del concepto de fusión de las sociedades mercantiles. 

Resulta de sUJ1111 importancia anali7N las implicaciones y 

consecuencias jurídicas de Ja fusión. estableciendo como premisa que la fusión 

consiste según la definición que contempla el Diccionario Jurídico Mexicano 

en :46 

"La reunión de dos o más sociedades mercantiles en 
una sola, cliso/viéndose las demcís, transmiten su 
pa1rimo11io a título universa/, a la sociedad que 
subsiste o resulta de /afi1sión. la que constituye con los 
socios todm las acciones de las sociedades que 
desaparecen, por títulos de acciones de la sociedad que 
se crea o subsiste " 

Así entonces, en primer Jugar es importante señalar que Ja fusión de 

sociedades tiene como finalidad que dos entidades jurídicas diferentes se 

conjunten en una misma persona moral, transmitiendo la sociedad fusionada a 

la fusionante la totalidad de sus derechos y obligaciones (activos. pasivos y 

capital). 

En efecto, conforme a lo previsto por el artículo 224 de la Ley Ge111.T".il 

de Sociedades Mercantiles, la sociedad que subsista de una fusión o la que 

•• ""Dicdonurio Juridiui Mcxicnno"". Instituto de lnvcstiguclorn.-s JurldiUJS de Ja Univc-rsidad Nacional Autónoma de M•~iu\ 
IOlllll VIJ. pág. J 503 
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resuhc de la misma tomar.i a su·· cargo los derechos y obligaciones de las 

sociedades que se exHngiin, 

Al respecto, el citado artículo 224 de la Ley General de Sociedades 

Mercantiles, en su parte conducente señala textualmente lo siguiente: 

"Trw11·c1irrido el plazo señalado sin que se haya 
jormulado oposición, podrá llevarse a cabo la fi1sión, y 
la sociedad que subsista o la que resulte de la fusión, 
tomara a su cargo los dereclws !' las ob/igacio11es de la.r 
sociedades e.\1i11g11idas. " 

Por su parte. el doctrinario Roberto L. Mantilla Malina, 47 señala 

rcspeclo de la fusión lo siguiente: 

"Un caso especial de la disolución de las sociedades lo 
consti/uye la fi1sió11, media111e la cual ""ª sociedad se 
e.'ífingue por la transmlri<J11 total de su patrimonio a 
otra sociedad pree.i:isle111e, o que se constiluye con las 
aportaciones de los patrimonios de dos o mcí.r 
sociedades que en ella se fi1Siona11. " 

En el mismo sentido, el licenciado Joaquín Garrigues48
, define la 

fusión de sociedades como "la transmisión del patrimonio entero de una 

sociedad a otra, a cambio de acciones que entrega la sociedad que recibe ~se 
patrimonio." 

Ahora bien, no ob,stante que los diversos ordenamientos jurídicos que 

regulan la_ fu~ión110 -~1111 ~u~a ~efinición específica de dicha figura, existen 

diversos elementos ~e la définición de fusión que nos da la doctrina, y que se 

desprenden de ,dicho~ ord~nfilnientos . 

• ... , > 

Dichos_eleinentos son. principalmente, los siguientes: 

"MANTILLA MOLINA. R00:.'11o, '~!Xn'l:ho Mercantil". Editorial Pomín. México, 1984, p. 442, 
"GARRIGUES, Joaquín, "Curso de Derecho Mcrcnntil"Esilorial Porrá, México, 19993, p.169. 
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1.- Lu transmisión de la totalidad del patrimonio de una sociedad a 

otra. (Artículos 5-A, 17-V, 18 y 41 Ley de Impuesto sobre la Renta; 222 a 

228 Ley General de Sociedades Mercantiles). 

2.- La desaparición de una sociedad y la subsistencia de otra, o 

creación de una nueva. (Artículos 55, 56, 57 Ley del Impuesto sobre la 

Renta; 4 Ley del Impuesto al Valor Agregado; 14-A Código Fiscal de la 

Federación; 226 Ley General de Sociedades Mercantiles). 

Ello es así, toda vez que la figura de la fusión implica una transmisión a 

título universal del patrimonio de la empresa fusionada en favor de la 

füsionante, la cual absorbe todos esos derechos y obligaciones dentro de su 

patrimonio, en los mismos ténninos que tenía la fusionada. 

Lo anterior, se hace aún m..1s evidente si tomamos en consideración que 

la Ley General de Sociedades Mercantiles, en su art!culo 224 señala que una 

vez que fueren cumplidos los requisitos necesarios para toda fusión. la empresa 

füsionante adquiere los derechos y obligaciones de la fusionada. 

Es decir, al momento de crearse la figura de la fusión, el Legislador 

consideró necesario, que se trasmitieran todos los derechos y las obligaciones a 

la sociedad que subsistiera o a otra nueva, siguiendo el principio jurídico 

contemplado en nuestra legislación de la causahabiencla. 

En este sentido, es cláro quetoda fusión es regida por la figura de la 

causahabiencia, misma que es una institución establecida en nuestro sistema 

jurídico, por virtud de la cual se transmiten los bienes, derechos y 

obligaciones por una persona llamada causante, a otra llamada 

causahabiente, derivado de la íiitima vinculación personal que existe entre 

ellas, como ocurre en el caso de la fusión por absorción o incorporación. 
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El Diccionario Jurídico Mexicano define al causahabiente de la 

siguiente manera49
: 

"Persona que ha sucedido o se ha subrogado por 
cualquier u/ro 1í1ulu en el derecho de 01ra u u/ras. 
Junio a las parles, en de1erminados ado.1· juríclicus. 
e.Wcín aquellas personas que por un aco111ecimie111u 
pos1eriur a la reali=aciún del mismo. adc¡uieren en 
ji1rma derimda lus derechos y ub/igaciones de 
quienesjiieron sus a/llores. A aquéllos se les conoce 
con el nombre de ca11salwbie111es, a éslos con el de 
causan/es. " 

Asimismo, conforme al citado Diccionario, existen dos especies de 

causahabientes, a saber: 

a) A título universal, cuando el causahabiente sustituye al causante en 

todo su patrimonio o en una parte alícuota de él, como ocurre en el ca~o de la 

fusión. 

b) A título particular, cuando la sustitución se refiere únicamente a 

derechos u obligaciones determinadas en forma específica. 

El causahabiente a titulo universal puede serlo mortis causa o por 

transmisión inter vivos, como es el caso de la transmisión de todo el 

patrimonio de una persona moral derivado de una fusión. El causahabiente a 

título particular puede serlo por cesión de derechos y obligaciones o ·por 

subrogación. 

Al respecto, resulta ilustrativo lo establecido en el precedente judicial 

que a continuación se transcribe: 

""Diccionario Jurfdlco Mexicano". Op. Cit •• Tomo f. p. 435 
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"C.fUSAHABIEXCIA. CUANDO SE ACTUALIZA. 
La causahabiencia no es utra cosa más que la 
s11bJ1it11cM11 del tit11/11r de 1111 derecho por otm; pero 
implica que se trate del mismo derecho. Así. el titular 
ele un derecho ele prupieclacl es cau.mnte del 
comprador re.1pecto del bien 11w1eric1 del cu111ra10; el 
de cujus resulfll ca11.w111e en re/adán " los 
m(j1ulicawrios: el que permuta es causa/l/e ele su 
contraparte. y así en ctwlc¡uier acto traslatÍ\'o ele 
dominio. En tratándose ele posesión clerfrada. el 
arrendatario es caustmle del .rnbarrencla1urio. quien 
resulta L'L/U.l'Cllwbiellle de m¡uél. Empero. cuando un 
bien inmueble es materia ele un contrato 1ruslativo 
ele/ derecho ele posesión. entonces el cumbio de 
propietario por compra\'enta o cuu/quier otro acto 
jurídico. no produce una cau.whabienciu elllre el 
anterior propietario. pues el tema propiedad sólo 
produce esu cuu.whabiencia re~pecto ele/ comprador, 
el cual t¡ueda subrogudo por ley al unterior 
propiewrio en la relación con/rac/ual que rige la 
posesión dail'tula. Es10 es. que la mera .rnbslitución 
del propielario de un inmueble no implica la 
exlinción del co111ra10 que ha lransmilido la posesión 
deril'(u/a. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN AlATERIAS 
CIVIL Y DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 20196. Efraín Maqueda E.lpinoza. 
27 de mar::o de 1996. Unanimidad de vo/os. Ponen/e: 
Enrique Pérez Gon::á/e::. Secretario: Oclavio Bolaños 
Va/adez. Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Parte 111. Abril de 1996, Tesis 11./o.C.T.38 
C. Página 356. 
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Por otra parte, dado que los doctrinarios antes citados sefialan que 

fusión es aquélla en la cual una sociedad se extingue por la transmisión total de 

su patrimonio a otra preexistente o a una nueva sociedad,· resulta también 

importante anali7.ar el concepto de patrimonio. · 
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Al respecto, el Diccionario Jurídico Mexicano50
• define el patrimonio 

como: 

"/, .................................................. . 

Desde el punlo de 1•ista jurídico. patrimonio es el 
co11j1111to de poderes y deberes, apreciables e11 dinero, 
que tiene 111/a persona. Se utili=c1 la expresión de poderes 
y deheres en ra=ón de que no sólo los derechos 
subjetil'IJ.\' y las ohligaciones pueden ser estimadu.1· en 
dinero. sino que tamhién lo pudrían ser las facultades, 
las cargas y. en algunos casos, el ejercicio de la 
potestad. que se puede traducir en un 1·alur pecuniario. 

//. El patrimonio tiene dos elementos. Uno actil'O y otro 
pasivo. El activo se cmWituye por el co11j1111to tle bie11es 
y derechos y el pasfro por las cargas y obligacio11es 
susceptibles de una apreciación pec1111iaria." 

Por su parte, el doctrinario Roberto L. Mantilla Molina51
, señala lo 

siguiente: 

"Patrimonio, según la opmton que cabe calificar de 
tradicional. es el conjunto de derechos y obligaciones 
de una persona. susceptihles de ser apreciados en 
dinero." 

De las anteriores definiciones podemos concluir que el patrimonio de 

una persona se encuentra compuesto tanto por sus bienes, derechos y por sus 

obligaciones, susceptibles de ser valuados en dinero. 

Señalado lo anterior, podemos afinnar válidamente que en virtud de la 

fusión, una sociedad se extingue por la transmisión total de su patrimonio a 

otra sociedad subsi!.iente o a una nueva. por lo que al ser elementos del 

patrimonio. los derechos y obligaciones, es claro que éstos deben ser 

'° "Dig:iunnrio Jurfdico Mexicuno", Instituto de lnvc-stlgaciorn.'S Jurfdicas de la Unlvmidad Nocional Autónoma de Méxia.\ 
lomo Vil. pág. 58 
"MANTILLA MOL!NA. Robeno. Op. Cit. pl28. 
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trru1smitidos en fonna universal a la empresa füsionante, la cual absorbe todos 

estos bienes, derechos y obligaciones a su cargo, como si se tratara de la 

misma persona. 

Así entonces, de confonnidad a lo anterionnente señalado, podernos 

concluir que en virtud de una fusión una sociedad se ex1ingue por la 

transmisión total de su patrimonio a otrn sociedad suhsistente o a una nueva. y 

al ser elementos del patrimonio los derechos y obligaciones, es claro que éstos 

son transmitidos a la empresa füsionante, la cual podrá hacer uso de esos 

derechos y deberá responder por esas obligaciones, así como de aquellos 

conceptos y partidas cuyos efectos se encuentren diferidos en el tiempo, en la 

medida de que los mismos afectan al patrimonio del causahabiente. 

Como consecuencia de lo W1terior, en virtud de una fusión, la sociedad 

fusionante continuará realiz.ando todas las actividades productivas que se 

venían realiz.ando con anterioridad por la fusionada, pues dicha figura implica 

la conjunción de dos o más personas morales. 

Lo que es más, corno un ejemplo en materia de causahabiencia y 

transmisión del patrimonio, en materia de impuesto sobre la renta. la 

fusionante deberá reconocer, para efectos de detenninar el impuesto a su 

cargo, aquellos ingresos que se generaron por las actividades de la fusionada. 

pero que debW1 acumularse con posterioridad a la fusión. 

A 111W1era de ejemplo, podemos señalar el caso de dos sociedades., A y 

B, que por así convenir a sus intereses deciden fusionarse, subsistiendo en su 

carácter de sociedad fusionante la sociedad B. 

En el caso de la sociedad A. supongamos que su objeto social es el Je 

vender artículos para el hogar, para lo cual celebra con sus clientes contratos Je 

compraventa a plazos. De dicho contrato, se deriva el derecho que tiene la 
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sociedad de hacer exigible el pago del precio que corresponda a la compraventa 

correspondiente, en los montos y tém1inos que correspondan a la obligación y 

e.xhibiciones pactadas, así como su obligación de entregar el artículo objeto de 

dicha compraventa. 

A este respecto, es importante señalar que como la compra venta es a 

plazos y con el público en general, el pago del articulo que se venda se difiere 

en el tiempo, en función de lus parcialidades que se hayan pactado entre la 

sociedad y su cliente. Así pues, el cliente exhibirá parcialidad tras parcialidad 

parte del precio ha~ta completarlo en su totalidad. Por su parte, de conformidad 

con lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el 

vendedor únicwnente acumulará en cada ejercicio In parte del precio que le sea 

pagado por el comprador. 

Ahora bien, una vez que se fusiona la sociedad A con la sociedad B, es 

claro que el conjunto de los derechos y obligaciones de la sociedad A. se 

transmiten íntegramente a la sociedad B, por lo que a partir de ese momento la 

sociedad B, podrá hacer efectivos los derechos que tenía la sociedad A, hasta 

antes de la fusión, además de que deberá responder de las obligaciones que ésta 

tuviere hasta antes de la fusión respectiva. 

En este sentido, la sociedad B, en virtud de los contratos celebrados por 

la sociedad A con sus clientes hasta antes de la fusión. puede hacer exigible a 

dichos clientes el pago de las parcialidades que hayan quedado pendientes de 

cubrir hasta antes de dicho momento, acunmlando únicamente la parte del 

precio pagada en cada ejercicio, al igual que lo hacia la sociedad fusionada 

Asimismo, tendrá la obligación de entregar el articulo objeto de la 

compraventa, una vez que el cliente haya terminado de cubrir el total de las 

parcialidades que previamente pactó con la sociedad A. 
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Así entonces, si la acumulación de los ingresos que se generen con 

motivo de los contratos celebrados por la sociedad A se difieren en el tiempo. 

es evidente que la sociedad B deberá observar dicha acumulación por la parte 

o hasta por el total de los ingresos que se sigan generando con posterioridad a 

la fusión. 

Lo anterior, dado que por virtud de la fusión, los bienes, derechos y 

obligaciones de la sociedad A, entre eUas las fiscales, se transmiten en su 

totalidad a la sociedad B, por lo que no obstante que con motivo de la fusión la 

sociedad A desaparece, la sociedad B deberá seguir acumulando los ingresos e 

intereses que se generen con motivo de los contratos de compraventa a plazos 

celebrados por la sociedad A hasta antes de la fusión. dado que se 

causahabiente de aquella. 

En este sentido, es claro que en virtud de una fusión. el conjunto de los 

bienes, derechos y obligaciones de la sociedad fusionada se transmiten 

íntegramente a la sociedad fusionante, la cual ejercerá dichos derechos y 

responderá por dichas obligaciones, incluyendo, por supuesto las fiscales. 

Lo anterior no podría ser de otra manera, toda vez que la fusión implica 

la transmisión universal del patrimonio de una persona a favor de otm, por lo 

que debe realizarse esa transmisión en forma total, ya a füvor de una o varias 

empresas, pues de lo contrario se podría transmitir sólo una parte del 

patrimonio, con el correspondiente perjuicio a los acreedores. 

3.3. Clases de Fusión 

a). Por absorción o por incorporación, cuando una sociedad 

fusionante, que perdura, absorbe a una o más sociedades fusionadas, que 

desaparecen; y 
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b¡. Por combinación, creación, constitución o integración, cuando 

una o más sociedades se unen para formar una distinta, con desaparición de 

todas las fusionadas. 

En ambos casos habrá una cesión del patrimonio de las sociedades 

fusionadas, a título universal, a la sociedad fusionante o a la nueva sociedad 

que se constituya. 

La fusión por incorporación puede ser horizontal o vertical, y entre 

.:!las pueden existir combinaciones. La fusión vertical a su vez puede ser 

ascendente o descendente. 

La fusión horizontal se da con sociedades que no tienen relación 

accionaria directa entre ellas mismas, es decir, que no poseen acciones de la 

otra o de las demás. 

En la fusión horizontal, los patrimonios de las sociedades que 

desaparecen se incorporan a la sociedad que subsiste incrementando el 

patrimonio de esta última por el importe de aquellos y originando nuevas 

acciones por ese incremento a favor de los accionistas de las sociedades que 

desaparecen. 

Los accionistas de la sociedad fusionante en una fusión horizontal 

continúan siendo accionistas de ella, pero pierden participación en su capital 

por las acciones emitidas a favor de los accionistas de las sociedades 

fusionadas como consecuencia del incremento patrimonial originado por 

dicha fusión. 

La fusión vertical tiene aplicación en sociedades que. tienen relación 

accionaria directa importante entre sí, y esta fusión puede ser ascendente o 

descendente. 
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La füsión vertical ascendente es aquélla en la cual subsiste la 

sociedad que es accionista mayoritaria de la sociedad o . sociedades que 

desaparecen en ella. 

En la fusión vertical ascendente se incorporan a la sociedad que 

subsiste los bienes, derechos y obligaciones de las sociedades que 

desaparecen pero el patrimonio de la sociedad que subsiste sólo se 

incremenla por la participación minoritaria de terceros en las sociedades 

fusionadas, convirtiéndose dichos terceros en accionistas de ella. 

Los accionistas de la sociedad que subsiste conservan sus acciones de 

esta sociedad, pero pierden participación en su capital por las acciones 

emitidas a favor de los terceros con participación minoritaria en las 

sociedades fusionadas. 

Las acciones de h1s sociedades que desaparecen propiedad de la 

sociedad que subsiste se extinguen en la fusión y no d~ lugar a la emisión 

de nuevas acciones de la sociedad que subsiste. 

La fusión vertical descendente es aquella en la cual subsiste la 

sociedad·. cuyas acciones eran mayoritariamente poseídas por la sociedad o 

sociedades que desparecen en ella. 

En la fusión vertical descendente. se incorporan a la sociedad que 

subsiste los bienes, derechos y obligaciones de la sociedad o sociedades que 

desaparecen, salvo las acciones de la propia sociedad subsistente propiedad 

de esas sociedades que pasan directamente a manos de los accionistas Je 

dichas sociedades en canje de sus acciones de estas últimas que se extinguen 

como consecuencia de la fusión. 
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Este tipo de fusión puede originar un incremento o un decremento en 

el patrimonio de la sociedad que subsiste, dependiendo de los patrimonios de 

las sociedades fusionadas y de su participación accionaria en la sociedad que 

subsiste. 

Si el importe del patrimonio de la sociedad o sociedades que 

desaparecen en la fusión es superior a la parte del patrimonio de la sociedad 

que subsiste correspondiente a las acciones de esta sociedad propiedad de 

aquellas, se verá incrementado el patrimonio de la sociedad que subsiste por 

la diferencia como consecuencia de la fusión, sin que necesariamente tengan 

que emitirse nuevas acciones por ello. 

Si por el contrario, el importe del patrimonio de la sociedad o 

sociedades que desaparecen en la fusión es inferior a la parte del patrimonio 

de la sociedad que subsiste correspondiente a las acciones de esta sociedad 

propiedad de aquéllas, se verá disminuido el patrimonio de la sociedad que 

subsista por la diferencia corno consecuencia de la fusión, provocando en 

algunas ocasiones que se cancelen acciones de ella. 

En esos casos, pasan los bienes, derechos y obligaciones de las 

sociedades fusionadas a la sociedad fusionante. salvo las acciones de todas 

ellas que poseen entre sí. incrementándose el patrimonio de la fusionante 

únicamente por la diferencia que resulta de restar al importe de los bienes y 

derechos adquiridos en la fusión el importe de las obligaciones también 

adquiridas en la fusión y de las acciones de ellas poseídas entre sí. 

En el caso de fusión por integración, es aquella que surge una nueva 

sociedad desapareciendo todas las sociedades que participan en ella. 

En la fusión por integración, los bienes, derechos y obligaciones de 

todas las sociedades, pasan a la nueva sociedad integrando el patrimonio de 
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ésta, salvo las acciones que tuvieren de ellas entre sí, que se cancelan como 

consecuencia de la fusión. 

Los accionistas de todas las sociedades intercambian sus acciones de 

éstas por acciones de la nueva sociedad al desaparecer aquéllas fusionadas 

en esta nueva. 

3.4. Procedimiento de la Fusión 

A efecto de seguir con un orden dentro de este trabajo, a continuación 

nos reteríremos en términos generales al procedimiento que deberán de 

llevar a cabo aquéllas empresas que decidan fusionarse, sin que esto 

implique un estudio exhaustivo de estas etapas, toda vez que desviarían el 

contenido y proceso de este trabajo al no ser objeto del mismo. 

Ahora bien. en ténninos generales, el proceso de fusión comprenderá 

dos momentos: en un primer momento, los órganos internos de cada una de 

las sociedades deberán tomar, de acuerdo con sus respectivos estatutos, el 

acuerdo de fusión; (articulo 222 de In Ley General de Sociedades 

Mercantiles) y en un segundo momento celebrarán las sociedades el 

convenio de fusión. 

Naturalmente que, si se. trata de una fusión por constitución de una 

nueva sociedad, deberán llenarse todos los requisitos o fonnalidades del 

proceso constitutivo, articulo 226 de la Ley General de Sociedades 

Mercantiles. 

Además de la inscripción en el Registro Público de Comercio. el 

artículo 223 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, seBala que los 

acuerdos de fusión se publicarán en el periódico oficial de la entidad del 

domicilio de las sociedades; cada una de ellas deberá publicar, además. la 

forma como vaya a ser cubierto su pasivo. 
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Así las cosas, resulta aplicable al caso en particular la siguiente tesis 

emitida por uno de los Tribunales Colegiados de Circuito: 

"SOCIEDADES AlERCANTILES. REGLAS DEL 
PROCEDIMIENTO EN SU FUS/ON De la lectura de 
los preceptos 223 y 22./ de la Ley General de Sociedades 
Jfercantiles, se deduce que, como regla general, la 
fusión de sociedades surtirá sus efectos transcurridos 
tres meses de.1p11és de que se h11hiere reali:aclo su 
inscripción en el Registro Púhlico de Comercio: que tal 
man{festación dehe ser decidida internamente por las 
empresas participantes. (fi1sionada y ji1sionallle) y que 
deherá puhlicarse en el Diario Oficial del domicilio de 
las sociedades que hayan de .filsionarse; asimismo 
deberán puhlicar el último balance y la forma en que se 
exting111ra el pasivo contraído por las empresas 
ji1sionadas. En segundo término. el artículo 225 de dicho 
ordenamiento. establece las excepL'ione.1· a esa regla 
general, al di.lponer que la .fi1sión tendrá lugar y surtirá 
efectos al realizarse su registro: a) Si se pactare el pago 
de tocias las deudas de las sociedades que pretendan 
ji1sionarse; b) Si se constituyere el depósito ele su 
importe en una institución de crédito: c) O constare el 
consentimiento de todos los acreedores, tales 
excepciones a la regla ponen de man(fie.1·to que la 
intención del legislador .fi1e la ele garantizar ele algún 
modo el cumplimiento de las obligaciones contraídas por 
las empresas .fusionadas antes de reali:arse esa 
modalidad de absorción. Ahora bien, atendiendo a la 
naturaleza j11rít!ica de la .fi1sión de sociedades y al 
procedimiento establecido por su propia legislación, en 
los artículos antes referidos y según los comentarios 
doctrinarios de diversos tratadista.1· en materia 
mercantil, los acuerdos de deliberación y decisión de tal 
fenómeno de absorción de sociedades, sólo pueden ser 
tomados por las sociedades interesadas en que se 
produzca esa nueva figura, pues únicamente a ellas 
compete resolver sin necesidad de requerir del 
consentimiento de los acreedores, dado que eso se haría 
necesario. sólo en el mso de que no se eligiera por 
cualquiera de los dos primeros supuestos que establece 
el numeral 225 de la ley en cita. 
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SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 162191. Grupo Editorial Mexicano, 
S.A. de C. V. 8 de agosto de 1991. Mayoría de \'Otos de 
Enrique R. García Vasco y José Reji1gio Raya 
Arredondo, contra el voto panicular ele Víctor Hugo 
Día;: Arel/ano. Ponente: Enrique R. García Vasco. 
Secretario: Daniel Pali11o Pereznegrón. 
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A continuación nos reteriremos en términos generales a las 

actividades que deberán realizarse con motivo de una fusión y los plazos en 

que deberán cumplirse. 

1. Convocatoria de Asamblea Extraordinaria de Accionistas de ambas 

sociedades, mediante aviso en el periódico oficial o en un periódico de alta 

circulación por parte de la fusionante o fusionada, lo cual deberá realizarse 

15 días antes de la Asamblea según el artículo l S6 de la Ley General de 

Sociedades Mercantiles. 

No será necesario efectuar convocatoria, si al celebrar la asamblea se 

encuentra representada la totalidad de las acciones en que se divide el ~capital 

social de ambas sociedades, de acuerdo con lo señalado en el artículo 188 de 

la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

2. En caso de que las sociedades involucradas en !afusión, no tengan 

aprobados sus balances al último ejercicio, debe efectuarse en forma 

simultánea a la fusión, una Asamblea Ordinaria de accionistas en donde se 

analicen y aprueben los estados financiero_: de cada uria de ellas; esto deberá 

realiz.arse antes de la celebración del acuerdo ele fusión de confo~idad con 

el artículo 223 de la Ley Generál de Sociedades Mercantiles: 
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3. Celebración de la Asamblea Extraordinaria de Accionistas. 

mediante la cual se acuerde la fusión según la fracción VII del artículo 182, 

de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

4. Protocolización unte notario público de las Actas de Asambleas 

Extraordinarias de Accionistas en las que se acuerde la fusión, a In brevedad 

posible de acuerdo con el artículo 194 de la Ley General de Sociedades 

Mercantiles. 

5. Inscripción en el Registro Público de Comercio del acuerdo de 

fusión ya protocolizado, el dia sujeto a la fecha de protocolización de las 

actas de conformidad con los artículos 194 y 223 de la Ley General de 

Sociedades Mercantiles. 

6. Publicación de los acuerdos de fusión en el Diario o Gaceta Oficial 

del domicilio de las sociedades que intervengan. Esta publicación se 

realizará acompañando el último balance de cada una de las empresas 

involucradas. Además, en su caso, debe publicarse el sistema establecido 

para la liquidación de pasivos, artículo 223 de la Ley General de Sociedades 

Mercantiles. 

La fusión surte efectos, 3 meses después de inscripción en el Registro 

Público de Comercio o inmediatamente, si se tiene la aprobación por parte 

de los acreedores de conformidad con lo señalado por el articulo 224 de la 

Ley General de Sociedades Mercantiles. 

3.5. Efectos corporativos de la fusión 

Al efectuarse la fusión ésta repercute sobre las sociedades fusionadas 

y la sociedad fusionante, así como sobre los socios o accionistas y los 

acreedores de dichas sociedades. 
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Por lo que respecta a las sociedades fusionadas, éstas se disuelven sin 

llegar a liquidarse, ya que sus. bienes, derechos y obligaciones pasan a la 

sociedad fusionante en un fenómeno de auténtica sucesión universal, cosa 

que no sucede en la liquidación. 

Como resultado de la fusión, las sociedades fusionadas pierden la 

personalidad jurídica. que tenían y en consecuencia, desaparecen como 

sociedades. 

En cuanto a la .soc.ledad fusionante. ésta adquiere como consecuencia 

de la fusión los bienes,>derechos y obligaciones de las sociedades fusionadas 

y esto se refleja por lo general en un incremento patrimonial que aumenta su 

capital, aunque este inereinento no es consecuencia necesaria de la fusión. 

En el caso de fusión por integración, la nueva sociedad que surge 

como consecuencia de ella integra su patrimonio inicial con la diferencia 

entre el valor de los bienes y derechos y el de las obligaciones de las 

sociedades que se fusionan en ella . 

. La transmisión de bienes, derechos y obligaciones de las sociedades 

fusionadas a la sociedad fusionante opera ipso iure por la fusión, sin 

necesidad de contratos individuales de cesión. 

Por lo que respecta a los socios y accionistas de las sociedades 

fusionadas, éstos reciben acciones o partes sociales de la sociedad fusionante 

a cambio de sus acciones o partes sociales de aquellas que se extinguen en la 

fusión, excepto la propia sociedad fusionante cuando es socio o accionista de 

las fusionadas. 
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Por Ílltimo, en cuanto a los acreedores de las sociedades fusionadas 

éstos se convierten en acreedores de la sociedad fusionante si no se 

opusieron en tiempo a la fusión, como consecuencia del traslado a la 

sociedad fusionante de las obligaciones de las fusionadas que ocurre en la 

fusión. 

De todo lo anterior, resulta que la fusión puede originar lo siguiente: 

1. Traslación de la propiedad de los bienes de las fusionadas a la 

fusionante. 

2. Cesión de titularidad de derechos de las fusionadas a la fusionante. 

3. Cesión de deudÍis de las fusionadas á la fusionarite. 

4. De5aparicióri de las sociedades fusionadas con la consecuente 

cancelación de sus a~ciones. 

5. Aumento de capital en la sociedad fusionante con entrega de 

acciones a los accionistas de las fusionadas a cambio de sus acciones de 

éstas últimas. 

6. Creación de una nueva sociedad. 

En cuanto al momento en que surte sus efectos la fusión, la Ley 

General de Sociedades Mercantiles, con la intención de proteger los intereses 

de los acreedores de las sociedades que se fusionan, en su articulo 223, 

dispone que será tres meses después de haberse efectuado la inscripción 

preventiva de los acuerdos de fusión en el Registro Público del Comercio, 

sin que ningún acreedor haya presentado oposición judicial. 
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La excepción a lo anterior, será de acuerdo con el artículo 225 de la 

misma ley, que se pacte el pago de todas la deudas de las sociedades que 

hayan de fusionarse, o se constituyere el depósito de su importe en una 

institución de crédito, o constare el consentimiento de todos los acreedores. 

en cuyo caso será en el momento de la inscripción de los acuerdos de la 

fusión y las deudas se darán por vencidas. 

Sobre el particular, existen interpretaciones en el sentido de que los 

accionistas de las sociedudes que participan en lu fusión pueden señalur una 

techa precisa anterior en la que surta etectos la fusión, siempre que no exista 

oposición manifiesta de terceros y, en este caso, la fusión surtirá efectos en 

los plazos señalados en la ley, pero referidos a la fecha acordada por los 

accionistas, operando como una condición resolutoria. 

3.6. Obligaciones fiscales 

3.6.1. Obligaciones fiscales formales. 

Como en reiteradas ocasiones lo hemos señalado como consecuencia 

de la fusión la sociedad fusionada se extingue y sus derechos y obligaciones 

son transmitidos a la sociedad fusionante. 

Como consecuencia de lo anterior, existen diferentes obligaciones de 

carácter fiscal a cargo de la empresa fusionante, las cuales señalaremos a 

continuación. de manera enunciativa, más no limitativa. 

1. Presentación de declaraciones: 

- Deberá de presentar la declaración del ejercicio de la sociedad 

fusionada correspondiente al ejercicio que terminó anticipadamente por 

fusión. 
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En l!Sta declaración del ejercicio, la fusionantl! deberá de considerar 

todos los ingresos acumulables y las deducciones autorizadas de la 

fusionada, así como el importe total de los actos o actividades gravados y 

exentos y de los acreditamientos, el valor de todos sus activos o deudas, 

según corresponda, que la misma tuvo desde el inicio del ejercicio y hasta el 

día de su desaparición, en este caso, se considerará como fecha de 

terminación del ejercicio aquella que corresponda a la fusión. 

Presentar los pagos provisionales que venía presentando la 

sociedad fusionada de los diversos impuestos como del impuesto sobre la 

renta, impuesto al activo, impuesto al valor agregado, etc, de acuerdo u cada 

una de las reglas que las diferentes leyes señalen para el efecto y de las 

cuales era sujeto. 

- Asimismo tendrá la obligación de presentar, entre otras, las 

declaraciones informativas que se mencionan u continuación: 

u) Informar sobre el saldo insoluto de los préstamos que le huyan sido 

otorgados o garantizados por residentes en el extranjero, así como el tipo de 

financiamiento, nombre de beneficiario efectivo de los intereses, tipo de 

moneda, tasa aplicable y fechas de exigibilidad del principal y accesorios de 

cada uno de este tipo de operaciones, de confomúdad con la fracción IX del 

artículo 58 la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

b) Presentar declaración en la que se proporcione información de las 

operaciones efectuadas en el año calendario anterior con los cincuenta 

principales proveedores y clientes con los que hubieran realizado 

operaciones cuyo monto sea superior a $50,000.00, si no cubrieron este 

monto de los 50 clientes principales según el artículo, 58, fracción X de la 

Ley del Imput!sto sobre la Renta. 
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e) Información de las personas a las que en d mismo uño calendario 

les hubieren efectuado retenciones del impuesto sobre la renta, así como de 

los residentes en el extranjero u los que les hayan efectuado pagos de 

acuerdo al Título V de la Ley. de acuerdo con la misma fracción X del 

articulo 58, de la Ley del Impuesto sobre la Renta), dentro de los 3 meses 

siguientes u la fecha de la fusión, según lo dispuesto por el artículo 14-A 

Código Fiscal de la Federación 

2. La sociedad fusionunte deberá de enterar los impuestos 

correspondientes o en su cuso solicitar por la empresa que desaparezca, la 

devolución de los saldos u favor de ésta última, cumpliendo con los 

requisitos que señalen las reglas de carácter general emitidas por la 

Secretaria de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con lo señalado 

en los artículos 1 1 ·y 14 del Código Fiscal de la Federación. 

3. La sociedad fusionante tendrá la obligación de dictaminar para 

efectos fiscales, sus estados financieros del ejercicio en que ocurra la fusión, 

así como los del siguiente. La sociedad fusionante también deberá de 

presentar el dictamen de la sociedad fusionada respecto del ejercicio en que 

ocurra la fusión, estas obligaciones deberán cumplirse, dentro de los siete 

meses siguientes u la terminación del ejercicio de que se trate de acuerdo con 

la fracción IJI del artículo 32-A, del Código Fiscal de la Federación y 49 del 

Reglamento del Código Fiscal de la Federación. 

3. Deberá presentarse aviso que contendrá la denominación o razón 

social de las sociedades que se fusionan y la fecha en que dicho acto se lle\'e 

a cabo, ante la autoridad recaudadora correspondiente al domicilio fiscal de 

la fusionante, dentro del mes siguiente a la fecha en que se llevó u cabo ta 

fusión, de acuerdo con el articulo 5-A del Reglamento del Código Fiscal de 

la Federación. 
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4. Deberá presentarse el aviso de cancelación del Registro Federal de 

Contribuyentes de la sociedad fusionada, acompañando la constancia de 

inscripción de la fusión en el Registro Público de Comercio, junto con la 

últinia declaración del ejercicio, de acuerdo con el artículo 23 del 

Reglamento del Código Fiscal de la Federación. 

5. Presentación ante las oficinas autorizadas información sobre las 

personas a las que haya entregado cantidades en efectivo por concepto del 

crédito al salario por parte de la sociedad fusionada, dentro del mes siguiente 

a aquél en que se termine anticipadamente su ejercicio de confonnidad con 

el penúltimo párrafo del articulo 83 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Debe considerarse que la sociedad fusionada debe verificar su 

obligación de presentar cualquier otro tipo de avisos de cancelación o de otro 

tipo que tuvieran que presentar con motivo de la fusión, partiendo de los 

términos originalmente contratados, tal es el caso de la licencia sanitaria, 

permiso de bomberos, afiliación a Cámaras o Asociaciones que la agrupen, 

etc. 

Una vez señaladas las obligaciones fiscales formales, a continuación, 

señalaremos algunas de las obligaciones fiscales sustantivas que se derivan 

de la fusión de sociedades, sin que las misnias sean las únicas existentes en 

la Ley de la materia, ya que explicar cada una de ellas y su origen. 

significaría desviar el fin del presente trabajo, ampliándolo sin ser materia de 

este. 

3.6.2. Obligaciones fiscales sustantivas : Impuesto sobre la renta 

a) Transmisión de bienes 



111 DE LA FUSION DE SOCIEDADES MERCANTILES 104 

En el artículo 5-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, se establece 

que en los casos en que se transmitan bienes como consecuencia de fusión o 

escisión de sociedades, se producirán los efectos que la misma Ley señala 

para los netos de enajenación. 

Conforme ni texto de la disposición anterior, las fusiones producen 

efectos de enajenación en impuesto sobre la renta, pues en ellas se 

transmiten bienes como consecuencia propia de ellas mismas. 

Sin embargo, considero que esa no es la intención de dicha 

disposición porque en la propia Ley existen otras disposiciones relativas a 

las fusiones que mantienen intactos los valores fiscales de los bienes 

transmitidos en ella, cosa que no sucede en el caso de enajenación de bienes 

para efectos fiscales, sino que el legislador quiso decir es que en las fusiones 

se producirán los efectos de enajenación previstos por la propia Ley cuando 

en ellas haya enajenación de bienes en los términos del Código Fiscal de la 

Federación. 

En electo, conforme al artículo 14 del Código Fiscal de la Federación 

se entiende por enajenación en términos generales toda transmisión de 

propiedad, aún en la que el enajenante se reserva el dominio del bien 

enajenado, con excepción de los actos de fusión o escisión a que se refiere el 

artículo 14-A del mismo ordenamiento fiscal. 

As! las cosas, resulta que el articulo 14-A del mismo Código Fiscal 

de la Federación al que con anterioridad nos hemos referido, señala 

textualmente: 

Artículo J.1-A. Se entiende que no hay enajenación en 
los siguientes casos: 

/l, En fi1sión, siempre que la sociedad que subsista o 
la que surja con motivo de la fi1sión, presente las 
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eledaraciones ele impuesto del ejerc1cw y las 
i1¡/'or111atims que en los términos de las leyes jisca/es 
les curre.1ponda11 a la sociedad o socieelades 
.fi1sionadas corre.1ponelientes al ejercicio en que 
lerminú por ji1sió11 
111 ... ................................................................. . 

En los casos de ji1sión o escisión de socieelades. 
cuando la sociedael desapare=ca, la socieelad que 
.\'llb.1·ista, la 1¡11e surja con motivo de la ji1sión o la 
escinelida que se elesigne. eleberá presentar las 
elec/araciones del ejercicio y las elermís eleclaracione.1· 
ir¡/imna/i\'{/.\' ele la escinelenle o ele lasji1sionadas que 
elesapare=can. corre.1pondie11/es al ejercicio que 
1ermi111í por ji1sión o escisión. y enterar los impuestos 
corrc.1pomlie11tes o, en su caso. solicitar por la 
empresa que de.1·apare=ca la dem/ución de los saldos 
a .fé1vor de esta última que resulten. siempre que se 
cumplan con los rec¡uisitus que media/1/e reglas de 
carácter general estable=ca la Secretaría de 
llacienda y Crédito f'úb/ico de Hacienda y Crédito 
Público. 
En las declaraciones del ejercicio a que se refiere la 
jracdún 11 y el párr1¡{<1 a/1/erior. corre.1pondien1e a la 
ji1sionada o a la escinde/1/e que desapare=can, se 
deberán l'omiderar todos los ingresos acu11111/ahles y 
las deducciones alllori=adas. el importe total de los 
actos o acti1•idacles gravados y exentos y de los 
acreditamientv.1-, el \'{//or de todos sus activos o 
deuda.1-. sel{1i11 corresponda. que la misma tuvo desde 
el inicio del ejercicio y hasta el día de su 
desaparición. En este caso, se considerará como 
fecha de terminación del ejercicio aquella que 
corre!>ponda a la fusión o escisión". 

105 

De lo anterior resulta que para el Código Fiscal de la Federación 

existe transmisión de propiedad de bienes en la fusión, pero las excluye del 

concepto fiscal de enajenación de bienes. 

Partiendo de la base de que sólo producen efectos de enajenación en 

el impuestos sobre la renta las fusiones que· se ~onsideran enajenación de 

bienes en los ténninos del Código Fiscal de la Federación y no aquéllas que 
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no lo son conforme al propio Código Fiscal de la Federación, analizaremos 

de forma general de sus consecuencias. 

b) Ingresos acumulables 

La Ley del Impuesto sobre la Renta, en su artículo 17, fracción V. 

dispone que entre otros se considerarán ingresos acumulables la ganancia 

derivada de la enajenación de activos fijos, terrenos, títulos valor y acciones, 

así como la ganancia realizada que derive de fusión de sociedades en las que 

el contribuyente sea socio o accionista. 

Sin embargo, la misma disposición establece en un párrafo posterior 

que en los casos de fusión de sociedades no se considera ingreso acumulable 

la ganancia cuando se reúnen los requisitos que establece el artículo 14-A 

del Código Fiscal de la Federación antes mencionado para considerar que no 

hay enajenación en ellas. siempre que el adquirente de los bienes cumpla con 

lo dispuesto en la propia Ley respecto de dichos bienes. 

Finalmente, la misma disposición en el siguiente párrafo indica que 

cuando en los casos de fusión no se cumpla con los requisitos a que se 

refiere el párrafo anterior, se acumulará la ganancia señalada en dicha 

fracción y no le serán aplicables las disposiciones de la Ley que se refieren a 

bienes adquiridos con motivo de la fusión. 

Aun y cuando las disposiciones del segundo y tercer párrafo resultan 

confusas respecto de lo que señala el primer párrafo de la misma fracción. en 

el sentido de que habla de dos ganancias: la derivada de la enajenación de 

activos fijos. terrenos, títulos valor y acciones, y la de la fusión de 

sociedades en las que el contribuyente sea socio o accionista, en donde la 

primera es un ingreso acumulable para quien realiza la enajenación. y la 

segunda es un ingreso para el contribuyente que sea socio o accionista. 
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De esta forma, consideramos que, en los casos de fusión, no se 

considerará ingreso acumulable ninguna de estas ganancias, ni la ganancia 

fiscal por la transmisión de activos fijos y terrenos, acciones, titulos valor, 

partes sociales o certificados de aportación patrimonial, ni la del socio o 

accionista derivado de la fusión, siempre que se cumpla con los requisitos 

del artículo 14-A antes referido. 

No obstante lo anterior, la Ley del Impuesto sobre la Renta, en su 

articulo 5-A y en el tercer párrafo de la tracción V de su Articulo 17, 

pretende gravar a las sociedades fusionadas con este Impuesto por las 

presuntas ganancias o ingresos que obtengan esas sociedades en la fusión 

cuando haya enajenación de bienes en ella en los términos del Código Fiscal 

de la Federación. 

Por lo tanto, en las fusiones consideradas fiscalmente como 

enajenación de bienes, además de las ganancias derivadas de la enajenación 

de activos fijos, terrenos, títulos valor y acciones, también serán acumulablt:s 

para las sociedades fusionadas las transmisiones de inventarios y las 

ganancias en la transmisión de otros bienes de la sociedad fusionante que se 

realicen como consecuencia de la fusión, conforme a los dispuesto por la 

Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Por lo que respecta a los accionistas de las sociedades que intervienen 

en la fusión, éstos no realizan ganancia alguna de la fusión en sí, sino que 

simplemente canjean sus accionesde las sociedades fusionadas por acciones 

de la sociedad fusionante, o bien, conservan sus acciones de la sociedad 

fusionante, según sean accionistas de aquéllas o ésta, modificando la 

inversión efectuada en ellas. 
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Por lo anterior, considero que no puede haber ganancia realizada por 

los socios o accionistas de las sociedades que participan en una fusión por la 

füsión en sí misma, sino que su ganancia, si llegarán a tener alguna, 

provendrá de la enajenación de sus acciones de la sociedad fusionante 

cuando realicen dicha enajenación. 

c) Valores de bienes adquiridos por fusión. 

La Ley del Impuesto sobre la Renta en varias disposiciones señala los 

valores en que adquiere la sociedad fusionante los bienes de las sociedades 

fusionadas transmitidos como consecuencia de la fusión cuando no hay 

enajenación fiscalmente. 

En el caso de inversiones, entendiéndose como tales los bienes de 

activo fijo, los gastos y cargos diferidos y las erogaciones realizadas en 

periodos preoperativos, el artículo 46. en su fracción IV, de la Ley en 

comento, dispone que sus valores sujetos a deducción en la sociedad 

fusionante no deben ser superiores a los valores pendientes de deducir en la 

sociedad o sociedades fusionadas y el artículo 41 de la misma Ley en su 

tercer párrafo, dispone que se considerará como fecha de adquisición la 

correspondiente a la sociedad fusionada. 

Conforme a lo anterior, la sociedad fusionante adquiere las 

inversiones de las sociedades fusionadas al costo histórico de éstas 

sociedades menos la deducción por depreciación fiscal que hubiera ya 

efectuado, considerando como fecha de adquisición de tales inversiones la de 

esas mismas sociedades. y ella puede continuar depreciándolas sobre el costo 

histórico de aquéllas hasta agotar el saldo pendiente de deducir, actualizando 

desde luego ésta deducción. 
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Tratándose de terrenos. su valor de adquisición es el mismo de las 

sociedades fusionadas. considerándose como fecha de adquisición de ellos la 

misma focha en que dichas sociedades los adquirieron de conformidad con el 

último párrafo del artículo 18 de la Ley. 

De acuerdo con el artículo 19 del ordenamiento en comento, las 

acciones que adquiera la empresa fusionante como parte de los bienes 

transmitidos por fusión. tendrán como costo comprobado de adquisición, el 

costo promedio por acción que tenían dichas acciones al momento de la 

fusión. 

Ahora bien. respecto a los inventarios, no existe disposición alguna 

que regule su valor como consecuencia de la fusión. pero consideramos que 

éstos pasan de las sociedades fusionadas a las fusionantes sin valor alguno 

porque ya fueron deducidos por las fusionadas. 

Así. las cosas, podemos concluir que de acuerdo a las disposiciones 

en comento, los bienes de las sociedades fusionadas pasan a la sociedad 

fusionante con los mismos valores que tenían aquéllas al momento de la 

fusión, conservando la secuencia histórica de los bienes de las sociedades 

fusionadas en la sociedad fusionante sin originar la causación del impuesto 

en la transmisión efectuado entre ellas con motivo de la fusión. 

Por último podemos concluir válidamente que las disposicion.:s 

relativas a los valores en los cuales adquiere la sociedad fusionante los 

bienes de las sociedades fusionadas que acabamos de comentar, no son 

aplicables a las fusiones en las cuales hay enajenación de bienes para efectos 

fiscales, pues en este caso la transmisión de los bienes en la fusión se dcticrá 

de hacerse a valores de mercado, o en su defecto de avalúo, como cualquier 

enajenación. 
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d) Acciones emitidas por fusión 

En la 'fusión de sociedades se cancelan las acciones de las sociedades 

fusionadas y a los accionistas de ellas se les entrega a cambio acciones de la 

sociedad fusiommte, excepto a esta sociedad en caso de que fuera accionista 

de aquélla. 

Por lo que se refiere a las acciones que emita la empresa füsionante 

con motivo de la fusión, de acuerdo con el mismo artículo 19 en comento, 

debe considerarse que su costo comprobado de adquisición será el que derive 

del costo promedio por acción que hubieran tenido las acciones que se 

canjearon por cada accionista, y como fecha de adquisición la del canje. 

Con lo dispuesto en este articulo, los accionistas de las sociedades 

fusionadas canjean sus acciones de éstas sociedades por acciones de la 

sociedad füsionante, considerando como costo de adquisición de éstas 

últimas el costo promedio por acción que tenían aquellas al efectuarse el 

canje y como lecha de adquisición de ellas la del canje. 

Lo anterior, es aplicable a todos los accionistas que adquieran 

acciones de sociedades fusionantes con motivo de fusiones, 

independientemente de que éstas fusiones sean o no enajenaciones de bienes 

para efectos fiscales. 

e) Pagos provisionales 

Como se señaló con anterioridad, la sociedad fusionante tendrá la 

obligación de presentar los pagos provisionales pendientes de la sociedad 

fusionada, así las cosas, conforme al articulo 12 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, los pagos provisionales efectuados por las empresas 

fusionadas con anterioridad a la fusión, no pueden ser transmitidos a la 
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emprnsa li.Jsionante, Lo. anterior implica. que en la declaración final que se 

presente por las fusionadas, deberán ser acreditados todos los pagos 

provisionales, inclUído el ajuste, cfectÜado_ con anteriorfdad a la fecha de la 

fusión, 

En casode_quc resulte un saldo a Cargo en la declaración final de las 

empresas fusionad~s. ¿~te deberá e~terarse por la füsionante en la 

declaración del ejercicio terminado con motivo de la fusión. 

Por el contrario, de resultar un saldo a favor en las declaraciones 

finales de las empresas fusionadas, el derecho a solicitar su devolución 

corresponderá a la empresa fusionante. 

e) Pérdidas fiscales 

l. De las pérdidas en fusión. 

La Ley del Impuesto sobre la Renta en su artículo 25, fracción XVII, 

dispone que no son deducibles las pérdidas derivadas de fusión de 

sociedades en las que el contribuyente hubiera adquirido acciones. 

Como la fusión es una forma de reestructuración corporativa de 

sociedades no puede haber ganancia o pérdida derivada de ella en sí misma 

para los accionistas de las sociedades que intervienen en ella. 

En efecto, como los accionistas de las sociedades que participan en la 

fusión reciben o conservan acciones de la sociedad fusionante con motivo de 

la fusión al mismo costo promedio por acción que tenían de sus acciones de 

las sociedades fusionadas y la fusionante al efectuarse la fusión, no puede 

haber para ellos ganancia o pérdida alguna derivada de la fusión. 
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Cualquier ganancia o pérdida de los accionistas derivada de la fusión 

alteraría necesariamente el valor de su inversión anterior a la fusión, cosa 

que no sucede, pues mantienen el mismo valor aún después de la fusión. 

2. De la deducción de pérdidas de ejercicios anteriores. 

La Ley del Impuesto sobre la renta en sus artículos 55, 56 y 57 

restringe la deducción de pérdidas de ejercicios anteriores incurridas por las 

sociedades que intervinieron en la fusión. 

La empresa fusionante no podrá amortizar las pérdidas fiscales de las 

empresas fusionadas, si las hubiere, debido a que el derecho a disminuir 

pérdidas es personal de los contribuyentes, y no se pueden transmitir las 

pérdidas ni como consecuencia de fusión. conforme al artículo 55 de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta. cuya constitucionalidad de este precepto se 

encuentra sujeto a análisis en el presente trabajo. 

Adicionalmente, la sociedad que subsiste como consecuencia de la 

fusión, es decir, la fusionante, únicamente podrá amortizar las pérdidas que 

tenga pendientes al momento de la fusión, con cargo a las utilidades que 

genere por la explotación de los mismos giros en los que produjo las 

pérdidas, de conformidad con lo señalado por el artículo 56 de la misma Ley 

del Impuesto sobre la Renta. 

No obstante, en caso de que como consecuencia de la fusión surja 

una nueva sociedad como fusionante, en lugar de que una de las empresas ya 

existentes subsista como tal, lo mencionado en el párrafo anterior no será 

aplicable. 

Por último, la Ley del Impuesto sobre la Renta en su artículo 57 

dispone que en los casos de fusión. la sociedad fusionante sólo puede 
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deducir sus pérdidas de ejercicios anteriores pendientes de deducción al 

momento de la fusión contra utilidades fiscales correspondientes a la 

explotación de los mismos giros en los que se produjeron las pérdidas. 

1) Cuenta de Utilidad Fiscal Neta 

Conforme al artículo 124 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, las 

personas morales llevarán una cuenta de utilidad fiscal neta, cuya 

explicación consideramos poco prudente, ya que no es objeto del presente 

trabajo. 

Ahora bien, para efectos del trabajo que nos ocupa, la misma 

disposición señala que el saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta podrá 

transmitirse a otra sociedad únicamente mediante fusión, caso en el que 

deberá incorporarse la totalidad del saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta 

de la empresa fusionada al de la empresa fusionante. 

Conforme a la disposición anterior, el saldo de las cuentas de utilidad 

fiscal neta de las sociedades fusionadas pasa a formar parte del saldo de la 

cuenta de la sociedad fusionante como consecuencia de la fusión .. 

Lo anterior trae como resultado que con· mótivo ·de la· fusión se 

incremente el saldo de la cuenta de utilidad fiscal . neta de la sociedad 

fusionante con la suma de los saldos de las cuentas de utilidad fiscal neta de 

las sociedades fusionadas, lo cual es correcto en cualquier fusión, pues cada 

una de las sociedades que intervienen en la fusión, ha integrado en los 

individual el saldo de su cuenta de utilidad fiscal neta con las utilidades 

obtenidas y los dividendos percibidos por ella, disminuyendo de dicha 

cuenta los dividendos distribuidos a sus socios o accionistas por ella misma. 
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g) Cuenta de Utilidad Fiscal Neta Reinvertida 

De acuerdo con el artículo 124-A de la Ley en comento, señala que 

las personas morales que hubieren optado por diferir parte del impuesto del 

ejercicio, de conformidad con el segundo párrafo del artículo 1 O de esta Ley, 

llevarán una cuenta de utilidad fiscal neta reinvertida. la cual consideramos 

que no tiene objeto explicarla. toda vez que no es materia del presente 

trabajo. 

Así las cosas, el mismo artículo 124-A señala que el saldo de la 

cuenta de utilidad fiscal neta reinvertida podrá transmitirse a otra sociedad 

mediante fusión. 

h) Cuenta de Capital de Aportación 

La Ley del Impuesto sobre la Renta. en su fracción 111, dispone que el 

saldo de la cuenta de capital de aportación puede transmitirse mediante 

fusión y que en este caso no se tomará en cuenta el saldo de la cuenta de 

capital de aportación de las sociedades fusionadas, en la proporción en que 

las acciones de dichas sociedades que sean propiedad de las que subsistan al 

momento de la fusión. representen respecto del total de sus acciones. 

De igual forma que la Cuenta de Utilidad Fiscal Neta, la Cuenta de 

Capital de Aportación Actualizado también podrá transmitirse mediante 

fusión a la sociedad fusionante. 

No obstante, se señala que para tal efecto, no deberá tomarse en 

cuenta el saldo de la citada cuenta en la proporción en que las acciones de las 

empresas fusionadas sean propiedad de la fusionante, respecto del total de 

sus acciones; es decir, tratándose de fusiones verticales ascendentes, en el 
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Impuesto al activo 

Cabe recordar que el impuesto al activo es complementario del 

impuesto sobre la renta y opera como un impuesto mínimo que debe pagarse 

sobre el valor de los activos en ejercicios en los cuales no se pague impuesto 

sobre la renta o este impuesto sea inferior a aquél, cubriéndose en este 

último caso sólo por la diferencia entre ambos. 

a) Impuesto al Activo pagado por las sociedades fusionadas 

b) Periodos preoperativos, de inicio y de liquidación de actividades. 

De acuerdo con el artículo 6 de la Ley del Impuesto al Activo, la 

exención al pago del impuesto al activo por los ejercicios de inicio de 

actividades y los dos siguientes, no es aplicable en el caso de ejercicios 

posteriores a fusión, incluso para empresas que surjan como consecuencia de 

dicha operación. 

De lo anterior. resulta que la sociedad fusionante debe pagar el 

impuesto al activo en ejercicios posteriores a la fusión, no obstante que ella y 

las sociedades fusionadas se encuentren en periodos preoperativos o dentro 

de sus dos primeros ejercicios de iniciación de actividades o· 1a sociedad 

fusionante se liquide con posterioridad. 

Consideramos que en el ejercicio de liquidación de IÜ sociedad 

fusionante se le debería permitir no pagar el impuesto al activo como sucede 

con cualquier otra sociedad. 

e) Acreditamiento. 
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Por otra parte, el derecho a la devolución de impuesto al activo 

pagado en los diez ejercicios inmediatos anteriores a que se refiere el 

artículo 9 de la ley de la materia, cuando se genere impuesto sobre la renta 

mayor al impuesto al activo del ejercicio, es personal de los contribuyentes y 

no podrú ser transmitido a la sociedad fusionante como consecuencia de la 

füsión. 

De igual forma, el derecho al acreditamiento del exceso de impuesto 

sobre la renta sobre impuesto al activo de los tres ejercicios anteriores, 

contemplado en el segundo púrrafo del artículo 9 de la ley, tampoco podrú 

transmitirse a la sociedad füsionante como consecuencia de la füsión. 

En consecuencia, las cantidades pagadas por las empresas fusionadas 

que encuadren en cualquiera de los dos supuestos antes comentados, no 

serún objeto de devolución o de acreditarniento por parte de la empresa 

fusionante con posterioridad a la fusión. 

Impuesto al valor'agrcgado 

De conformidad con lo establecido en el artículo 14-A del Código 

Fiscal de la Federación, la transmisión de bienes que se efectúa con motivo 

de la fusión, no calificará como una enajenación para efectos de este 

impuesto, y· por lo tanto, no se generaría impuesto al valor agregado por los 

bienes que se transmitan. 

Conforme alartlcúlo 4 de la Ley del ImpuestoalV¿ldrAgregaclo, el 

derecho alacreditamiento que tengan las sociedades'fü~i~nádas almomento 
•· -·,C- ·---'.·, ' -. -- •-- .r'•'»" ··- '·._,.-·<:'e' 

de la fusión, podrá transmitirs~ a la fusionante s"1Hmitant~ alguna: 

Efectuar lo:< pagos.··· ~ro~isionales •. ·del .. ¿;uesto,· Ios cuales se 

efectuarán en los plazos en que los efectuaba la sociedad que le hubiera 
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aportado activos en mayor cuantía, dentro del primer mes posterior a la 

fusión, de acuerdo con lo señalado por el artículo 5 de la Ley del Impuesto al 

Valor Agregado. 

Por lo que se refiere a los pagos provisionales de este impuesto, las 

sociedades que en su caso surjan con motivo de una fusión, deberán efectuar 

sus pagos provisionales en los mismos plazos en los que los efectuaba la 

sociedad que le hubiera aportado activos en mayor cuantía. 
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CAPITULO IV 

DE LAS PERDIDAS EN MATERIA DEL IMPUESTO SOBRE 
LA RENTA: 

~.l. Del cáleulo del Impuesto sobre la renta 

El artículo 1 O de la Ley del Impuesto sobre la Renta establece el 

procedimiento por el cual los contnbuyentes deben determinar el impuesto 

sobre la renta a su cargo, en el cual se consideran tanto los ingresos como las 

deducciones y las pérdidas de ejercicios anteriores, que modifican 

efectivamente el patrimonio del contribuyente, para de este modo obtener el 

resultado fiscal del ejercicio, que es la cantidad sobre la cual se detem1ina el 

gravnnlen a los contribuyentes. 

Dicho artículo señala expresamente: 

"Artíc11/u /O. Las personas morales deberán calcular 
el impuesto sobre la renta, aplicando al resultado jisca/ 
obtenido en el ejercicio la lcL1·a del 35%. 
No ubstante /u dispuesto en el párrafu anterior, 
dichas personas murales pudrcín diferir parte del 
impuesto a que se refiere el mismo párrafo en tan/u 
reinl'iertan las utilidades. !'ara ello, podrdn aplicar 
la lasa del 30% a la utilidad fiscal reinvertida del 
ejercicio. La diferencia entre el impuesto que se 
calcule sobre la utilidad fiscal reinvertida con/arme a 
este pcírrajiJ y el que se. derimría de aplica; la tasa 
del párrajiJ anterior a la misma lllilidacf. será la parte 
del impm•s10 i¡ue pudrún diferir las persunas morales 
y pagar al momento efe la distribución de lllilicfacfes, 
conforme a las reglas del articula I 0-A efe e.l'/a Ley. 
Para los efectos efe lo dispuesto en el párrafo 
amerior. se considera wilidad jisca/ reinvertida del 
ejercicio. la cwuicfad que se obtenga de restar al 
resultado jisca/ obtenido en el mismu incrementado 
con la participación de los trabajadores en las 
lllilidades de la empresa deducida en /us términos de 
la fracción fil del artículo 25 de esta Ley, la 



IV. DE LAS PERDIDAS EN MATERIA DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 

participllción de lo.1· trabajadores en las 11/i/idacles ele 
la empresa, el importe de las partidas 1w deducibles 
para efec/os de dicho impuesto, exceplO las se1ialada.1· 
en las fracciones IX v.'( del urticulo 25 
de ta" Ley citada .. y la 111ilidad derivada de los 
ingresos percibidos en el ejercicio de ji1e/l/e de 
ric¡ue:a ubicudu en el extrw1jero calculando para 
es/os efeclos fas d,•c/ucciones c¡ue corre.1pomlun con 
fas reglas estahfeciclas en el arlícufo 60., sexlo 
párrafo ele esta li!y. Si en fugar ele utilidad hubiese 
pérdida deril'ada de los ingresos del exirmyero. 
e/ichu pérdidu se adicionará. 
Los ingresos a c¡ue se re.fieren fas fracciones VI, VII y 
1711 del arlírnlo 120, pagarán el impues/o aplicando 
la lasa a c¡ue se rejiere el primer párrqfo de este 
artirnfo. Este impues/o lendrá el carácler de 
de.finilim. 
El impues/o que se haya delerminado coriforme al 
primer pcirrc¡fo de es/e clr/ículo. disminuido del 
impuesto c¡ue se di.fiera conforme al segundo párrafo, 
después de aplicar, en su caso, la reducción a que se 
rejiere el arlículo 13 de esta Ley, será el que se 
acredilará conlra el impues/o al activo del mismo 
ejercicio, y será e{ causado para de/erminar fa 
dif"erencia que se podrá acredilar adicionalmeme 
conlra el impueslo al aclil'o, en los lérminos del 
artículo 9o. de fa Ley del lmpue.1·1u al Aclil'D. El 
impues/o diferido que se pague con.fbrme al /ercer 
párrc¡f{J del artículo 10-A de es/a Ley se podrá 
acreditar co/1/ra el impuesto al actim del ejercicio en 
que se pague, y en dicho ejercicio se considerará 
causado para los efeclos señalados en es/e párrafo. 
El resul1ado fiscal ele{ ejercicio se c/e/erminarcí como 
sigue: 
l. Se oblendrcí la ulilidad fiscal disminuyendo de la 
lolalidad de los ingresos acumulables obtenidos en el 
ejercicio, las deducciones au/orizadas por es/e Tílulo. 
!/.A fa utilidad fiscal del ejercicio se le disminuirán, 
en su caso, fas pérdidas jisca{ es pendienles de aplicar 
de o/ros ejercicios. 
El impues/o del ejercicio se pagará mediante 
declaración que presellfarán ame las oficinas 
au/orizadas, den/ro de los /res meses siguienles a la 
fecha en que termine el ejercicio fiscal. " 

119 



IV. DE LAS PERDIDAS EN MATERIA DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 120 

De conformidad con lo dispuesto por el citado artículo 1 O de la Ley dd 

Impuesto sobre la Renta, las personas morales residentes en México. deben 

determinar su resultado fiscal efectuando la siguiente operación: 

RESULTADO FISCAL 

Ingresos 
Acumulables 

Menos Deducciones 
Autorizadas (artículo 22 

LISRl 
IGUAL Utilidad Fiscal 

Menos Pérdidas de 
ejercicios anteriores 

(pendientes de 
amortizar) 

IGUAL Resultado Fiscal 

Una vez obtenido el resultado fiscal, a efecto de determinar el impuesto 

a su cargo, el contribuyente deberá de aplicar a éste la tasa correspondiente, 

para así obtener el impuesto sobre la renta a su cargo en el ejercicio, el cual, se 

insiste, se determina en función al incremento patrimonial positivo que sufre el 

sujeto pasivo de la relación tributarla. En otras palabras, deberá efectuar la 

siguiente operación: 

Resultado fiscal • 35% = !SR del ejercicio a cargo. 

Por lo anterior. es claro que el impuesto sobre la renta incide sobre la 

auténtica modificación del patrimonio del contribuyente en cada ejercicio, es 

decir, se trata de un gravamen que alecta la totalidad de las operaciones 

realizadas por los contribuyentes en un determinado periodo de tiempo y no 

operación por operación. 
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Ello es así, pues para dderminar el gravamen deben considerarse, por 

un lado. la lotalidad de los ingresos obtenidos en el ejercicio y. por el otro, la 

totalidad de las deducciones correspondientes al mismo, que no son sino los 

gastos, compras. inversiones y demás erogaciones en que el causante tuvo que 

incurrir para la generación de dichos ingresos. 

Es importante tener en cuenta que el patrimonio de una persona moral 

está constituido por el conjunto de bienes, derechos y obligaciones susceptibles 

de ser valuados en dinero, de los que es titular. 

Sobre el concepto "patrimonio", el Diccionario Jurídico Mexicano, del 

Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de 

México. establece textualmente lo siguiente: 

" ... Desde el punto de vista jurídico, patrimonio es el 
C{)/rjtmto de poderes y deberes, apreciables en dinero, 
que tiene una persona. Se llliliza la expresión poderes 
y deberes en razón de que no sólo los derechos 
subjetivos y las obligaciones pueden ser estimadas en 
dinero, sino que también lo podrían ser las facultades, 
las cargas y. en algunos casos, el ejercicio de la 
potes/ad, que se pueden traducir en un valor 
pecuniario. 

El patrimonio tiene dos elementos: uno activo y otro 
pm·ivo. El activo se constituye por el conjunto de 
bienes y derechos y el pasivo por las cargas y 
obligaciones surceptihles de una apreciación 
pecuniaria. los bienes y derechos que integran el 
acth>o se traducen siempre en derechos reales, 
personales o mi.\tos y el pasivo por deberes personales 
o cargas u obligaciones reales. El haber patrimonial 
resulta de la diferencia en/re el activo y el parivo, 
cuando aquél es superior a éste, mientras que el déficit 
patrimonial surge cuando el pasivo es superior al 
activo; en el primer caso se habla de solvencia y, en el 
segundo, de insolvencia. " 



IV. DE LAS PERDIDAS EN MATERIA DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 

Así entonces, de confonnidad con el artículo en comento, a electo de 

que los contribuyentes detenninen el impuesto sobre la renta a su cargo dentro 

de un detern1im1do ejercicio, deben de considerar en primer lugar, todos 

aquéllos ingresos que modifiquen etectivamente su patrimonio de manera 

positiva, esto es. que lo incrementen. 

En este sentido, es importante señalar que el artículo 15 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta establece que los contribuyentes se encuentran 

obligados a acumular la totalidad de los ingresos que perciban en el ejercicio, a 

etecto de detennirmr el impuesto sobre la renta a su cargo. 

En términos generales, el ingreso que debe acumular el contribuyente 

corresponde al total de la contraprestación que obtiene con motivo de la 

operación de que se trate, esto es, al importe que representa lU1a modificación 

patrimonial positiva. 

Ahora bien. de confonnidad con el citado artículo 1 O de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, lU1a vez que los contribuyentes han acumulado el total 

de los ingresos percibidos durante el ejercicio, pueden disminuir de la totalidad 

de esos ingresos acumulables, las deducciones a que tienen derecho en 

términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Al res¡x.>cto, es importante señalar que en términos de lo previsto por el 

articulo 22 de la Ley antes señalada, los contribuyentes pueden e!ectuar 

diversas deducciones para detenninar la base del gravamen (buscando siempre 

determinar su verdadero incremento patrimonial derivado de la obtención de un 

ingreso). tales como las adquisiciones de mercancías, los gastos, las 

devoluciones. descuentos o bonificaciones, los créditos incobrables y en 

general todas aquellas erogaciones que hubiera tenido que efectuar para 

generar el ingreso que se considera acumulable. 
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En ténninos generales, todas estas deducciones se realizan en el 

momento y en la medida en la que se traducen en una modificación negativa en 

el patrimonio del contribuyente, y que son necesarias para la obtención del 

ingreso que debe ser acumulado. 

A JTu'U1era de ejemplo, piénsese en el caso de un contribuyente dedicado 

a la actividad papelera que enajena 10,000 lápices durante un ejercicio y, por 

concepto de precio, recibe $10,000.00, que es precisamente el ingreso en 

electivo que debe acumular para efectos de determinar el impuesto sobre la 

renta a su cargo. 

Sin embargo, para poder obtener ese ingreso en efectivo, a través de la 

enajenación de los lápices, el contribuyente de nuestro ejemplo se vio obligado 

a comprar esos lápices a un fabricante independiente, a transportarlos a su local 

comercial y a realizar gastos administrativos para poder atender su 

establecimiento (luz, agua, teloffono, etc.), por lo que en la medida de que 

dichos gastos fueron necesarios para poder percibir el ingreso, es necesario que 

éste los pueda deducir para así detenninar cuál fue el verdadero incremento 

patrimonial que le reportó la venta de lápices durante un ejercicio. 

Así entonces, si este contribuyente adquirió los 10,000 lápices en $0.50 

cada uno, tuvo un costo total por la adquisición de la mercancía de $5,000.00, 

lo que adicionado a los lletes pagados $1,000.00 (para efectos de nuestro 

ejemplo) y a los gastos administrativos $3,000.00 (para nuestro ejemplo}, le 

generaron un total de deducciones por $9,000.00, por lo que el verdadero y 

único incremento en su patrimonio (utilidad fiscal) fue de $1,000.00, que 

corresponde al resultado de restar al total de los ingresos percibidos 

($10,000.00) el importe de las erogaciones que tuvo que realizar para poder 

enajenar esos bienes ($9,000.00). 
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Lo anterior, desde luego, suponiendo que nuestro contribuyente no 

hubiera generado pérdidas en ejercicios anteriores que estuvieran pendientes de 

an10rtizarsc en ese ejercicio; pues, en ese cuso, para poder reconocer su 

auténtica capacidad contributiva seria necesario que éste pudiera disminuir el 

importe de dichas pérdidas de la utilidad obtenida, paru con ello realmente 

poder medir su incremento patrimonial, cabe señalar que el concepto de 

pérdidas fiscales se desarrollará y analizará en los siguientes apartados. 

De lo hru.1a aquí expuesto, es claro que el impuesto sobre la renta a 

cargo de las personas morales residentes en México, se determina con base a en 

el resultado fiscal, esto es, al importe que resulte de la diferencia entre los 

ingresos acumulables y las deducciones autoriz.adas en términos de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta. 

Así entonces, la utilidad fi¡;cal presupone que el importe de los ingresos 

acumulables sea mayor al ·monto de· las deducciones de un núsmo ejercicio. 

Esto es, hubrá utilidad fiscii.I én la inddidá en que los ingresos superen a las 
. -··~~~;;:'.<; .. ~::.<-;-· ·- - -~ 

deducciones. 
-~;' -

4.2. Concepto de pérdld,as fiscales 

Corno ya se hubía apuntado anteriormente, en términos de lo previsto 

por el artículo 10 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, una vez determinada 

esa utilidad fiscal (ingresos menos deducciones), el contribuyente, en su cuso, 

podrá disminuir el importe de las pérdidas fiscales pendientes de aplicar de 

ejercicios anteriores, para con ello detenninar el resultado fiscal, que no es otra 

cosa sino el auténtico incremento patrimonial que tuvo el contribuyente en un 

ejercicio, derivado de huberse dedicado a lU1a actividad productiva 

Al respecto, el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 

señala lo siguiente: 
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"../rtículo 55. la pc!rclicla jisca/ sercí la cl/(erencia 
e111re los ingresos acumulables cM ejercicio y las 
declucciones al//ori=culas por esta ley, <'Uanclo el 
mo1110 de estas últimas sea mayor que los ingresos. 
la pc!rdicla jisl'tll ocurrida en un ejercicio podrá 
disminuirse de la 111iliclacl jisca! ele los die= ejercicio.1· 
siguien1es. 
Cuando el comribuye/1/e no disminuya en un ejercicio 
la P<'rdida .fiscal de otros ejercicio.\', pueliéndolo 
haber hecho co11f(mne a este artículo, perderú el 
deredw a hacerlo en ejercicio.1· posteriores hasta por 
la cwllidad en c¡ue pudo haberlo efectuado. 
!'ara los efectos de este artículo, el monto de la 
pérdida .fhcal ornrrida en un ejercicio, se actuali::arú 
multiplic<Índolo por el ji1ctor ele actuali=ación 
corre.1ponelie111e al períoelo comprenelido elesde el 
primer mes ele la segunela mitad ele/ ejercicio en que 
ocurrió, hasta el último mes del mismo ejercicio. la 
parle de la pérelida fiscal de ejercicios anteriores ya 
e1c1ue1li=mla pendiente de aplicar co111ra utilidades 
jisca/es se ac111a/izará multiplicándola por el ji1ctor 
de act1wli=ación correspondieme al período 
comprendido desde el mes en que se ac/l/a/izó por 
IÍ/tima vez y hasta el IÍ/timo mes del ejercicio 
inmediato anterior a e1quél en que se aplicará. 
Adicionalmente, se podrá actuali=ar por el período 
comprendido desde el mes en que se aclllali=á por 
última 1·e= y hmta el IÍ/Jimo mes de la primera mitad 
del ejercicio en el que se aplicará. 
Para los efectos del párrajo anterior, cuando sea 
impar el número de meses del ejercicio en que 
ocurrió la pérdida, se considerará como primer mes 
de la segunda mitad, el mes inmediato posterior al 
que corresponda la mitad del ejercicio. 
El derecho a disminuir pérdidas es personal del 
co/1/rihuyente que las s1!fra y no podrá ser 
transmitido a aira persona ni como consecuencia de 
ji1sión. En t!I caso de escisión, las pérdidas fiscales 
pendientes de disminuirse ele utilidades fiscales, se 
podrán dividir entre las sociedades escinden/e y las 
escindidas en la proporción en que se dividan el 
capital con motivo de la escisión. " 
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Como consecuencia de lo. anterior podemos considerar a partir de e~'te 

momento y para efüctos de este trabajo como definición. que la pénlida fiscal 

scní la diferencia entre los ingresos acumulables en el ejercicio y las 

deducciones autori7.adas por dicha ley (artículo 22), cuando el monto de 

estas últimas sea mayor que los ingresos. 

Así entonces, es claro que en ténninos de lo dispuesto por el articulo 

antes precisado, existirá pérdida fiscal cuando el importe de las erogaciones, 

gru.'tos e inversiones que tuvo que realizar un contribuyente en un ejercicio, 

para con ello poder generar un negocio exitoso que le produzca utilidades, sea 

superior o supere al monto de los ingresos acumulables que ese contribuyente 

hubiera obtenido en ese ejercicio. 

La misma disposición. pennite su amortización en el futuro en la 

medida de que, como ya se apuntó, dichas erogaciones superiores tienen la 

finalidad de obtener ingresos futuros, por lo que en la medida de que éstos se 

obtengan en un periodo que no sea mayor a 1 O años, se podrán restar dichas 

pérdidas de la utilidad fiscal de ejercicios posteriores, para con ello medir el 

auténtico incremento patrimonial del contribuyente. 

A manera de ejemplo, piénsese en el caso de un contribuyente cuyo 

objeto social y actividad principal es la de prestar servicios de hotelería, y que 

en su primer ejercicio de actividades (para efectos de nuestro ejemplo 1996) 

recibe ingresos por la cantidad total de $100,000.00, por servicios de hos¡x.>daje 

proporcionados a favor de sus diversos clientes. En este caso, dicho 

contribuyente deberá considerar el importe total como un ingreso acumulable 

para detenninar el impuesto sobre la renta a su cargo en ese ejercicio. 

Sin embargo, para poder prestar los servicios de hospedaje a favor de 

sus clientes, este contribuyente se vio obligado a adquirir un terreno en el 

cual pudiera instalar la alberca para el hotel, poner jardines. contratar 
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personal para recibir a los huéspedes, comprar mantelería y blancos para el 

baño, etc., todo ello con independencia de la inversión etectuada para la 

construcción del hotel, por lo que en ese primer año el contribuyente de 

nuestro ejemplo se ve obligado a realizar erogaciones por los señalados 

conceptos en cantidad total de $1 '000,000.00, las cuales, como ha quedado 

señalado, füeron estrictamente indispensables para poder prestar los 

servicios de hospedaje que nos ocupan. 

En este caso. como fücilmente puede advertirse, el contribuyente de 

nuestro ejemplo efectuó erogaciones e inversiones mayores a los ingresos 

que percibió en ese primer ejercicio ( 1996), ya que al ser su primer ejercicio 

etectuó un mayor número de gastos e inversiones que los ingresos que 

percibió por sus servicios, por lo que dicho contribuyente estará reportando y 

declarando ante las autoridades fiscales una pérdida de $900,000.00, la cual, 

como se ha señalado, se podrá amortizar en contra de las utilidades que 

nuestro contribuyente genere en el füturo, toda vez que ésta fue necesaria 

para generar esos ingresos futuros (desde luego, en la medida de que ello no 

exceda de 1 O años, que es el tiempo que el legislador estimó suficiente para 

revertir el efecto de una pérdida fiscal). 

En síntesis, al ser mayor el importe de las deducciones efectuadas en 

el ejercicio de 1996 (gastos e inversiones que deben ser estrictamente 

indispensables para el desarrollo de la actividad del contribuyente) al de los 

ingresos percibidos, el contribuyente determinará una pérdida fiscal, la cual 

según se señaló anteriormente, de conformidad con lo establecido por los 

artículos JO y 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta se podrá disminuir de 

las utilidades fiscales determinadas en ejercicios posteriores (ingresos menos 

deducciones), lo que de ser positivo arrojará el resultado fiscal (incremento 

patrimonial real de un contribuyente) al que se le aplicará la tasa del 35%, para 

así finalmente determinar el impuesto a cargo del contnbuyente en el ejercicio. 
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Nóti:se. como las pérdidas fiscali:s. no son sino el resultado de que el 

importe de las deducciones a que tiene derecho un contribuyente en un 

cji:rcicio ti.Je mayor a los ingresos acumulables que percibió por las actividadi:s 

que realizó. lo cual e\'identemente se traduce en un menoscabo a su patrimonio. 

pues sus gastos han sido mayores ul importe de la cantidad que . finalmente 

percibe bajo el concepto de ingreso acumulable. 

4.3. Posibilidad de amorti7..ar pérdidas de ejercicios anteriores. 

De acuerdo a lo señalado por Jos artículos 1 O y 55 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, es claro que cuando en un determinado ejercicio se 

incurra en una pérdida fiscal, por ser el monto de las deducciones mayor al de 

los ingresos acumulables, dicha pérdida podrá ser disminuida en contra de las 

utilidades fiscales que se detem1inen en ejercicios posteriores. 

La circunstancia de que el legislador hubiera permitido amortizar esas 

pérdidas en el futuro, se insiste, obedece al reconocimiento de que las mismas 

füeron necesarias e indispensables para la obtención de ingresos en el futuro, 

por lo que se trata de erogaciones que afectan su capacidad para contribuir al 

gasto público y que inciden negativamente en su patrimonio, por lo que en la 

medida de que éstas no se puedan amortizar no existirá un incremento 

patrimonial real que sea susceptible de ser gravado por el impuesto sobre la 

renta. 

De hecho, el que un contribuyente tenga mayores deducciones en un 

ejercicio que ingresos acumulables, no significa que ese contribuyente se 

encuentre dilapidando su dinero o gastando cantidades en forma absurda, pues 

la propia ley establece en su artículo 24, fracción l. como un requisito 

primordial para poder deducir una determinada erogación, es el que la misma 

sea estrictamente indispensable para los fines de la actividad del contribuyente, 

por lo que es claro que si un contnbuyente obtuvo en un ejercicio mayores 



IV. DE LAS PERDIDAS EN MATERIA DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 129 

dcduccionl!s que ingresos acumulables y, como resultado de ello, generó una 

pérdida fiscal, necesariamente se estará en presencia de una cantidad que 

incidió en la obtención de ingresos futuros y que no puede dejar de reconocerse 

para delerminar el impuesto a su cargo, so pena de hacer desproporciona! el 

gravan1en en cuestión. 

En estos ténninos, es claro que la mecánica prevista en el articulo 1 O de 

la Ley del Impuesto sobre la Renta al permitir amortizar el importe de las 

pérdidas fiscales generadas en ejercicios anteriores, reconoce la auténtica 

capacidad contributiva de los sujetos obligados al pago del impuesto sobre la 

renta en la medida en que reconoce los gru.1os, erogaciones y pérdidas que 

inciden sobre el patrimonio del contribuyente y en los cuales tuvieron que 

incurrir para la generación de ingresos en un detenninado ejercicio, así como 

los ingresos mismos del ejercicio. 

En efecto. según lo señalamos al principio de este apartado, la 

capacidad contributiva en tratándose de impuestos al ingreso, como el 

impuesto sobre la renta está dada en función de los ingresos que perciban los 

contribuyentes. así como en el reconocimiento de los gastos, erogaciones y 

pérdidas fiscales en que éstos tuvieron que incurrir en ejercicios anteriores para 

la generación de los mismos en el presente, pues sólo así es posible detenninar 

la auténtica modificación patrimonial en el ejercicio y atender a la capacidad 

contributiva del sujeto pasivo de la relación tributaria 

En tal virtud, la circunstancia de que el articulo en comento reconozca 

tanto los ingresos como los gastos, erogaciones y pérdidas de un contribuyente, 

para así determinar el resultado fiscal de un detenninado ejercicio, pennite 

gravar a los sujetos obligados al pago del impuesto sobre la renta en función a 

su verdadera capacidad contributiva de conformidad con lo establecido por el 

articulo 31, tr.icción IV de nuestra Constitución. 
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Resulta conveniente dejar asentado nuevamente que las pérdida~ 

tiscales no constituyen otra cosa sino el reflejo de los gastos estrictamente 

indispensables (pues, por definición del articulo 24, fracción 1 de la ley sólo 

son deducibles en la medida de que sean estrictan1ente indispensables para los 

tines de la actividad del contribuyente) en los que tuvo que incurrir el 

contribuyente en el pasado, a fin de obtener ingresos acumulables en el 

presente, para efectos de determinar el impuesto sobre la renta a su cargo. 

En efecto, según se señaló anteriom1ente, en términos del artículo 55 de 

la Ley del Impuesto sobre la Renta, la pérdida fiscal será la diferencia entre los 

ingresos acumulables en el ejercicio y las deducciones autorizadas por la ley, 

cuando el monto de estas últimas sea mayor al de los ingresos. 

En este sentido, es claro que las pérdidas fiscales presuponen la 

existencia de deducciones mayores a los ingresos acumulables, esto es, de 

gastos e~"trictarnente indispensables para el desarrollo de la actividad del 

contribuyente cuyo importe supera al de los ingresos obtenidos en un 

determinado ejercicio, lo cual, dada la presunción legal de ser indispensables, 

presupone que se trata de erogaciones que fueron realizadas para producir 

ingresos en el futuro. 

Por tanto, las pérdidas fiscales iniplican la materialización de los gastos 

incurridos por un contribuyente, tendientes a la.·. cohSecució~ dé ingresos 

acumulables en el ejercicio y que, como tales, neceSarÍruilente unpactan su 

capacidad contnbutiva y su patrimonio,. por. lo_q~1(~~. ~e¿o~~c~ento resulta 

necesario para determinar el incremento- p~fri~~i1iCque +e~ p~ecisamente el 

objeto del gravamen que nos ocupa. 

Para ilustrar lo anterior de una manera más gráfica, volvamos al 

ejemplo que apuntarnos anterionnente, en relación con el contnbuyente 

dedicado a la prestación de servicios de hote!ería. 
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Como se apuntó antcrionnente, durante el ejercicio de 1996, nuestro 

contribuyente efectuó una serie de gastos e inversiones (todas ellas 

estrictamente indispensables para la prestación de los servicios de hoteleria y, 

por ende, deducibles para efectos del impuesto sobre la renta) con el único 

propósito de construir, acondicionar y operar el hotel respectivo. 

Dichas erogaciones, como ha quedado señalado, ascendieron a la 

cantidad total de $ l '000,000.00. Ello, con independencia de la inversión que 

tuvo que realizar para construir el hote~ la cual en nuestro ejemplo ascendió a 

la cantidad total de $500,000.00 y que sería deducible en un 5% en cada 

ejercicio. 

Ahora bien. en el ejercicio de 1996, como ha quedado apuntado 

anterionnente, nuestro contribuyente recibe $100,000.00 por concepto de 

ingresos propios de los servicios de hoteleria que presta, considerando que sólo 

estuvo operando el hotel durante un par de meses y que el negocio aún no se 

encontraba suficientemente acreditado, por lo que hubo una afluencia baja de 

huéspedes. 

Así las cosas, para detenninar su resultado fiscal por el ejercicio de 

1996, nuestro contribuyente deberá restar al importe total de ingresos 

acumulables obtenidos en el ejercicio ($100,000.00), el importe total de los 

gastos deducibles efectuados en el mismo (adquisición del terreno, sueldos, 

adquisición de mantelería y toallas, cte.), las cuales ascienden a $1 '000,000.00. 

Adicionalmente, en ese ejercicio deberá disminuir el · 5% de la inversión 

efectuada para la construcción del hotel, lo que equivale a $25,000.00, por lo 

que obtendrá una pérdida fiscal en el ejercicio por un monto equivalente a 

$925,000.00, la e~ en términos de lo dispuesto por los artículos 10 y 55 de la 

Ley del 1 mpuesto sobre la Renta, podrá amortizar en contra de las utilidades 

que se generen en ejercicios posteriores. 
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El hecho .de que pueda amortizar esas pérdidas en el futuro, se insiste, 

obedece a que ·las mismns corresponden a erogaciones estrictamente 

indispensables para el desarrollo de las actividades del contribuyente y, por 

ende, que contribuyen para la obtención de ingresos futuros que impactan sobre 

su capacidad contributiva y sobre su patrimonio. 

En etCcto, dichas pérdidas, como lo señalamos anteriormente, no son 

sino consecuencia de las deducciones que el contribuyente tuvo derecho a 

efectuar en el ejercicio de 1996, las cuales mayores que los ingresos 

acumulables. 

Siguiendo con el ejemplo, durante el ejercicio de 1997, nuestro 

contribuyente ya se encuentra mns posicionado en el mercado de los servicios 

hoteleros y goza de buen prestigio con sus clientes, dada la alta calidad de sus 

instalaciones y de sus servicios, por lo que en este año el número de clientes a 

los cuales presta sus servicios se incrementa y sus ingresos ascienden a la 

cantidad total de $800,000.00, por lo que después de deducir el importe de las 

inversiones pendientes por deducir (5%), se obtiene una utilidad fiscal de 

$775.000.00. 

A dicha utilidad fiscal, el contribuyente podrá disminuirle el importe de 

las pérdidas fiscales de ejercicios anteriores ( 1996), las cuales, se insiste, 

impactan directwnentc su patrimonio y, por ende, su capacidad contributiva, 

por lo que su resultado fiscal en el ejercicio será de $0.00, ya que el importe de 

las pérdidas por amortizar ($925,000.00) fue superior al de la utilidad genemda. 

por lo que no existirá impuesto alguno a su cargo, quedando una pérdida 

remanente pendiente de disminuir por $150,000.00, la cual podrá ser 

disminuida en ejercicios posteriores. 
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Postcrionnente, en el ejercicio de 1998, nuestro contribuyente obtiene 

ingresos por $900,000.00, mismos que después de efectuar la deducción de la 

inversión e!Cctuada para la construcción del hotel, arroja una utilidad fiscal de 

$875,000.00. Nótese como, derivado de la inversión y gastos fuertes efectuados 

por nuestro contribuyente en 1996, durante los ejercicios siguientes obtuvo 

fuertes ingresos que le están permitiendo recuperar el importe de su inversión. 

Al resultado fiscal obtenido, el contribuyente disminuye el remanente 

de la pérdida fiscal pendiente de amortizar de 1996 ($150,000.00), obteniendo 

una utilidad fiscal de $725,000.00, la cual constituye el verdadero incremento 

en su patrimonio después de los tres ejercicios de operación y que es la base 

que sirve para determinar el impuesto a su cargo, en la medida de que 

únicamente en esa medida se incrementó su patrimonio desde que comenzó a 

operar el negocio. 

Como se puede apreciar del ejemplo anterior, el contribuyente para la 

obtención de ingresos gravables, esto es, de ingresos acumulables para efectos 

de determinar el impuesto sobre la renta a su cargo, tuvo que incurrir en una 

serie de gastos que le significaron pérdida fiscal (al haber sido mayores que los 

ingresos obtenidos en 1996), que finalmente tuvo derecho amortizar contra la 

utilidad fiscal generada con posterioridad a dichas pérdidas, en virtud de que se 

trata de gastos que fueron indispensables para la realización de las actividades 

propias de su objeto y que confluyeron a la obtención de utilidades, pero que 

no hablan podido reconocerse con anterioridad. 

En este sentido, es evidente que las pérdidas no constituyen otra cosa 

sino el reflejo de los gastos y erogaciones en que tiene · que incurrir un 

contribuyente para la consecución de ingresos que . finalmente serán 

acumulables y gravables. 
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Lo anterior, en virtud de que dichas pérdidas ocasionan un menoscabo 

en el patrimonio del contribuyente (al tratarse de erogaciones deducibles que 

aun no han podido ser recuperadas con los ingresos propios de la actividad), ya 

que en la medida en que sus gastos sean mayores a sus deducciones, se verá 

imposibilitado a recibir una utilidad susceptible de ser gravada para efectos del 

impuesto sobre la renta. 

En efecto, el patrimonio de un contribuyente se ve disminuido en tanto 

que etectúe más erogaciones de los ingresos que etectivamente percibe, lo que 

se traduce en un menoscabo a su patrimonio, pues es obvio que dichos gastos 

repercuten de manera negativa, por lo que para detenninar el impuesto sobre la 

renta a cargo del contribuyente debe permitfrscle deducir dichas pérdidas, en la 

medida de que impactan sobre su patrimonio y, por tanto, sobre su capacidad 

contributiva. 

Por lo anterior, es procedente concluir que las pérdidas fiscales 

modifican el patrimonio de los contribuyentes sujetos al pago del impuesto 

sobre la renta, en la medida en que las mismas se traducen en el conjunto de 

gastos y erogaciones estrictamente indispensables, incurridos por el 

contribuyente en ejercicios pasados, con la finalidad de obtener ingresos en el 

futuro y que, por ello, deben poder reducirse de los ingresos para poder medir 

el verdadero incremento patrimonial del contribuyente. 

Por tanto, el que se reconozca la inclusión de dichas pérdidas fiscalt..'S a 

etecto de determinar el impuesto sobre la renta, denota la verdadera capacidad 

contributiva de los sujetos obligados a dicho impuesto, pues según lo 

apuntábamos, dicha capacidad contributiva se da en función de los ingresos 

percibidos y del reconocimiento de los gastos, erogaciones y pérdidas en que se 

tiene que incurrir para la consecución de dichos ingresos. 
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Más aún, debe señalarse que de no reconocerse el efecto de las pérdidas 

fiscales. implicaría gravar a los contribuyentes únicamente en relación al monto 

que obtengan por concepto de ingresos brutos, es decir, aquéllos ingresos sobre 

los cuales se desconocen los gastos incurridos en el pasado tendientes a su 

consecución. lo cual significa un claro desconocimiento de la verdadera 

capacidad contributiva de los sujetos obligados y, por ende, resultaría 

desproporciona!, máxime cuando dichas pérdidas se encuentran comprendidas 

en el patrimonio del contribuyente y son necesarias para medir el verdadero 

incremento patrimonial del mismo. 

En electo, según se señaló anteriormente lns pérdidas fiscales implican 

el reflejo de los gastos incurridos por el contribuyente en ejercicios anteriores, a 

fin de obtener los ingresos susceptibles de ser acumulados y gravados, pero que 

no pudieron ser disminuidas en su totalidad en un ejercicio por haber sido 

mayores las deducciones a los ingresos, pero que influyen directamente en la 

obtención de ingresos füturos. 

Así entonces, al desconocer la posibilidad de disminuir dichas pérdidas 

fiscales, se desconocerían de igual manera los gastos y erogaciones en que 

incurrió el contribuyente pam la obtención de. los ingresos susceptibles de ser 

gravados, razón por la cual el contribuyente sería gravado únicamente en 

fünción a la obtención de ingresos brutos,' lo que evidentemente no denotaría su 

verdadera capacidad contributiva, pues,, debe· insiStirse, para la obtención de 

dichos ingresos tuvo que efectuar una serie de gastos y erogaciones que en su 

momento le representaron una pérdida fiscal. 

A efecto de crear mayor convicción a este respecto, piénsese en el caso 

de una empresa cuyo único propósito es el de construir una planta 

hidroeléctrica para después venderla. 
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Para construir la planta hidroeléctrica, a la empresa de nuestro ejemplo 

le toma un periodo de seis años (tiempo promedio que se lleva la construcción 

de un complejo de este tipo), durante los cuales es evidente que lo único que 

efectúa son gastos, ya que tiene que adquirir el material y maquinaria necesaria, 

entre otras cosas, para poder construirla. 

Supongamos que los gastos en que tuvo que incurrir dicha empresa 

durante esos seis años, ascienden a la cantidad de $6,000.00, que al no obtener 

ingresos, se traducen en pérdidas fiscales que pueden ser amortizadas en contra 

de las utilidades fiscales que obtenga el contribuyente en ejercicios posteriores. 

Una vez que ha terminado de construir la planta respectiva la empresa, 

en el séptimo año la vende, por lo cual recibe un ingreso en cantidad de 

$10,000.00, que constituye la utilidad fiscal sobre la cual debe aplicar el total 

de las pérdidas fiscales incurridas en los últimos seis ejercicios, esto es, dentro 

del término de los seis años que le tomó construir la planta objeto del presente 

ejemplo. 

Así entonces, una vez que la empresa aplique al total de los ingresos 

obtenidos durante el séptimo año, las pérdidas fiscales en que incurrió en los 

ejercicios anteriores, detem1inará un resultado fiscal de $4,000.00, que será la 

cantidad sobre la cual finahnente calcule el impuesto sobre la renta a su cargo y 

que corresponde precisamente a la cantidad en la que efectivamente se 

incrementó su patrimonio y, por ende, la que refleja su auténtica capacidad 

contnbutiva 

De lo anterior, es claro que la empresa para obtener ingresos, tuvo que 

efectuar una serie de gastos y erogaciones que le representaron pérdidas 

fiscales, las cuales repercutieron de manera negativa en su patrimonio, pues al 

no obtener ingresos y sólo efectuar erogaciones, le iniplicaron un menoscabo 

patrimonial. 



IV. DE LAS PERDIDAS EN MATERIA DEL IMPUESTO SOBRE LARENTA 137 

En éstos ténninos, es claro que las pérdidas fiscales denotan la 

verdadera capacidad contributiva de los sujetos obligados al pago del impuesto 

sobre la renta, ya que modifican su patrimonio, pues de no pcnnitirle reconocer 

dichas pérdidas en ejercicios posteriores, se estaría gravando al contribuyente 

en función de ingresos brutos, lo cual, resulta contrario a la garantías de justicia 

tributaria. 

En efecto, en la medida en que los contribuyentes, a fin de obtener 

ingresos, se ven obligados a realizar una serie de erogaciones estrictamente 

indispensables para los fines de su actividad, que pueden en un momento dado 

convertirse en pérdidas fiscales, el patrimonio de dichos contribuyentes se ve 

modificado con base en el cúmulo de erogaciones que deben considerar para la 

obtención de dichos ingresos. 

4.4. Limitación de la Ley del Impuesto sobre la Renta par.a 

amortizar pérdidas de ejercicios anteriores en el caso de fusión. 

La Ley del Impuesto sobre la Renta, en sus artículos 55, 56 y 57 

restringe la deducción de pérdidas en ejercicios anteriores incurridas por las 

sociedades que intervinieron en la fusión. 

El último párrafo del artículo 55, dispone que el derecho a deducir las 

pérdidas de ejercicios anteriores es personal de contribuyente que las sufra y 

que no puede ser transmitido a otra persona ni como consecuencia de fusión. 

De lo anterior, resulta que en la fusión se pierde la deducción de 

pérdidas de ejercicios anteriores incurridas por las sociedades que desaparecen 

en ella, pues no pueden transmitir su derecho a deducirlas a la sociedad que 

subsiste o que surge con motivo de la fusión. 
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El artículo 56 señala expresamente: 

"Artículo 56. No se disminuirá la pérdidafiscal o parle 
de ella, que provenga de ji1sión o liquidación de 
socieclacle.1· en las que el contribuyente sea socio o 
accionista. " 
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La ruiterior disposición se refiere a las pérdidas en fusión sufridas por 

los socios o accionistas de las sociedades que intervienen en la fusión. 

Con respecto a lo anterior, deberá de considerarse que el articulo 25, en 

su fracción XVII señala: 

"Artículo 25. No serán deducibles ................. , ....... .. 
XVII. Las pérdidas que deriven de fusión, reducción de 
capital, liquidación de sociedades en las que el 
contribuyente hubiera adquirido acciones, partes 
sociales o certificados de aportación patrimonial de las 
sociedades nacionales de crédito". 

Si bien. la fracción XVII del articulo 25 de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta se refiere a las pérdidas en fusión sufridas por los socios o accionistas en 

el ejercicio en el cual se lleva a cabo la fusión y el artículo 56 se refiere a las 

pérdidas en fusión sufridas por ellos mismos en ejercicios anteriores, por lo que 

podemos señalar que el artículo 56 es repetitivo porque al no ser deducibles en 

el ejercicio en el cual se efectúa la fusión, tampoco lo son en ejercicios 

posteriores. 

Independientemente de lo anterior, se puede considerar que tanto la 

disposición contenida en el artículo 25, fracción XVII, como la disposición 

contenida en el artículo 56 de la misma Ley del Impuesto sobre la Renta, 

resultan inaplicables, toda vez. que ·no puede haber pérdidas fiscales en fusión 

para los socios o accionistas de laS sociedades que intervienen en ella, ya que se 

trata de un fenómeno de sucesión universal de bienes, derechos y obligaciones 
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en el cual los socios o accionistas de dichas sociedades mantienen el costo fiscal 

de su inversión en ellas sin modificación alguna. 

Por último, la Ley del Impuesto sobre la Renta en su artículo 57 dispone: 

"Artículo 57. En los casos de ji1sión, la sociedad 
ji1sionante sólo podrá disminuir su pérdida fiscal 
pendiente al momento de la fi1sión con cargo a la 
lllilidad jisrnl corre.1pondie11te a la explotación de los 
mismos giros en los que se prod1ljo la pérdida. 
la sociedad ji1sionante c¡ue se enc11e111re en este caso 
cleherá l/el'ar sm registros contah/es en tal ji>rma que 
el coll/ro/ ele sus pérdidas en cada giro se pueda 
ejercer incliviclualmente re.\pecto de cada ejercicio, así 
como de cada nuevo giro 1¡11e se incorpore a/ negocio. 
Por /u que se refiere a los gastos no ide111ijicables, 
éstos deberán aplicarse en la parte proporcional que 
represell/en en función de los ingresos obtenidos 
propios de /u aclividatl Es/a aplicación dehercí hacerse 
con los mismos criterios para cada ejercicio. " 

El artículo 57 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, señala que en 

los casos de fusión, la sociedad fusionante sólo podrá disminuir su pérdida 

fiscal pendiente de amortizar al momento de la fusión, con cargo a la utilidad 

fiscal correspondiente a la explotación de los mismos giros en los que se 

produjo la pérdida. 

En relación con lo anterior, ni la Ley del Impuesto sobre la Renta ni 

su Reglamento definen lo que debe entenderse por giro, situación por la cual 

resulta necesario acudir a fuentes alternas para llegar a una conclusión al 

respecto. 

En este sentido, el Diccionario de la Real Academia de la Lengua 

Española define el término giro como el conjunto de operaciones o negocios 

de una empresa o compañia. 
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A este respecto, el Diccionario de Derecho del licenciado Rafael de 

Pina define el ténnino giro como el conjunto de operaciones que constituyen 

la actividad de un establecimiento comercial, bancario o industrial. 

Por su parte, la Ley para el Funcionamiento de Establecimientos 

Mercantiles en el Distrito Federal define al giro mercantil como la actividad 

o actividades que se registren o autoricen para desarrollarse en los 

establecimientos mercantiles, y distingue que el giro complementario será la 

actividad o actividades compatibles al giro principal, que se desarrollen en 

un establecimiento mercantil con el objeto de prestar un servicio integral. 

En este orden de ideas, en primera instancia podemos considerar que 

el giro de una empresa es determinado por el conjunto de operaciones que 

desarrolla, y que constituyen su actividad mercantil. 

Sin embargo, para definir el alcance del término giro, resulta 

necesario atender al contexto en que se realiza. la actividad de las personas 

morales mercantiles. 

En relación con lo anterior, es importante señalar que en términos 

generales las actividades que podrá desarrollar una sociedad mercantil 

constituyen su objeto social. 

Al respecto, el licenciado Roberto L. Mantilla Molina, en su obra 

denominada Derecho Mercantil, comenta en relación con el objeto social de 

una sociedad mercantil lo siguiente: 

" .... el carácter distintivo de todo negocio social es la 
existencia de un fin común: de aquí la necesidad de 
expresarlo, y especificar/o con suficiente precisión en 
el acto constitutivo". 
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Esto implica que el objeto social de toda sociedad mercantil. debe 

tener como finalidad el definir con suficiente precisión las actividades que 

puede desarrollar dicha sociedad. 

Ahora bien, el que el objeto social dclina las actividades que puede 

desarrollar una empresa podría auxiliarnos para llegar a definir su giro. Por 

lo tanto, para poder sostener que dos o más empresas desarrollan el mismo 

giro, en primera instancia se podría atender a lo dispuesto en sus 

correspondientes objetos sociales. 

Sin embargo, a diferencia del objeto social, que enumera las 

actividades que podrá desarrollar una sociedad mercantil, consideramos que 

el giro de una empresa estárá determinado por aquellas actividades que 

efectivamente desarrolla cotidianamente. 

Desde luego, resulta necesario determinar a qué grado de detalle 

deberán analizarse y clasificarse las actividades desarrolladas por un 

contribuyente, para reconocer el giro que realiza; esto es, deberá delimitarse 

hasta qué punto es razonable considerar las características que distinguen 

diversas actividades afines, para poder considerar que integran un mismo 

giro. 

En efecto, de no definirse lo anterior podría llegarse al absurdo de 

considerar que un contribuyente que elabora caramelos, y otro que fabrica 

chocolates. no se dedican al mismo giro por el simple hecho de que. no 

elaboran exactamente el mismo pro.dueto; siendo qúe ambc)sc se. dédican -a la 

enajenación de dulces o golosinas. 

Por lo anterior, para delimitar las características afines con las que 

deberán contar las actividades que puedan ser encuadradas dentro del mismo 

giro, consideramos que será necesario atender a factores tales como: 
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J) Actividad. económica de la empresa que la desarrolla, ya sea 

comercial, industrial, de servicios, etc. 

2) Tipo de materias primas o insumos utilizados en la 

elaboración del producto, 

3) Procesos a los que se somete la materia. prima para obtener un 

producto terminado, 

4) Similitudes en los prod~ctos terminados. 

5) 

6) Tipo de destinatario del producto terminado. 

Con la disposición del artículo anterior y la disposición contenida en el 

artículo 55 de la misma la Ley del Impuesto sobre la Renta. que prohíbe la 

transmisión de pérdidas de las sociedades fusionadas a la sociedad fusionante, 

se pretende e\itar la deducción de pérdidas incurridas por unas sociedades 

contra las utilidades generadas por otras sociedades utilizando para eUo la 

figura de la fusión. 

En este orden de ideas, y de la sola lectura de las disposiciones witcs 

referidas, considero que tanto el articulo 55 de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta. al establecer que el derecho a disminuir pérdidas es personal del 

contribuyente y que no podrá ser transmitido a otra persona ni como 

consecuencia de fusión, como el articulo 57 del mismo ordenamiento legal al 

establecer que una sociedad fusionante solamente podrá disminuir su pérdida 

fiscal pendiente de amortizar al momento de la fusión con cargo a la utilidad 
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correspondiente a la explotación de los mismos giros en los que se produjo Ja 

pérdida, violan las garantías de proporcionalidad y equidad. 

Así las cosas, en el siguiente capítulo se analizará solamente Ja 

inconstitucionalidad del artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 

objeto de este trabajo, toda vez que viola diversas garantía-; constitucionales 

como se demostrará a lo largo del referido capitulo. 
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CAPITULO V 

INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 55 DE LA LEY 
DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 

5.1. Plantcamicnlo de la inconstitucionalidad del artículo 55 de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta al no pennitir la amortiz.ación de las 

pérdidas en caso de fusión. 

Conforme al artículo 10 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, la 

pérdida fiscal sufiida por un contribuyente en un ejercicio, no es sino producto 

de la circunstancia de que sus deducciones resultaron superiores al importe de 

los ingresos obtenidos en el mismo. 

Adicionalmente, el mismo precepto 5eñala que !ns sociedades 

mercantiles, a efecto de detenninar el resultado fiscal del ejercicio, podrán 

disminuir las pérdidas fiscales pendientes de aplicar de ejercicios anteriores. 

Así entonces, es claro que toda sociedad mercantil residente en México, 

tiene el derecho a aplicar las pérdidas que sufra en un ejercicio, en contra de las 

utilidades que obtenga en ejercicios posteriores, para determinar el impuesto 

sobre la renta a su cargo. 

Ello, en virtud de que dichas pérdidas fiscales no son sino producto de 

que los gastos, inversiones y demás erogaciones que 5e r~alizaro~ con 

anterioridad a . la. fusión. resultaron superio~es a•. los ingresos· ~bterudos durante 

dichos años. · · 

Por su parte, el artículo · 22.4 de•• la Ley • General de Sociedades 

Mercantiles establece que, en virtud de la fusión,·. la ·sociedad ·que ·subsista 

tomará a su cargo los derechos y las obligaciones de las sociedades 

extinguidas, 
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Asf entonces, es claro que en principio, e~ virt~d de ~ fusión, todos 

Jos derechos que tenfan las sociedades fusiolladas . pasiin a formar. parte del 

patrimonio de la sociedad fusionante. 

El último párrafo del citado artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre Ja 

Renta. señala textualmente lo siguiente: 

"Artículo 55.- la pérdida jisca/ será la diferencia 
entre los ingresos acumulables del ejercicio y las 
e/educciones autorizadas por esta ley, cuando el 
monto de estas tí/timas sea mayor que los ingresos. 

la pérdida jisca/ ocurrida en un ejercicio podrá 
disminuirse de la utilidad fiscal de los diez ejercicios 
siguientes. 

Cuando el contribuyente no disminuya en un ejercicio 
la pérdida jisca/ de otros ejercicios, pudiéndolo 
haber hecho conforme a este artículo, perderá el 
derecho a hacerlo en ejercicios posteriores hasta por 
la cantidad en que pudo haberlo efectuado. 

Para los efectos de este artículo. el monto de la 
pérdida jisca/ ocurrida en un ejercicio, se ac111alizará 
multipliccíndolo por el j(1c10r de actualización 
correspondiente al período comprendido desde el 
primer mes de la segunda mitad del ejercicio en que 
ocurrió, hasta el tí/timo mes del mismo ejercicio. la 
parle de la pérdida jisca/ de ejercicios anteriores ya 
ac/llalizada pendiente de aplicar contra wilidades 
fiscales se actualizará multiplicándula por el factor 
de actuali;:ación correspondiente al periodo 
comprendido desde el mes en que se actualizó por 
tí/tima vez y hasta el tí/timo mes de la primera mitad 
del ejercicio en el que se aplicará. 

Para los efectos del párrafo anterior, cuando sea 
impar el número de meses del ejercicio en que 
ocurrió la pérdida, se considerará como primer mes 
de la segunda mitad, el mes inmediato posterior al 
que corresponda la mitad del ejercicio. 
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La circW1Stancia de que el último párrafo del artículo 55 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta limite la posibilidad de transmitir las pérdidas de una 

sociedad fusionante. resulta violatorio de la garantla de justicia tributaria 

consagrada en la fracción IV del artículo 31 de nuestra Carta Magna. 

La proporcionalidad y equidad representan una salvaguarda para los 

contribuyentes y, paralelamente, un límite ni legislador cuando establece 

contribuciones de cualquier tipo. El cumplimiento a las garantías de 

proporcionalidad y equidad significa la justicia tributaria 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que de acuerdo 

con el artículo anteriormente transcrito .• para que se cumpla con la garantla de 

justicia tributaria se requiere la satisfacción de tres requisitos fundamentales: 

a) Que la contnbueión se encuentre establecida en la ley. 

, -- .- .· 

b) Que se'a propor~ioriaiy equitativa 

a) Que se destirie al pago de los gástos públicos . 
. - -- . - -- - ·-~---=-·- -·· - --' -- -- . ··- -

,·,:· , .. '.:<· <._::·· ._, 

Si falta alguno de estos tr~s requisiíos, necesarirunente la contribución 

será contraria a lo establecido Por la Constitución General de la República 
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En el caso, lo previsto por el último párrafo del artículo 55 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta en vigor, se traduce en una violación de las garantías 

de proporcionalidad y equidad tributaria, como se demuestra a continuación: 

5.2. Violación a la garantía de proporcionalidad tributaria 

En el caso del impuesto sobre la renta, que incide sobre el incremento 

patrimonial que obtenga los sujetos del gravamen, la capacidad contributiva 

está dada en función de los ingresos que éstos perciban, así como por el 

reconocimiento de los gastos y, en consecuencia, de las pérdidas en que éstos 

tienen que incurrir para la generación de los mismos (las cuales no son otra 

cosa más que el electo de gastos o inversiones anticipadas que tuvieron que 

realizar los contribuyentes en otro ejercicio, para posteriormente poder generar 

ingresos a su favor en otros ejercicios). 

Esto es, como su nombre lo indica, el impuesto sobre la renta incide o 

tiene por objeto la renta o utilidad que perciben los sujetos en cada ejercicio, 

misma que no puede determinarse sino a partir de disminuir de la totalidad de 

los ingresos efectivamente percibidos, que son aquéllos que implican un 

incremento en el patrimonio del contribuyente, la totalidad de las deducciones 

autorizadas, así como las pérdidas fiscales de ejercicios anteriores, que no 

constituyen otra cosa sino los gastos, erogaciones y costos en que éste tuvo que 

incurrir en años pasados para la generación de dichos ingresos presentes, pero 

que no pudieron ser disminuidos en su totalidad en ejercicios anteriores en 

virtud de haber tenido ingresos menores a éstos. 

Ello, independientemente de que el gravwnen pueda causarse por la 

simple obtención de un ingreso. Esto es, si bien la obtención de un ingreso da 

lugar a la causación del grnvwnen, para su determinación hay que atender a la 

utilidad o renta obtenida por el contnbuyente en el ejercicio, que es la que 

constituye el objeto irnporuble sobre el que éste recae o incide. 
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Así Jo ha reconocido nuestro máximo Tribunal en la tesis que a 

continuación se transcribe: 

"RENTA. SOCIEDADES MERCANTILES. OBJETO 
Y ,\/OMENTO EN QUE SE GENERA. De 
conformidad con el artículo I" de la ley del Impuesto 
sobre la Renta, el objeto de este impuesto está 
rnn.1·tituido por los ingresos y no por /ll.\' 111ilidcules 
que obtengan los s1y'eto.1· pasivos del mismo. la 
obligación tributaria a cargo de éstos nace en el 
momento mismo en c¡ue se tienen los ingresos, bien 
.1w1 en efectivo, en hienes, en servicios o en crédito, 
como lo establece el 

l/rtículo 15 del mismo ordenamiento, y no como 
aduce la quejosa. que ese impuesto se causa hasta 
c¡ue al término del ejercicio jisca/ se determina c¡ue 
hubo utilidude.1'. No es óbice para esta conclusión el 
hecho de aue sean llls Wilidades la.1· c¡ue constituyen 
/u hase a la que habnL1f!~ ___ aplicarse /u tllri!i1 de 
acuerdo con la cual se determinará el im1me.1·to. llsÍ 
como tampoco la cirqm.1·t11!1_cia de JJ1!.f aun cuando 
hara ingresos. si no hav utilidades. no se cubrirá 
impuesto aliwno, pues en este caso debe e111enderse 
eme esos ingresos c¡ue, sufc/os a las deducciones 
establecidas por la le)'.__!10 produjeron utilidades, 
están desgravados, v lo '11"' es mg,\",_JJUe esa pfrdida 
.fiscal sufrida en un l'jercjriQ_jj_.1·i·al, sercí motivo de 
c.·01npensacián en ejercicio vo ... ;terior. ,Yo es cierto 
pues, que el impuesto sobre la rema se causa 
anualme/1/e, ya c¡ue, como se d(io, éste se 1·a 
causando operación tras operación en la medida en 
que se vayan obteniendo los ingresos: por ende. no es 
cierto tampoco, como afirma la recurre/1/e, q11e al 
rea/i=ar pagos provisionales. a c11e/1/a del imp11esto. 
se esté enterando un trib1110 no causado y que ni 
sic¡uiera se sabe q11e se va a causar. El impuesto se 
ha generado, se va causando operac1on tras 
operación, ingreso tras ingreso, y el hecho de que de 
conformidad con el artículo 10 de la ley a 
comell/ario sea ha.Ha el tln del ejercicio f)scal cuando 
se haga el cómv1110 de todos los inf!resos 
acumulables, y se resten a éstos las deducciones 
permitidas por la lev, para determinar una utilidad 
fiscal que va a constituir la base rno el objeto). a la 
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amerjoridad. " 

lnjiJrme de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 1988, Pág. 873. 
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Así entonces, toda disposición que implique que los contribuyentes 

del impuesto sobre la renta paguen el gravamen sobre cantidades mayores a 

aquéllas en las que efectivamente se incrementa su patrimonio, 

evidentemente estará desconociendo su auténtica capacidad contributiva y, 

por tanto, violando en su perjuicio el principio de proporcionalidad 

tributaria. 

Esto es, una disposición que se traduz.ca en un desconocimiento de los 

gastos, erogaciones, costos y pérdidas en que requiere incurrir el contnbuyente 

para la generación de los ingresos que son materia del gravamen, como lo son 

las pérdidas que éste haya sufrido en ejercicios anteriores, o que pretenda hacer 

acumulables partidas que no corresponden a un incremento patrimonial para el 

contribuyentes, se traducirá en una violación al principio de proporcionalidad 

tributaria, pues implicará que el sujeto pasivo quede obligado al pago del 

gravamen sobre una cantidad distinta a su auténtica capacidad contnbutiva. 

Como síntesis de lo anterior, es válido concluir que un impuesto al 

ingreso sera proporcional en la medida en que grave la modificación positiva 

que efectivamente haya sufrido el · patrfutoruo · .. del. contribuyente, en cada 

ejercicio. 

Es decir, en los impuestos al ingreso, como lo es el impuesto sobre la 

renta, únicamente debe gravarse la utilidad obtenida, esto es, la canddad que 

modifica positivamente el patrimonio del sujeto, lo cual se logra e~:térrninos 
. '.:,,,.,:·· ',··. 

generales permitiendo la deducción del costo y de las pérdidas obtenidas en 
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la operación, incluso las de ejercicios anteriores, dado que las mismas 

representan erogaciones realizadas en el pasado en un monto superior a los 

ingresos, pero que tuvieron que ser realizadas con la finalidad de obtener. en 

el futuro ingresos superiores que le permitieran generar un verdadero 

incremento patrimonial. 

Es por ello que el prohibir la transmisión de las pérdidas fiscales 

sufridas por la fusionada a la sociedad fusionante, se traduce en obligar a 

esta llltima a pagar el impuesto sobre bases ajenas a su auténtica capacidad 

contributiva, puesto que ello implica que deba acumular los ingresos que se 

deriven de la actividad que anteriormente venía realizando Ja fusionada, sin 

reconocer los gastos e inversiones en que la fusionada incurrió en su 

momento, para la generación de los mismos. 

Si como ha quedado demostrado, con motivo de la fusión se transmite 

la totalidad del patrimonio de la sociedad fusionada a la sociedad fusionante, 

subsistiendo únicamente la segunda con un patrimonio único confonnado por 

la totalidad de los dos anteriores, y si como ha quedado también demostrado, 

para que el impuesto sobre la renta grave a los contribuyentes en función a su 

verdadera capacidad contributiva es necesario que atienda al incremento 

patrimonial del contribuyente (renta), medido en función del resultado fiscal 

(ingreso, menos deducciones, menos pérdidas fiscales de ejercicios anteriores 

pendientes de amortizar), entonces es claro que para que el gravamen a la 

fusionante resulte proporcional, es necesario que se atienda a todas aquellas 

partidas que afectan este nuevo patrimonio conjunto. 

As! las cosas para que un particular contribuya a lo.s gastos públicos 

conforme a lo previsto por el artículo 31, ·fracción !Vde nuestra Constitución 
· .. , ·, 

(específicamente en forma proporcional), es necesario que reciban tanto las 

obligaciones como los bienes y derechos de t~. ~~cie~~d c.ausante de la 

fusión, y que todos ellos intervengan en la determinación dél impuesto a su 
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cargo, pues de lo contrario no se estaría atendiendo a su capacidad 

contributiva al hacerlo causahabiente fiscal de la fusionada, sin pennitirle 

considerar todos los derechos de aquella, máxime cuando, como se ha 

demostrado, todos ellos confluyen para la determinación de un incremento o 

decremento patrimonial. 

No ob:,1ante lo anterior, confonne al último párrafo del artículo 55 de 

la Ley del Impuesto sobre la Renta. las pérdidas fiscales no pueden ser 

transmitidas con motivo de la fusión (no obstante que, como se ha señalado, 

las mismas son conceptos que inciden directamente sobre el patrimonio de la 

sociedad fusionante, ya que constituyen el reconocimiento de deducciones 

necesarias para obtener ingresos futuros, que no pudieron ser deducidas en su 

totalidad en el pasado). Ello resulta violatorio de lo previsto por el artículo 31, 

fracción IV constitucional., pues se le pretende privar de un concepto que 

neccsariam:nte debe considerar para determinar. su ·auténtica ·- capacidad 

contributiva, según se apuntó anteriormente y, por ende, su _capacidad para 

contribuir al gasto público. 

En efecto, en el caso de fusión de sociedades, al momento de 

perfeccionarse el acto, la sociedad fusionante adquiriere -todos · 1os derechos y 

obligaciones de la sociedad fusionada, dentro de las cÚiil~s se encuentran las 

pérdidas en que incurrió la sociedad fusionada. 

Sin embargo, conforme a lo previsto por el último artículo 55 de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta. dichas pérdidas n~ podrántrarisrTiitirse la sociedad 

fusionada. no obstante que se trata de concepto~ q~e -~~bre~~i~ e~ogaciones 
estrictamente indispensables realizadas en-__ -el·-· paSiid~ ;Jo; IJ< fiisionacli para 

poder obtener ingresos futuros por lá fusiolÍánte:: q~e ~o iu;b~podido 
> ' ''--'", •••• ·¡: '/·,· 

reconocerse en ·su totalidad en el pasado, péro que _ nec~sariaffiente ióciden 

sobre el patrimonio de la fusionada y, consecuentemente, de la fusionante, por 
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lo que al limitar su transmisión se viola la garantía de proporcionalidad 

tributaria. 

En electo, el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en su 

parte conducente señala: 

"Artículo 55. La pérdida fiscal será la diferencia 
entre los ingresos acumulables del ejercicio y las 
e/educciones c111tori=acla.1· por esta Ley, cuando el 
monto de estas últimas sea mayor que los ingresos. 

El derecho a disminuir pérdida.~ es personal del 
c1mtrib11rente que las .mfra v no podrá ser 
transmitido a otra persona ni como con.~ec11encia de 
ú1sión. En el rnso de escisión, las pérdidas fiscales 
pendiemes de disminuirse de lllilidades fiscales, se 
podrcín 1/ii•idir entre las sociedades escinden/e y las 
escindidas en la proporción en que se dividan el 
mpital con motivo ele la escisión. " 

De la simple lectura que se realice de la parte conducente del citado 

precepto, claramente se advierte que el mismo establece W1ll limitante para la 

transmisión de un derecho de W1ll persona a otra, respecto de las pérdidas 

fiscales adquiridas antes de la fusión, cuestión que resulta violatoria del 

principio de proporcionalidad tributaria, pues como ha quedado señalado,. en 

virtud de la fusión se transmiten la totalidad de los derechos y obligaciones de 

la sociedad que desaparece. esto es, la universalidad de su patrimonio. 

Así las cosas, la empresa fusionante ve incrementado su patrimonio en 

relación a los bienes y derechos que adquiere y lo ve disminuido en la medida 

de que adquiere obligaciones que antes pertenecían a otra sociedad; sin 

embargo, el precepto en comento de fonna por demás iajustificada pretende 

limitar el derecho de arnortiz.ar Ia8 pérdidas en que incurrió la sociedad 

fusionada. no obstante que, se insiste, se trata de partidas que implican que en 
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el pasado se reali7l1ron gastos estrictamente indispensables para obtener 

ingresos posteriores. pero que no pudieron ser deducidas en su totalidad en el 

pasado, en \Írtud de que hubo menos ingresos en esos años pasados, pero que 

realmente atectan el patrimonio de la sociedad causante y de la causahabiente 

en la fusión y que, por tanto, debe permitirse su reconocimiento para hacer 

proporcional el gravamen. 

En estos términos, resulta del todo desproporciona!, por atentar contra 

la capacidad contributiva, el que el articulo 55 de Ja Ley del Impuesto sobre Ja 

Renta establezca que las empresas fusionantes no tienen derecho a arnortizru­

las pérdidas tiscales en que incurrieron las sociedades fusionadas antes de la 

fusión, no obstante que al momento de efectuarse la misma, les fueron 

transmitidos todos Jos bienes, derechos y obligaciones a cargo de las 

fusionadas y de que se trata de conceptos que inciden directamente en Ja 

capacidad contributiva del contnbuyente. 

Se insiste, para concluir sobre Ja inconstitucionalidad de la 

intransmisibilidad de las pérdidas que nos ocupan, es importante tener en 

cuenta que las pérdidas no son sino las deducciones incurridas en ejercicios 

anteriores (gastos e inversiones estrictamente indispensables) tendientes la 

generación de ingresos, que no pudieron deducirse en su totalidad en el pa'IUdo 

por haber tenido ingresos inferiores a su monto, por que influyen directamente 

en el patrimonio de Ja fusionada y de la fusionante, en virtud de Ja figura de la 

causahabiencia 

La circunstancia de que se desconozca lo anterior, atenta directamente 

contra la capacidad contributiva de los sujetos obligados al pago del impuesto 

sobre la renta, pues en la medida en que se desconoce la posibilidad de 

amortizar dichas pérdidas se gravará sobre bases distintas a su auténtica 

capacidad coritribuitiva, si se toma en cuenta que lo único que se le cstani 

gravando serán los ingresos brutos obtenidos por la fusionada, a través de la 
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füsiommte, sin lomar en cuenta las deducciones en que incurrieron para la 

obtención de dichos ingresos, lo que francamente resulta iajustificado y 

desproporciona!. 

Si tomarnos en cuenta que en virtud de la fusión, la fusionanlc ve 

incrementado su patrimonio, al transmitlrsele en su totalidad los bienes, 

derechos y obligaciones de la fusionada, entre los que se encuentran los 

ingresos que haya percibido antes de la fusión así como los que se difieran en 

el tiempo, la circunstancia de que por virtud de lo dispuesto por el artículo 55 

de la Ley del Impuesto sobre la Renta no se le transmita las pérdidas fiscales en 

que hubiese incurrido la fusionante hasta antes de la füsión respectiva, no 

obstante que se trata de un concepto que afecta directamente su patrimonio y su 

capacidad contributiva, así como el patrimonio y capacidad contributiva de su 

causahabiente, hace que se desconozcan las erogaciones y gastos en que tuvo 

que incurrir la fusionada para obtener dichos ingresos, lo cual hace que se 

grave de manera desproporciona! a la fusionante, pues se le gravara únicamente 

en relación a los ingresos brutos obtenidos y no respecto de aquellos que 

etectivamente le representen una modificación positiva a su patrimonio. 

En efecto, las pérdidas fiscales presuponen la existencia de erogaciones 

y actos estrictamente indispensables para la realiz.ación de las actividades 

propias de un contribuyente y que, por ello, tienden a la obtención de ingresos 

gravables, por lo que si en virtud de la fusión se transmiten dichos ingresos a la 

fusionante sin que al efecto se puedan transmitir las pérdidas que representan 

su obtención, se origina un trato que no atiende a la capacidad contributiva del 

sujeto pasivo del gravamen, pues, se insiste, para la obtención de dichos 

ingresos la fusionada tuvo •que incurrir en un cúmulo de gastos y erogaciones 

que le representaron una Pérdida fiscal, al no haber tenido ingresos mayores al 
'., .- :., .. ··· 

importe de dichas erogáciolles. 
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Para dejar en claro la inconstitucionalidad del artículo que nos ocupa al 

no pennitir la deducibilidad de las pérdidas con motivo de una fusión y, a 

continuación se presenta un ejemplo en el que claramente se advierte que esta 

circunstancia desconoce por completo la capacidad contnbutiva del sujeto 

pasivo de la relación tributaria, al gravarlo sobre elementos distintos del 

incremento patrimonial positivo a su cargo: 

Piénsese en la empresa cuyo propósito específico es el de construir 

plantas hidroeléctricas para después venderlas. 

Dicha empresa (A), como ya se señaló, durante la construcción de la 

planta hidroeléctrlca.Ónic!Ímente realiza los gastos necesarios para desarrollar 

la planta, I~ d~t. a la postre, le representará la posibilidad de obtener un 

ingreso por sil v~ntll, sin percibir ningún tipo de irigreso en esos años. 

Ahora bien, supongamos que durante los primeros dos años de 

construcción de la citada planta, la empresa A ha efectuado gastos por una 

cantidad total de $6,000.00, que al no obtener ingresos, se traducen en pérdidas 

fiscales que, como ya se demostró, tiene derecho de amortizar en contra las 

utilidades fiscales que obtenga en los ejercicios posteriores. 

Sin embargo, por cuestiones de sinergia y para lograr financiar 

adecuadamente su proyecto hidroeléctrico, decide fusionarse al tercer año con 

la empresa 8, por lo que a ésta última, en su carácter de sociedad fusionante, se 

le transmite la totalidad del patrimonio de la sociedad A, de donde es claro que 

adquiere los derechos de propiedad. de · ios inmuebles y de todo lo que a esa 

techa representa la planta, asl como el derecho a enajenarla en un futuro, una 

vez que concluya su coiisiruci:ión. . 

Dada la inyección de capital efectuada con motivo de la fusión, se 

concluye en ese tercer año la construcción de la planta, erogando $1,000.00 
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adicionales a los ya desembolsados. En ese mismo año, la empresa B vende la 

planta en $10,000.00, cantidad que precisamente constituye el ingreso que 

deberá acumul~ para electo de determinar el impuesto sobre la renta a su cargo 

en ese año, al cual podrá disminuir los gastos efectuados en ese año 

($1,000.00), para sí determinar una utilidad fiscal de $9,000.00. 

Ahora bien., en términos de lo dispuesto por el artículo 55 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, cuya inconstitucionalidad se analiza, a la empresa B 

no se le transnútirán las pérdidas en que tuvo que incurrir la empresa A para la 

construcción de la planta en comento, que corresponden precisamente a los 

gastos estrictamente indispensables para su construcción y que, por ende, 

resultaban deducibles para efectos del impuesto sobre la renta, pero que al 

haber sido mayores que Jos ingresos generados en esa época, se convirtieron en 

una pérdida pendiente de arnortiz.ar en el futuro. 

Lo anterior, significa que la empresa B se verá gravada respecto de los 

$9,000.00 que obtuvo como consecuencia de la venta de la planta construida 

por la empresa A (después de efectuada la deducción del año), no obstante que 

su causante tuvo que incurrir en una serie de gastos y erogaciones para 

construir la planta y que, finalmente, son los que le pemútieron obtener ese 

ingreso elevado. 

Nótese como en virtud de la disposición que se anaJiZll por 

inconstitucional, la empresa B será gravada como si efectivamente obtuviera 

un ingreso total gravable de $9,000.00, no obstante que para la consecución de 

dicho ingreso se incurrieron en una serie de. gastcis y erogaciones. estrictamente 

indispensables para construir la planta re~tiva y obtener. ul1 ingreso sobre la 

venta de la misma. 

En otras palabras, la cantidad de $9,000.00 que obtiene la empresa B 

por la venta de la planta construida por la empresa A. no constituye la utilidad 
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fiscal que la empresa debe considerar para determinar el impuesto sobre la 

renta a su cargo, ya que la obtención de dicha cantidad presupone la existencia 

previa de gastos y erogaciones tendientes a la consecución de la misma, pues 

finalmente sólo habrá incrementado positivamente su patrimonio en $3,000.00 

( diterencia entre gastos efectuados y precio de venta). 

Por lo tanto, la empresa B no será gravada en función de su auténtica 

capacidad contributiva. ya que la cantidad de $9,000.00 no constituye una 

utilidad que efectivamente modifique su patrimonio, sino que para ello es 

necesario atender a los costos que tuvo que realizar, a través de su causante, 

para poder obtener ese flujo de efectivo. 

Mas aún, llevando al extremo las consecuencias jurídicas de la 

disposición que se analiza, podriarnos caer en· el extremo de que una empresa 

que hubiera adquirido en 1999 lll1 automóvil para venderlo (el ctial le. hubiera 

costado $1,000.00), y que decidiera fusionarse el 30 de marzo de ese mismo 

año (debiendo presentar declaración por el ejercicio de fusión. que 

comprendería los meses de enero y febrero de 1999), tendria que· determinar un 

resultado fiscal de pérdida, al haber tenida únicamente una deducción por la 

adquisición del automóvil por $1,000.00. 

Si dicha empresa fuera fusionada por otra d~in~ la cual en el mes de 

junio de 1999 vendiera el automóvil en $ i; 100.00, por Virtud de la disposición 

cuya constitucionalidad se reclama. no podria· llevarse la ~rdid~ generada en el 

último ejercicio de fusión por la ~iona~a,por lo 4ue~ aúrl y cuándo el coSto 

del automóvil fuera de $1,000.00, no podria ded~ckl~.Y. ~r e~de, determinaría 

una utilidad de $1,100.00, lo cual de ninguna manera representa el incremento 

patrimonial que se tuvo con motivo de la venta del vehículo, lo que pone de 

manifiesto la inconstitucionalidad del precepto reclamado. 
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Así entonces, resulta desproporciona! que al momento de füsionarse 

una sociedad. la füsionante adquiera todos las obligaciones de la fusionada y, 

por el contrario, sea desconocido el derecho a amortizar las pérdidas en que 

incurrió la fusionada antes de la fusión, pues, se insiste ello no reconoce su 

auténtica capacidad contributiva, medida en función al auténtico incremento en 

su patrimonio, el que no puede ser medido en forma veraz y real si no se toman 

en consideración los ga~tos efectuados para poder obtener un ingreso, máxime 

cuando estos son estrictamente indispensables para tal efecto. 

En este sentido, es importante recordar que, como anteriormente se 

señaló, un inipuesto al ingreso será proporcional en la medida en que grave la 

auténtica modificación positiva del patrimonio del contribuyente. En el caso de 

la fusión, dado que existe una transmisión universal patrimonial de una persona 

moral a otra distinta. para reconocer la auténtica capacidad contributiva es 

necesario que la fusionante pueda considerar, para la determinación de su 

resultado fiscal, todos los bienes, derechos y obligaciones que tenía la 

fusionada, como si se tratara de la misma empresa, para asl medir su auténtico 

incremento patrimonial. 

Asl entonces, no es proporcional el que el articulo en análisis obligue a 

gravar al particular sin tomar en cuenta las pérdidas en que incurrió la sociedad 

fusionada, pues como ha quedado señalado, aquélla adquiere tanto las 

obligaciones de la · empre5a fusionada como los derechos, por lo que el no 

tomar en cuenta dichas pérdidas necesariamente se traducirla en que el sujeto 

pasivo de la obligación tributaria pague un inipuesto sobre bases ajenas a su 

auténtica capacidad . contributiva, al desconocerse su auténtico incremento 

patrimonial. 

Además, debe hacerse hincapié en el hecho de que la sociedad 

fusionante adquiere el total de las obligaciones de la sociedad fusionada, entre 

ellas, las fiscales, de donde es aún más evidente que al limitarle el derecho de 
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considerar las pérdidas fiscales en que hubiese incurrido la füsionada, se le 

grava de una manera desproporcional. 

En efecto, las propias disposiciones fiscales obligan a la sociedad 

füsionante a responder por las obligaciones a cargo de la füsionada, como se 

demuestra a continuación: 

a) Conforme a lo dispuesto por la fracción 11 del artículo 14-A del 

Código Fiscal de la Federación, la sociedad que subsista o la que surja con 

motivo de la fusión, deberá presentar las declaraciones de impuestos del 

ejercicio y las infonmativas que en los ténminos establecidos por las leyes 

fiscales les correspondan a la sociedad o sociedades fusionadas 

correspondientes al ejercicio que tenninó por fusión, a efecto de que se 

considere que no existió enajenación de bienes. 

b) El artículo 6 de la Ley del Impuesto al Activo, señala que en el 

caso de fusión de sociedades, la empresa que surja no gozará de la exención 

en el pago del impuesto por el periodo preoperativo, ni por los ejercicios de 

inicio de actividades y los dos siguientes. 

c) De acuerdo a lo señalado por el articulo 124 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, el saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta sólo 

podrá transmitirse a otra sociedad con motivo fusión o escisión de 

sociedades. . O \:~, f.· 

·,O''.·>'-- .. 

d) Confonne a lo previsto por el lizt1~~)Q' 120 •. fr~c~iém JI de la Ley 
· .. -· .. ·. ·,":"]'-"• -· ·.:._:¡. '.-.;,,c::.\,•"·''"·:,·.,,_· 

del Impuesto sobre la Renta, el saldo de la cuenta de capitál d¿ apé>rtadón de 

una sociedad sólo s~ podrá tr~~tfi~ri ~oti~ode fu~ión o escisiÓn. 

e) Confonme a lo previsto por el articulo 41 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, los bienes adquiridos por motivo de fusión de sociedades 
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tendrán como fecha de adquisición la que correspondió a la fusión 

respectiva. 

t) En términos de lo previsto por los ar1ículos 7-B y 16 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, la fusionante tendrá la obligación de acumular los 

ingresos diferidos que resulten después de la fusión. 

En estos términos, es claro que las propias disposiciones fiscales 

reconocen que derivado de la fusión de sociedades mercantiles, deben ser 

transmitidos los bienes, derechos y obligaciones de la sociedad fusionada a la 

fuslonante, con el consecuente impacto en la capacidad económica del 

fusionante. 

Lo anterior, resulta justificable ya que con la transmisión de los 

derechos, la sociedad que subsiste deberá hacer frente a las obligaciones que 

por motivo de la fusión no pudo cwnplir la sociedad que desapareció 

(fusionada) y que serán cubiertas con los derechos y bienes que hubiera dejado. 

En este sentido, resulta a todas luces desproporciona! el que el precepto 

combatido por inconstitucional, pretenda limitar la transmisión de las pérdidas 

en que incurrió la sociedad fusionada antes de la fusión, lo que evidentemente 

llevarla a la sociedad fusionante a tributar sobre bases que no corresponden a 

su verdadera capacidad económica, puesto que con motivo de la fusión, su 

patrimonio (conjunto de bienes, obligaciones y derechos) se vio disminuido 

con las obligaciones a cargo de la sociedad fusionada; sin embargo, se le limita 

el derecho a amortizar las pérdidas en que incurrió esta última, lo que resulta 

totalmente desproporcional. 

Para evidenciar aun más lo anterior, podemos retomar el ejemplo que se 

señaló anteriormente. respecto del contribuyente que se dedica a prestar 

servicios de hospedaje. 
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Dentro de los primeros dos ejercicios de operación, nuestro 

contribuyente incurre en una serie de gastos y erogaciones estrictamente 

indispensables para el desarrollo de las actividades propias de su objeto social. 

que son superiores a los ingresos que obtiene por la prestación de sus servicios 

en esos ejercicios, debido a que al ser sus un nuevo hotel, éste no tiene la 

misma demanda que los de otros contribuyentes con más tiempo en el 

mercado. 

Además. es claro que dentro de los primeros años de operación, debe de 

etectuar inversiones que le representan gastos significativos, pues, entre otras 

cosas, debe construir el inmueble donde prestará sus servicios, adquirir el 

inmobiliario necesario, y efectuar gastos en campañas de publicidad que den a 

conocer al público consumidor los servicios que presta. 

Así entonces, para efectos de este nuevo ejemplo, supongamos que 

dicho contribuyente dumnte esos dos primeros años incurre en una pérdida 

fiscal por la cantidad total de $10,000.00, derivado de que los gastos e 

inversiones propios de su ~egÓcio, fueron considerablemente mayores que los 

ingresos obtenidos en esos periodos por los servicios que presta. 

Sin embargo, para el. tercer año, el contribuyente, a· raíz de que sus 

servicios se encuentran plenamente identificados por el público consumidor y 

de que las inversiones efectuadas resultaron de. calidad, obtuvo ingn."SOs 

superiores a las deducciones del periodo, por lo que determina una utilidad 

fiscal de $15,000.00. 

Al respecto, no debe perderse de vista que para obtener dicha utilidad. 

debió incurrir en gastos y deducciones en los dos ejercicios anteriores, que le 

representaron una pérdida fiscal susceptible de ser aplicada contra las utilidaJt.'S 

que generará en ejercicios anteriores, para con ello reconocer su auténtica 

capacidad contributiva. 
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Esto es, si dicho contribuyente no hubiese realizado esas erogaciones 

tan importantes (las cuales le llevaron a generar en sus primeros ejercicios de 

operación pérdidas fiscales), es claro que no hubiera sido posible que 

obtuviera la utilidad fiscal antes precisada, ya que a fin de obtener esos 

ingresos el contribuyente primeramente debió efectuar una serie de 

inversiones que le representaron una serie de gastos significativos, los 

cuales, como ya se ha señalado, necesariamente debieron ser estrictamente 

indispensables par el desarrollo de su actividad (pues de lo contrario no 

serían deducibles). 

En este caso, suponiendo que nuestro contribuyente no se hubiera 

fusionado, el mismo podría aplicar .. la· pérdidas en que incurrió en ejercicios 

anteriores ($10,000.00), en contra de la utilidad fiscal que generó durante el 

tercer· año· de operación ($15,000.00), lo que le llevaría a·. determinar un 

resultado fiscal de $5,000.00, que es precisamente la cantidad que denota su 

verdadera capacidad contributiva. pues es en lo que realmente se incrementó su 

patrimonio. 

No obstante lo anterior, en el caso de que el contribuyente decidiera 

fusionarse, la nueva empresa igualmente determinaría una utilidad fiscal de 

$15,0000.00, considerando los ingresos y las deducciones del ejercicio, 

Sin embargo, a diferencia del caso anterionnente expuesto, en virtud de 

lo dispuesto por la disposición que se analiza, la empresa fusionante no podrá 

amortizar aplicar las pérdidas fiscales en que incurrió la . fusioriada durante los 

primeros ejercicios de actividades, lo que provocará que se grave a esta nueva 

empresa (quien es causahabiente de la anterior) en función a los ingresos brutos 

generados por la operación del hotel que anterionnente tenía la empresa A, lo 

que evidentemente no denota su verdadera capacidad contnbutiva, ya que, 

corno se señaló anterionnente, para la obtención de dicha utilidad se 
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incurrieron en una serie de gastos y erogaciones en el pusudo, los cuales no se 

habían podido aplicar contra los ingresos obtenidos hasta antes de la fusión. 

En este sentido, al limitar el derecho de amortizar lus pérdidus en que 

incurrió una sociedad fusionada antes de la fusión, da como resultado que se 

grave a lus empresus que tienen el carácter de fusionantes sobre buses que no 

tienen relación con su autentica capacidad contributiva, pues, se reitera, al 

patrimonio de la fusionante ingresaron todas lus actividudes productivus que 

realizaba la fusionada. pero no el derecho a amortizar lus pérdidus fiscales que 

dicha empresa incurrió en ejercicios anteriores, de acuerdo con la disposición 

analizada, lo que resulta totalmente inconstitucional. 

Así lus cosas, resulta totalmente desproporciona! el que con motivo de 

la fusión que nos ocupa, se pretenda limitar la transmisión del derecho de 

amortizar las pérdidus en que incurrió la sociedad fusionada en ejercicios 

anteriores, con base en un precepto que no atiende a la garantía de 

proporcionalidad tributaria y que, por tanto, resulta inconstitucional. 

Además, cabe recordar que, como se señaló anteriormente, dichas 

pérdidus fiscales resultan un elemento esencial para determinar la verdadera 

capacidad contributiva la las empresas fusionantes, pues forman parte del 

patrimonio que conforme a lo previsto por el articulo 224 de la Ley General de 

Sociedades Mercantiles le fue transmitido, y por ende, son un elemento 

esencial para determinar el impuesto sobre la renta a su cargo, razón por la cual 

desconocerlas atenta contra la capacidad contributiva del sujeto . pasivo del 

gravamen en franca violación a la garantía de proporcionalidad tnbutaria. 

Al respecto, debe recordarse que confo~ a lo previsto por el artículo 

31, fracción IV de nuestra Constitución, . los contnbuyentes tienen obligación 

de contribuir al gasto público, pero eUo necesariamente debe ir en función a su 

capacidad contributiva, pues de lo contrario eUo resultaría inconstitucional. 
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Así las cosas, el que el articulo 55 de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta desconozca el derecho que tiene una empresa fusionante de disminuir de 

las utilidades fiscales que genere, Ja~ pérdidas fiscales en que haya incurrido la 

fusionada antes de la fusión es desproporciona!, pues como ha quedado 

debidamente demostrado, la fusionante modifica su patrimonio y, por ende, su 

capacidad contributiva en función a los derechos y obligaciones que adquirió 

con motivo de una fusión. 

5.3. Violación a la garantla de equidad tributaria 

La doctrina, la legislación y la jurisprudencia son acordes en señalar 

que la equidad tributaria se traduce en la igualdad de trato de la ley a los sujetos 

pasivos que se encuentren en las mismas circunstancias. 

"El elemento equidad mira fundamentalmente a la generalidad de la 

obligación. En estos términos, cuando la ley no es general, ya solo por ello es 

inequitativa", asl lo sostuvo el entonces Ministro de Ja Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, José Rivera Pérez Campos. 52 

Adolfo Arrioja Vizcaíno en su obra "Derecho F.iscal" 53señala que una 

ley es generaJ y equitativa cuando se aplica. sin excepción, a todas la· personas 

que se coloquen en las diversas lúpótesis nonnativas que la misma establece. 

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dictado la 

siguiente tesis: 

"IMPUESTOS. VALIDEZ CONSTITUCIONAL DE 
LOS... También este Tribunal Pleno ha considerado 
c¡ue la equidad exige que se respete el principio de 
igualdad: determinando que es norma de equidad la 

" RIVERA PEREZ CAMPOS, José, "Revista de Investigación Fiscal", ed. Secre1arfa de Hacienda y Crédito Público. 
marzo de 1970, página 78. 
" Op. Cit. póg.81. 
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1¡ue se enc11entren obligac/os a determinacla situación, 
/0.1· q11e se hallen e/entro ele lo establecido por '" ley, y 
1¡11e no se encuentren en esa misma obligación los q11e 
estén en situación j11rídim diferente; o se"· tratar" lo.v 
ig11a/es de manera i&rz1t1/. 

b¡fimne de la Suprema Corte ele Jmticia de la Nación 
197./, Primera Parte, Pleno, l'ágin" 321y322". 

"L" equidacl tora/mente, e.1· la igualdad ante la misma 
ley triblllaria de todos los SZ!ietos pasil'os de un mismo 
triblllo. los q11e en tales condiciones deben recibir un 
tratamiento idéntico en lo concerniente a hipótesis ele 
cau.1·ac1011. acwnulación ele ingresos i:ranulos, 
cled11cciones permitidas. plazos ele pago, etc. _debiendo 
variar únicamente lm 1C1r//i1s triblllarim· aplicables ele 
ac11erclo con la capacidad económica de cada 
contrib1{vente para re.1petar el principio ele 
proporcionalidad Ahora bien los preceptos 
e.1pet·ijicadus no cumplen con los anteriores requisitos 
pues, por una parte el permitir en un caso la e/educción 
ele un gasto y prohibirlo en otros, a pesar ele ser ele la 
misma nafllrale=a. propicia que contribuyentes que se 
encuentran en la misma situación j11rídica frente a la 
ley sean colocados en situación desi&rz1al. pues mientras 
los que pueden hacer la deducción verán disminuir su 
ingreso gravable. los que no pueden hacerla lo verán 
incrementado. atentcíndose contra la equidad en los 
tributos". 

Informe de la Presidencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación correspondiente al año de 1984, 
Pág. 325 
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Esto es, la garantía de equidad tributaria implica el dar un trato igual 

a aquellos contribuyentes que se encuentran en igualdad de circunstancias 

trente a la Ley. Así lo ha sostenido la actual integración del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia que a 

continuación se transcribe: 
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"l,\!l'UESTOS. PRINCl!'IO DE .EQUIDAD 
TRIBúTARIA !'REVISTO POR El ARTICULO 31. 
FRACCION JI~ CONSTITUCIONAL.- De una revisión 
a las diwrsas tesis suste/1/adas por esta Suprema Corte 
de .Justicia de la Nación. en torno al principio de 
equidad trihutaria previsto por el artículo 31. fracción 
IV. ele la Constituciún Federal. necesariamente se llega 
a la conclusión de que. en esencia. este principio exige 
que los cmllrihuyentes de un impuesto que se 
encuentran en una misma hip1ítesis de causación, 
clehen guardar una idéntica situación .frente a la norma 
juridicu c¡ue lo estahlece y regula. lo que a la l'I!= 
implica c¡ue las cliJposiciones 1ributaria1· dehen tratar 
de manera i1mal a uuienes se encuemren en una misma 
situación r de manera c/esigyal a lo.~ sujetos del 
gravamen que se uhiquen en una situación diversa: 
implicando m/QJ1cí.1·. que se e.1·111hle=ca 1¡11e para poder 
cumplir con este principio el legb"/mlor no sólo está 

.fé1cultad11. sino que tiem· ohligación de aear 
categorías o clasificaciont's clt' contrihuwntes. a 
condición de que ó·1a1· no sean caprichoscL\º o 
arhitrarias, o creadas para l10stili=c1r a dt'terminada~ 
clases o uniwr.mlidades de c111L1·mues. sino que se 
sustenten en hase.1· objetivas que ra=onablemente 
jmtifiquen el tratamiento diferente mtre una y otra 
categoría. y que pueden responder a finalidades 
económicas o sucia/es, ra=ones de po/Í/ica jisca/ o 
incluso extrafiscales. 

Semanario .Judicial de la Federación IX Epoca. T. //, 
Pleno, diciembre 1995, p. 208" 
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En reswnen, para que una disposición tributaria respete el principio de 

equidad, es imprescindible que otorgue un trato igual a aquellos contribuyentes 

que se encuentren en igualdad de circunstancias frente a la Ley y desigual a 

aquellos que no se encuentren en un plano de igualdad. 

En el caso a estudio, el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta. otorga un tratamiento inequitativo a los contribuyentes al impedir que 

una empresa fusionante amortice las pérdidas en que incurrió la empresa 

fusionada con anterioridad a la fusión, por el sólo hecho de que hubieran 

llevado a cabo ese acto jurídico. 
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En eti:cto, el artículo cuya inconstitucionalidud se analiza resulta 

violatorio de la garantía de equidad tributaria, en la medida en que sin razón 

jurídica que lo justifique, limita a la empresa fusionante el derecho de 

amortizar las pérdidas fiscales en que incurrió la empresa fusionada. 

Lo anterior resulta inequitativo en la medida en que, como se demostró 

en los apartados anteriores, dichas pérdidas fiscales no son sino una parte de los 

gastos, adquisiciones, inversiones y derruís erogaciones en que lu fusionada 

tuvo que incurrir para que las actividades que posterionnente se desarrollan por 

parte de la fusionante generen ingresos o utilidades afectas al pugo del tributo, 

por lo que el hecho de que exista una fusión no justifica un trato desigual que 

implique el desconocimiento de la auténtica capacidad contributiva de la 

fusionante. 

En el caso, por el solo hecho de que exista una fusión entre dos 

empresas una fusionada y otra fusionante, ésta última no podrá amortizar las 

pérdidas en que incurrió la primera con anterioridad a la fusión. lo cual se 

traduce en trato inequitativo respecto de las demás empresas que al no haberse 

fusionado si pueden amortizar las pérdidas en que incurrieron en ejercicios 

anteriores, no obstante que para ambos contribuyentes constituyen el reflejo de 

las deducciones (gastos estrictamente indispensables) que tuvieron que efectuar 

en el pasado en cantidades superiores a los ingresos acumulables, y que, como 

tal, les sirvieron de base para la obtención de ingresos futuros. 

Esto es, según se señalo al principio del capítulo anterior; confonne a lo 

previsto por el artículo 10 de la Ley del Impuesto sobre fa Renta, las personas 

morales. a efecto de detenninar su resultado fiscal (base del impuesto), restarán 

de los ingresos acumulables las deducciones permitidas por la propia ley, 

disminuyendo del resultado obtenido (utilidad fiscal), las pérdidas incurridas en 

ejercicios anteriores, en la medida de que estas últimas, afectan directamente 

sobre su capacidad contnbutiva (incremento o decremento patrimonial). 
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No obstante lo anterior, el articulo 55 de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta. pretende linútar el que las sociedades fusionantes apliquen las pérdidas 

en que incurrieron las empresas fusionadas en ejercicios anteriores, por el sólo 

hecho de haberse fusionado, lo cual resulta a todas luces injustificado y 

provoca un tratamiento desigual a los contribuyentes del impuesto que se ven 

obligados a detenninar su resultado fiscal en forma autónoma. respecto de 

aquellos que lo hacen en su carácter de causahabientes del autor de la fusión, 

sin que exista alguna razón jurídica para tratarlos de manera desigual. 

Lo anterior, en virtud de que al fusionarse dos empresas, la fusionante 

pierde el derecho de amortiz.ar las pérdidas en que incurrió la empresa 

fusionada en ejercicios anteriores, no obstante que con motivo de la fusión, a la 

fusionante se le transmite la totalidad del patrimonio de las fusionada. esto es, 

la totalidad de los bienes, derechos y obligaciones, lo cual no debiera significar 

dar un trato distinto respecto de aquellas sociedades que no se fusionan, puesto 

que se trata del autor de una sucesión universal y el causahabiente de la misma. 

por lo que lo justo serla darles el mismo tratamiento que tendría la sociedad 

fusionante de no haberse fusionado, para la detenninación de su resultado 

fiscal consolidado. 

En efecto, según lo señalaJ11()s, ':1'1terionnente, toda fusión es regida 

por la figura de la causahabiencla,,misma que ~s una institución establecida 

en nuestro sistema jurídico, por, virtud, de la cual se transmiten los bienes, 

derechos y obligaciones por una persona llamada causante, a otra llamada 

causahabiente, derivado de' la intima vinculación personal que existe entre 

ellas, como ocurre en el caso de la fusión por absorción o incorporación. 

En este sentido, podemos concluir que en virtud de una fusión una 

sociedad se extingue por la transnúsión total de su patrimonio a otra sociedad 

subsistente o a una nueva. y al ser . elementos del patrimonio los derechos y 

obligaciones, es claro que éstos son transnútidos a la empresa fusionante, Ja 
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cual podrá hacer uso de esos derechos y deberá responder por esas 

obligaciones. 

Así las cosas, dado que con motivo de la fusión la nueva sociedad 

absorberá todo el patrimonio de la sociedad fusionada, lo equitativo es que ésta 

continúe detenninnndo el impuesto a su cargo, en la parte que corresponde al 

patrimonio transmitido por la fusionada, de la misma manera que aquella lo 

venia haciendo y corno lo hacen todas las personas morales, esto es, a través de 

la determinación de su resultado fiscal, para lo cual será necesario que pueda 

restar a los ingresos las deducciones y, posteriormente, amortizar el importe de 

las pérdidas de ejercicios anteriores pendientes de disminuir. 

Al respecto, corno se señaló en el apartado anterior, la pérdida fiscal de 

un ejercicio será la diferencia entre los ingresos acumulables y las deducciones 

autoriz.adas, ·cuando estas últimas sean mayores. Esto es, será la diferencia que 

resulte de restar al total de los ingresos acumulables en un ejercicio, las 

deducciones autoriz.adas por la ley, cuando el monto de las deducciones sea 

superior al de los ingresos. 

Así las cosas,' resulta del todo violatorio de la garantía de equidad 

tnbutaria el que, no ~bstiillte que tanto los contribuyentes que se fusionan como 
-.;_.' ;,.· .· .; ':·· - ' , ' 

los deniás han incurrido, en pérdidas fiscales, a uno. de ellos se le limite el 

derecho p~ arnort~ dichas pérdidas, por el sólo hecho de. haberse 

fusionado. 

Estoes, el precepto cuyo análisis se ha expuesto a lo largo de este 

trabajo, se trad~ce ~~ un bto desigual e injustificado a aquellas empresas que 

realizan dos o niás' actividades productivas en virtud de una fusión, re5pecto del 

que reciben las personas morales que realimndo dos o niás actividades 

productivas distintas entre s~ no tienen su origen en una fusión 
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Para evidenciar la inequidad que provoca la limitante establecida en el 

precepto reclamado, a manera de ejemplo, piénsese en el caso de empresas que 

se dedican a la producción de tomillos (empresa A) y a la fabricación de 

chicles (empresa B). En nuestro ejemplo la empresa dedicada a fabricar 

tomillos es una empresa ganadora, por lo que en 1996 tuvo una utilidad fiscal 

de $100.00, en tanto que la empresa B perdió $200.00. 

Por su parte existe otra empresa denominada C, la cual tiene 2 áreas de 

producción: una dedicada a la producción de tomillos y la otra a la fabricación 

de chicles, la cual en 1996 generó una pérdida fiscal de $ 100.00, derivado de 

que su división chicles efectuó inversiones importantes y registró una 

"perdida" interna de $200.00, en tanto que la otra división reportó una utilidad 

interna de $100.00, por lo que al momento de determinas su resultado fiscal 

generó la citada pérdida de $100.00. 

Ahora bien, suponiendo que en el ejercicio de 1997 las empresas A y B 

decidieran fusionarse con efectos a partir del 1 ° de enero de 1997, subsistiendo 

como fusionante la empresa A y desapareciendo ht empresa B (como ocurre en 

el caso a estudio). 

A final del ejercicio de 1997, la empresa A (ya fusionada) obtiene una 

utilidad fiscal de $100.00, en tanto que la empre5a C obtiene la misma utilidad. 

No obstante lo anterior, en el caso. de la empresa A no podrá amortiz.ar 

en contra de la utilidad de 1997 ($100.00), el iriiporte de las pérdidas de 

ejercicios anteriores incurridas por la saciedad fusionada B, puesto que la 

disposición analizl¡da por inconstitucional lo prolube, por lo que deberá 

determinar un impuesto de $35.00 en el ejercicio de 1997 (resultado de 

multiplicar la tasa del 35% por el importe de la utilidad fiscal determinada por 

la empresa). Lo anterior, no obstante que la pérdida fiscal incurrida por la 

empresa de chicles (empresa B), forma parte de su patrimonio y refleja 
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directamente los gastos que en J 996 se tuvieron que erogar para que la empresa 

en 1997, generara utilidades. 

Caso distinto sucede con la empresa C, la cual, no obstante las cifras 

idénticas que le resultaron en 1996 y 1997 y aún cuando se dedicaba a las 

mismas actividades que las empresas A y B, sí podrá amortizar en contra del 

resultado fiscal de 1997 ($100.00), el importe de la pérdida fiscal de $100.00 

que le resultó en 1996, por lo que no tendrá obligación de pagar cantidad 

alguna por concepto de impuesto sobre la renta por el ejercicio de 1997, pues, 

se insiste, no se incrementó positivamente su patrimonio. 

En el caso de la empresa A (ya fusionada) tampoco se incrementó 

positivamente su patrimonio conjunto, por el hecho de que hubiera percibido 

$100.00 de utilidad en 1997, toda vez que para generar parte de ese patrimonio, 

había generado pérdidas (a través de la sociedad fusionada), las cuales inciden 

directamente en el patrimonio conjunto y afectan directamente su capacidad 

contributiva Sin embargo, con motivo de la aplicación de la disposición en 

análisis, no se le permite amortizar dichas pérdidas, no obstante tratarse de un 

contribuyente idéntico que el denominado e, lo que pone de manifiesto la 

inequldad de trato que provoca y la necesidad de que un tribunal la declare 

inconstitucional. 

En· estos.· términos, conforme a la disposición que se analiza por 

inconstitucioOal, la· empresa que no fue fusionada podrá amortizar la pérdida 

fiscal incuríichl durilnte el ejercicio de 1996 contra las utilidades que obtenga en 

el ejerCicio de 1997; sin embargo, por el simple hecho de haber sido fusionada.. 

la otra empresa perdió el derecho a amortizar la pérdida sufrida en el ejercicio 

de 1996, no obstante que la universalidad de su patrimonio fue transmitido a la 

sociedad fusionante. 



V. INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTICULO SS DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA 

172 

Nótese, como . en. ambos casos, estwnos en presencia de una pérdida 

fiscal obtenida en el ejercicio de 1996; sin embargo, para el ejercicio de 1997 

sólo uno de los contribuyentes tendrá la posibilidad de amortiz.arla en su 

totalidad, mientras que la sociedad fusionante, aun cuando le fue transmitido la 

totalidad· del patrimonio de la empresa fusionada., perderá ese derecho por el 

sólo hecho de haberse fusionado, aun cuando se trata de su causahabiente 

universal. 

Por más inequitativo y drástico que parezca el ejemplo anterior, es 

precisamente lo que sucede en el caso que nos ocupa, toda vez que conforme a 

lo previsto por el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, aun cuando 

sea el causahabiente de dicha empresa, por el sirnpl~ lli:~ho de fusi~narse, 
mientras que cualquier otro contribuyente que hubiera incurrido en pérdidas 

semejantes en los mismos años, por no haberse ·fusionado se encuentra en 

posibilidad de disminuir de su utilidad fiscal dichas pérdidas. 

Resulta aplicable por analogfa al estudio que hemos realizado, la tesis 

sustentada por el Segundo Tnbunal Colegiado del Décimo Cuarto Circuito que 

a continuación se transcribe: 

"ACTIVO DE LAS EMPRESAS, IMPUESTO AL. El 
ULTIMO PARRAFO, PRIMERA PARTE, DEL 
ARTICULO 9o. DE LA LEY RELATIVA Al, ES 
INCONSTITUCIONAL EN TANTO DESATIENDE 
LOS PRINCIPIOS DE JUSTICIA TRIBUTARIA 
CONSAGRADOS POR El ARTICULO 31, 
FRACCJON IV. DE LA CONSTITUCION GENERAL 
DE LA REPUBLIC4. EN TRATANDOSE DE FUSION 
DE SOCIEDADES AIERCANTILES. Al margen de que 
el primero de los preceptos invocados se contrapone a 
lo establecido en el artículo 22./ de la lev General de 
Sociedades Mercantiles, (conforme al cu:il la sociedad 
que subsiste o la que resulte de la fi1sión tomará a su 
cargo los derechos y las obligaciones de las sociedades 
extinguidas), al establecer que en caw de fusión la 
sociedad.f11sioru1da no puede transmitir a la.fusionan/e 
su derecho a la devolución del impuesto al activo, 
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co11.mgrados por el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Federal, a fin de que en 11n mismo plano 
de igualdad todos los sujetos pasfros del impuesto al 
activo puedan obtener la devolución del saldo a su 
favor, al sólo permitir it1eq11itativame11te que las 
sociedades mercantiles no fusionadas sí puedan 
obtener la devolución, mientras las que sí l'e f usit>nan 
pierden ese derecho a partir de la fusión, lo que 
implica que éstas trib111en en mayor proporción para 
los gastos públicos que las no ji1sionadaY, sin que se 
justifique esa discriminación. Ademá~. el indicado 
precepto legal no se s1ljeta al mandato del artk11lo 1./ 
con.\'/ilucional. en tanto priva a la sociedad fu1·ionante 
de un derecho, sin juicio previo seguido ante los 
tribunales prwiamente establecidos, en el que se 
cumplan las formalidades esenciales del procedimiento 
y co1iforme a las leyes expedidas con anterioridad al 
hecho. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL 
DEC!MO S&\TO CI RCU!TO. 

Amparo directo 35./195. Gn1po Repa, S.A. de C. V. 11 
de agosto de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: 
,\loisés Duarte Aguíñiga. Secretario: Ramiro Medina 
,\Iascot." 
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De la transcripción anterior, es claro que la disposición que se analiza 

es \iolatoria de lo previsto por el articulo 31, fracción IV de nuestra 

Constitución, en la medida en que limita a las sociedades fusionantes el 

derecho de considerar las pérdidas fiscales en que hubieren incurrido las 

sociedades fusionadas antes de la fusión respectiva, no obstante que a aquélla 

se le transmite en su totalidad el conjunto de derechos y obligaciones de ésta 

última. lo cual implica que, de manera inequitativa, sólo las sociedades 

mercantiles no fusionadas puedan deducir dichas pérdidas, mientras las que 

si se fusionan pierden ese derecho a partir de la fusión precisamente, lo cual 

significa que éstas tributen en mayor proporción para los gastos públicos que 

las no fusionadas, sin que se justifique esa discriminación. 

Debe sefla.larse que aun cuando el criterio judicial antes transcrito se 

refiere a la inconstitucionalidad del artículo 9 de la Ley del Impuesto al Activo, 
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el mismo resulta un ejemplo bastante claro que nos ayuda a explicar que ya que 

nos encontramos illlte una situación idéntica, a saber, la limitante que tienen las 

sociedades fusioílillltes a ejercer un derecho, no obstante que el mismo les fue 

transmitido en virtud de la fusión en la que hubiesen tomado parte. 

En estos términos, es claro que la limitante prevista por el artículo 55 de 

la Ley del Impuesto sobre la Renta resulta del todo violatoria de la garantía de 

equidad tributaria, al impedir que las empresas fusionantes disminuyan las 

pérdidas fiscal en que incurrieron las empresas fusionadas, por el solo hecho de 

haberse fusionado. 

Por último, no puede perderse de vista que tratándose de personas 

morales, no es dable validamente, que posean derechos personalísimos, ya que 

una sociedad mercantil carece por naturaleza de facultades inherentes a la 

persona ffsica, esto es, que tenga derechos personales e intransferibles, por ello 

los derechos a disminuir pérdidas fiscales, no pueden jurídicamente ser 

considerados personalísimos, y por ende sí pueden ser transferibles, por ser 

aspectos económicos. 

En efecto, el doctrinario Alberto Pacheco Escobedo señala lo 

siguiente:54 

"Es claro que los derechos de la personalidad no son 
patrimoniales. Los bienes que protegen, los atributos 
de la persona que forman su contenido, repugnan la 
idea de ser valorados en dinero. Por lo mismo, en 
principio tampoco son enajenables ni participan de las 
demás características de los derechos subjetivos 
patrimoniales" 

" PACHECO ESCOBE[)(), Alberto, "Lo Persono EN el Derecho Civil mexicano~, Editorial Panorama, Segunda 
Edición, México, l 992. 
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Para evidenciar aun más la inequidad de la disposición cuya 

constitucionalidad se analiza, es importante seftalar que confonne a la misma, 

en los casos de escisión de sociedades sí resulta procedente la transmisión de 

las pérdidas fiscales pendientes de amortizar, no obstante que a través de ambas 

figuras jurídicas opera una transmisión universal patrimonial de. un 

contribuyente a otro y, por ende, debiera dárseles un tratamiento fiscal idéntico 

en materia de arnortiz.ación de pérdidas fiscales de ejercicios anteriores. 

Esto es, al igual que en el caso de fusión, por la escisión de sociedades 

se efectúa una transmisión total o parcial de los derechos y obligaciones de la 

sociedad escindente a las escindidas, por lo que también existe la figura de la 

transmisión patrimonial del causante de la transmisión al causahabiente de la 

misma. 

En etecto, conforme a lo previsto por la Ley General de Sociedades 

Mercantiles, hay . escis.ión: "cuando una sociedad denominada escindente 

decide extinguirse y divide· la. totalidad o parte ·de su activo, pasivo y capital 

social en dos ~ más ~iuies, que son ap0rtadás en bloque a otras sociedades de 

nueva c~éación de~~~~ escindida!>; ~ cuando la escindente, sin 

extinguirse, aportHn bl~qu~ p~e de' ~ ~ctivo, pasivo y capital social a otra u 

otras sociedades de nueva creación. 

No obstante que se trata de figuras que jwídicamente producen 

consecuencias jurídicas idénticas (transmisión patrimonial de una persona 

moral a otra, con la consecuente desaparición de una o de varias de ellas), 

conforme a lo previsto por el propio artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta, en los casos de escisión de sociedades sí resulta procedente el transmitir 

las pérdidas fiscales en la proporción en que se divida el capital social con 

motivo de la escisión, en tanto que en los casos de fusión no lo permite. 
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En etecto. el artículo 55 de la Ley del· Impuesto sobre la Renta en su 

parte conducenle señala lo siguiente: 

"Artículo 55 . ......................................................... . 

El derecho a disminuir pérdidas es personal del 
contrihuye/1/e que las Sl!/ra y no podrcí ser 
trammitido a otra persona ni como consecuencia de 
.fi1sirín. E11 el ca.m 1/e esci.~iót1, las pérdida.f fiscales 
pemliet1tes tle tlifmÍ'111irse tle 11tilitlatles (isca/e.f, se 
potlrát1 dividir e11tre las .mcietlatles e.fcit1tlet1te 1• las 
escintlitla!!i en la proporción en que .\·e tlivitlat1 el 
capital co11 motivo 1/e la e.fcisión. " 

Nótese como la disposición antes señalada permite en el caso de 

escisión de sociedades la transmisión de las pérdidas fiscales en que haya 

incurrido la sociedad escindcnte a las escindidas en la proporción en que se 

divida el capital social. 

No obstante lo anterior, la misma disposición impide que en el caso de 

fusión. sean transmitidas las pérdidas HSCaJes que deriven de la misma, no 

obstante que, se insiste, en wnbos casos existe una transmisión patrimonial de 

una persona moral a otra y, por ende, debiera dárseles un tratamiento fiscal 

idéntico, a través de permitir en wnbos casos la transmisión de las pérdidas 

fiscales sufiidas por las sociedades fusionadas y las escindidas, 

respectivamente. 

Esto es, tanto en la fusión como en la escisión de sociedades existe una 

transmisión de derechos y obligaciones; sin embargo, en el caso de la fusión el 

articulo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta impide que la empresa 

fusionante pueda aplicar las pérdidas pendientes de amortlz.ar de la empresa 

fusionailit, mientras que en el caso de escisión si permite que las pérdidas 

incurridas por las empresas escindidas sean transmitidas, lo cual a todas luces 
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resulta violatorio de lo previsto por el artículo 31, fracción IV de nuestra 

Constitución. 

En electo, como ha quedado demostrado, tanto en la fusión como en la 

escisión existe transmisión de derechos y obligaciones, de donde no resulta 

justificable que para el caso de la primera se limite la transmisión de dichas 

pérdidas a las empresas fusionantes, mientras que en el caso de escisión ello sí 

se permita en relación a la división del capital correspondiente, sin que exista 

una razón que jurídica y válidamente justifique ese trato desigual e 

inequitativo. 

5.4 Violación a la garantía de audiencia y seguridad juridica. 

El artículo 14 constitucional establece, en su parte conducente, 

textualmente lo siguiente: 

"Artículo 14 ...................................................... .. 

Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de 
sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante 
juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades 
esenciales del procedimiento y conforme a las leyes 
expedidas con anterioridad al hecho. " 

De la transcripción anterior del artículo 14 constitucional, se desprende 

que nadie podrá ser privado de la vida. libertad, propiedades, posesiones o 

derechos, sino en virtud de un juicio que deberá ser seguido ante los tnbunales 

que hayan sido previamente establecidos y en el que, además, se cwnplan con 

las formalidades esenciales del procedimiento. 

Lo anterior, incluso debe ser respetado por el legislador al emitir las 

leyes, pues en caso de que dichos ordenamientos no contemplen la posibilidad 
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de que antes de la privación de sus derechos sean escuchados en su defensa, 

éstos se traducirían en nolTllllS inconstitucionales. 

Al respecto, el licenciado Ignacio Burgoa señala55
: 

"El criterio .1·1tftentado por la Suprema Cor/e respecto 
a esta cuestión ha sido en el sentido ele considerar que 
a garalllía de audiencia es efectiva aun frente a /af 
leyes, de tal suerte que el Poder legislativo debe 
acatarla. instituyendo los procedimientos en los que se 
conceda al gobernado la oportunidad ele ser escuchado 
en defensa por lm autoridaeles encargadas de su 
aplicación. antes de que, a virtud de ésta. se realice 
alglÍn acto de privación autorizado normativamente." 

Así las cosas, es claro que cualquier ordenanúento material y 

formalmente legislativo que no prevea el que el gobernado pueda defender sus 

derechos antes que ser privado de los mismos, necesariamente se traduce en 

una violación a la garantía de seguridad jurídica prevista en el segundo párrafo 

del artículo 14 constitucional, y por ende, el mismo resulta inconstitucional. 

En el caso, como ha quedado señalado anteriormente, conforme a lo 

previsto por el artículo. 224 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, la 

sociedad que subsista de una fusión o la que resulte de la misma tomaiá a su 

cargo los derechos y obligaciones de las sociedades que se . extingan, pues se 

transmite la totalidad del patrimonio de estas últimas sociedades. 

Así las cosas, es claro que conforme al citado precepto, al momento en 

que se da la fusión la empresa fusionante, adquiere todos los derechos y 

obligaciones a cargo de la sociedad fusionada, por disposición de la Ley 

General de Sociedades Mercantiles. 

" BURGOA, Ignacio, "Las Garantlns Individuales", Ed. 27°, Porrua. México 1995, pag. 564 
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No obstante lo anterior, en completa contravención a las garantías de 

proporcionalidad y equidad tributarias (como se ha demostrado 

anteriormente), así como u las de audiencia y seguridad jurídica previstas en el 

artículo 14 de nuestra Constitución, la misma disposición pretende limitar el 

derecho de considerar dentro del patrimonio de la empresa fusionante, las 

pérdidas en que incurrió la fusionada antes de la fusión efectuada, sin darle 

oportunidad de manifestar previamente lo que a su derecho convenga. 

Esto es, derivado de dicha fusión, la fusionante adquiere una serie de 

derechos y obligaciones, ubicándose dentro de los primeros. las pérdidas 

fiscales en que incurrió la empresa fusionada antes de que se efectuara la 

fusión. 

Sin embargo, confonne a lo previsto por el artículo 55 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, se impide a la fusionante el poder amortizar. las 

pérdidas en las que incurrió la fusionada antes de la fusión, sin dar oportunidad 

de demostrar el derecho que le asiste para amortizar dichas pérdidas. 

La circunstancia de que el legislador hubiera establecido que no 

resultaba procedente amortizar las pérdidas con motivo de una fusión, según se 

desprende de una interpretación sistemática de las disposiciones de la Ley ·del 

Impuesto sobre la Renta y de lo que ha establecido la doctrina, obedece a que 

en todos los casos, el legislador presume que la figura de la fusión había sido 

utilizada como un método para defraudar, a través de la fusión de empresas 

perdedoras con ganadoras para reducir el gravamen a su cargo. 

Sin embargo, el legislador perdió de vista que no todos los casos 

adquieren estas características y no estableció un mecanismo que permitiera a 

los contribuyentes acreditar que no realizBrían una fusión fraudulenta, lo que 

resulta violatorio de la garantía de audiencia consagrada en el artículo 14 

Constitucional. 
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Así las cosas, el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 

resulta violatorio de lo previsto por el artículo 14 constitucional, pues sin juicio 

previo seguido ante los tribunales competentes, priva a los gobernados de los 

derechos que le corresponden derivados de la fusión de sociedades. 

Así las cosas, resulta del todo violatorio de lo previsto por la garantía 

de seguridad jurídica y audiencia el que sin un juicio previo seguido ante los 

tribunales previamente establecidos, se pretenda privar a la fusionante, el 

derecho de amortizar las pérdidas en que incurrió la sociedad fusionada 

Resulta aplicable a este estudio, la tesis dictada por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación que a continuación se transcribe: 

"ACTIVO. ESTE IMPUESTO QUEBRANTA El 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD Al NO 
PREVER LA POSIBILIDAD DE DESVIRTUAR LA 
l'RESUNCION DE GANANCIA MINIMA OBJETO 
DEL GRA VAAlEN. Siendo el objeto del impuesto al 
activo la ganancia o rendimiento mínimo presunto 
originado en la tenencia de activos destinados a 
actividades empresariales. es claro que al no prever la 
ley la posibilidad de desvir111ar esta presunción de 
ganancia m1111ma. quebranta el prmc1p10 de 
proporcionalidad tributaria, pues ocasiona que el 
gravamen no sea acorde con la capacidad contributiva 
ele los sujetos pasivos del impuesto al encontrarse 
obligados a cubrirlo también quienes no hayan tenido 
la ganancia mínima que se presume. " 

Amparo en revisión 107192.- Consultores en Servicios 
Jurídicos Fiscales, S.A. de C. V.- 6 de abril de 1995.­
Mayoría ele seis votos.- Ponente: Juan Díaz Romero: 
encargado del engrose ministro 1\tfariano Azuela 
Güitrón.- Secretaria: Ma. Estela Ferrer Mac Gregor 
Poisot." 

Resulta aplicable al estudio de este apartado, con respecto a la 

violación de la garantía del artículo 14 constitucional, lo resuelto en la 

sentencia dictada por el H. Segundo Tnbunal Colegiado del Décimo Sexto 
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Circuito dentro del juicio de amparo 354/95, promovido por Grupo Repa, S.A. 

de C.V. en Ja que en la parte conducente de su considerando quinto se señala 

te:\1Ualmente lo siguiente: 

"QUINTO ............................................. . 

Por otra parte, también asiste ra:ún a la quejosa, al 
aducir que es inconstitucional el precepto legal en 
estudio, p/Jrq11e limita sus derech/Js mientras 
.mhsisten .ms /Jhligacio11es C/Jfl relacián a la ú1sián 
de .wciedade.f¡ ell/J es así, porq11e de t1c11erd/J a l/J 
tli ... p11esto p/Jr el t1rlíc11/o 14 con.1·tit11cional, 11atlie 
p11ede .<;er prfrado de sus pmpiedade.f, posesiones o 
dereclio.f, .1·i110 medit1nte juicio .1·eg11ido ante l/Js 
Trih1mt1le ... previameflte e.\"fahlecido.1·, en el que se 
c11mpfan ft1s (ormali1/llt/e.f ese11ciales 1/e/ 
procedimiento !' c1m(/Jrme a fas leves expedidas con 
1mterioridllt/ t1f hecho: y por tanto, es indebido q11e 
el último p1írrufo, primera parte, del urtíc11//J 9 de la 
Ley del Impuesto t1f Activo, prive a la quejosa del 
derech/J a ft1 dei•o/11ción de impuesto a fav/Jr de las 
empresa ... fusionadas, pues p/Jr virtud de la fusión 
éstas transmitieron u uq11élft1 .fil patrim/Jnio t1ctivo y 
pt1sivo y se extinguieron, con lo que la fusionante 
t1.mm10 los derechos y ohligacio11e.f de las 
f usio11adt1s,· de tal forma que, es i11co11stitucio11a/ el 
precepto legal invocado, t1f privar a fa quejo.fa de 
sus derechos, sin sujetarse uf mandato del artículo 
14 co11stitucio11al. 

Congruente con lo anterior, procede conceder a la 
quejosa el amparo y protección de la Justicia 
Federal, contra el acto que reclama de la Sala 
Regional del Centro del Tribunal Fiscal de la 
Federación, consistente en la sentencia de catorce de 
catorce de octubre de mil novecientos noventa y 
cuatro, dictada en el juicio de nulidad número 
26919./". 

Asimismo, resulta aplicable a estudio, el criterio jurisprudencia! 

emitido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a la 

letra dice: 
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"PRODUCTOS DE CAPITALES. 
INCONST/TUCIONALIDAD DEL ARTICULO 316 DE 
LA LEY DE HACIENDA DEL DEPARTAMENTO DEL 
DISTRITO FEDERAL. Del artículo J/6, púrraji>s 
primero y último, de la ley de Hacienda del 
Departamento del Distrito Federal. reji>rmado por 
Decreto de JI de diciembre de 1959, se desprende con 
claridad que la ji1ente gramble e.1·tú constituida por el 
derecho efectivo. y no supuesto, a percibir ingresos con 
motivo de la inversión de capital, constituida por el 
derecho efectivo, y no supuesto, a percibir ingresos con 
motivo de la inversión de capital, ingresos que no 
constitz~ven una consecuencia ineludible de la citada 
inwrsión sino que es preciso que se pacten en las 
operaciones relativas, en las que inclusive puede 
establecerse expresamente que no existe el derechos a 
percibirlos, y una disposición legal de carácter 
tributario no puede desconocer esas situaciones al 
través de la presunción de que forzosamente deben 
percibirse intereses fijados arbitrariamente en la suma 
de seis por ciento anual, con lo cual se está 
contrariando el principio de equidad en al imposición 
con.m¡vado por el artículo JI, fracción IV. de la 
Co/1.\'titución Federal, puesto que se grava con el 
impuesto a sz¡jetos que se encuentran en diversa 
sifl/ación. osea, tanto a los que tienen derecho a 
percibir intereses, como aquellos que expresa o 
tácitamente carecen del derecho a percibir tales 
ingresos, con lo que se coloca a los últimos en la 
misma situación tributaria de los primeros, no obstante 
que tienen diversa capacidad contribllfiva. Además, el 
último párrafo del precepto de que se trata, desvirtúa 
la finalidad del impuesto. consignada claramente en el 
primer párrafo del propio artículo J 16 de la Ley de 
Hacienda del Departamento del Distrito Federal, al 
hacer recaer el tribwo. no sobre el producto del capital 
sino sobre la simple inversión del mismo. además de la 
indebida desigualdad que establece entre los 
causantes, según ha quedado precisado con 
anterioridad; y finalmente, también limita el derecho 
jimdamental de audiencia establecido por el artículo 
l./ de la ley Suprema, en perjuicio de la persona 
afectada. puesto que restringe /os medios de prueba 
que puede utilizar pura demostrar que realmente no 
tiene derecho a percibir intereses, y que por lo mismo, 
no es causante del impuesto sobre productos de 
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capitC1les, pues si bien se suprimieron por el citado 
Decreto de 31 de diciembre de 1959, las palabras "sin 
c¡ue admita pn1eba en conlrario ", que conver/ÍCI a la 
presunción de c¡ue se ha 1·enido lwblando en ''juiris el 
de jure", indirec/C/mente se llega al mismo resultado, 
pues a pesar de es/a supresión se mmuiene idéntico 
sislema ya c¡ue el preceplo de referencia es1ablece la 

presunción legal de que se liene derecho a percibir los 
inlereses y usujh1c10 11 que se refieren las fracciones /, 
11, 111. IV y V. del mismo arlículo, y le niega valor 
proba/ario en con1rario a los documen/os en que se 
hacen cons/ar las operaciones relalivas, c¡ue sería la 
pnieha pericial con1ra la presunción legal de que se 
trata, por lo c¡ue procede concluir c¡ue el arlículo3 l 6 de 
la Ley de Hacienda del Deparlamenlo del Dislrilo 
Federal, al establecer la presunción de que se liene 
derecho a percibir intereses y al negar valor 
probatorio en conlrario a los documentos en que se 
hacen constar las operaciones relativas, limita el 
derecho fimdamen/a/ de audiencia eslab/ecido por el 
arlículo J.I de la Constilución. 

Amparo en revisión 8210160. Condominio Insurgentes, 
S.A. 26 de abril de 1961. Unanimidad de dieciséis 
votos. 

Amparo en revisión 2501159. Condominio Insurgentes, 
S.A. 26 de septiembre de 1961. Unanimidad de 
dieciocho votos. 

Amparo en revisión 3168160. Condominio Insurgen/es, 
S.A. 26 de septiembre de 1961. Unanimidad de 
dieciocho votos. 

Amparo en revisión 1816161. Condominio Insurgentes, 
S.A. 27 de agosto de 1963. Unanimidad de diecisiele 
votos. 

Amparo en rev1s1on 5142162. 
Fraccionamientos, ··S.A. 21 ' de 
Unanimidad de diecinueVe votos. 

Propulsora de 
abril de 1964. 
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Así las cosas, queda. demostrado que el artículo 55 de Ja Ley del 

Impuesto sobre la Renta, resulta inconstitucional al atentar contra Ja garantía 
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de seguridad jurídica prevista en el articulo 14 de nuestra Constitución, pues 

pretende privar a la fusionante de sus derechos sin darle la oportunidad de 

ser oída y vencida en un procedimiento que le permita defender sus 

derechos. 

s.s. Resoluciones emitidas por nuestros Tribunales. 

No obstante lo que se ha expuesto con anterioridad, la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación al analizar la posible inconstitucionalidad del 

artículo materia de esta tesis, resolvió emitir la siguiente tesis, la cual no ha 

constituido jurisprudencia por lo que ningún tribunal se encuentra obligado 

a su aplicación: 

"FUSION DE SOCIEDADES. LOS ARTICULOS 55, 
ULT!lv!O PARRAFO. DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA Y 9"., ULTIMO PARRAFO, DE 
LA LEY DEL IMPUESTO AL ACTIVO, QUE 
ESTABLECEN QUE LOS DERECHOS A 
DISMINUIR PERDIDAS Y A REALIZAR A 
CREDITAMIENTOS Y DEVOLUCIONES SON 
PERSONALES DEL CONTRIBUYENTE. NO 
VIOLAN LA GARANTIA DE EQUIDAD 
TRJBUTARJA ESTABLECIDA EN EL ARTICULO 31, 
FRACCION IV, DE LA CONST!TUCION.- Los 
artículos 55, IÍ/timo párraji1, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta y el artículo 9"., último párrafo, de la 
Ley del Impuesto al Activo. establecen que el derecho 
a disminuir pérdidas es personal del contribuyente 
que las sufra y no podrá ser transmitido ni como 
consecuencia de fusión y que los derechos al 
acreditamiento y a la devolución previstos en el 
artículo 9º de la Ley del Impuesto al Activo son 
personales del contribuyente, e igualmente no podrán 
ser transmitidos a otra persona ni como consecuencia 
de fusión. Dichos preceptos no atentan contra los 
principios de justicia tributaria, pues no es exacto 
que permitan inequilativamente que las sociedades 
mercantiles no fusionadas sí pueden obtener los 
beneficios señalados. toda vez que una empresa 
fusionada está en una situación jurídica diversa de 
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una que no se ha ji1sionado atento a que aquélla se 
ha e.i:tinguido jurídicamente, ra=ón por la que el trato 
diferente que se le da a través de aquellos numerales 
no 1•iola la garantía de equidad establecida en el 
artículo 3 /, fracción IV. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, pues para que 
exista inequidad es presupuesto que se trate de entes 
que estando en igual situación, se les trate en forma 
desigual por la ley, o estando en diwrsa situación, se 
les dé trato igual, extremo que no acontece en la 
especie.(22)" 
S.J.F. IX Epoca. T. VIII. Pleno, diciembre 1998, p. 
2./3 
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No obstante lo anterior, al resolver el asunto que dio origen a la tesis 

transcrita con anterioridad, la minoría ·emitió un voto mismo que a 

continuación se transcribe y que considero apoya lo sustentado en este 

trabajo: 

"VOTO DE MINORIA QUE FORMULAN LOS 
SEÑORES MINISTROS SERGIO SALVADOR 
AGUIRRE ANGUIANO, JUVENTINO V. CASTRO Y 
CASTRO, JUAN DIAZ ROMERO, GENARO DA VID 
GÓNGORA P/MENTEL Y JOSE VICENTE 
AGUINACO ALEMAN. EN EL AMPARO EN 
REVISIÓN 935197, PROMOVIDO POR CONSORCIO 
ARA. SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL 
i~,IRIABLE, RESUELTO POR E LPLENO DE LA 
SUPRE/1,fA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
EN SESION DE TREINTA Y UNO DE AGOSTO DE 
Mil NOVECIENTOS NOVENTA Y OCHO. El 
presente voto de minoría tiene por objeto expresar las 
razones por las cuales nos apartamos del criterio 
mayoritario, en el sentido de considerar que el último 
párrafo del artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta y el último párrafo del artículo 9 de la Ley del 
Impuesto al Activo, no rompen con el principio de 
equidad al prohibir que las empresas fiisionadas 
puedan disminuir pérdidas fiscales, tratándose del 
impuesto sobre la renta y, pierdan los derechos al 
acreditamiento y a la devolución en relación con el 
impuesto al activo, como consecuencia de la fusión. 
Diferimos de lo resuelto en cuanto se aducen 
medularmente, que las empresas fiisionadas se 
encuentran en un plano de desigualdad frente a las que 
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no se han jiisionado y por ello se j1Wijica el trato 
desigual en los numerales combatidos. Con/rariamente 
u lo eslablecido en la sen/encía de la mayoría, 
estimamos que. la fusión de las sociedades no puede 
ser la cmL1·a para c¡firmar que se /rala de s1ljetos 
d((erentes y las sociedades que no se fi1sionan y que 
por ello deban tener un trato desigual en cuanto a la 
disminución de pérdidas fiscales y a la devolución o 
ucreditamienlO del impuesto. En efecto, 
económicamente la fi1sión es uno de los medios con que 
cuenlan las empre.\'CL\' para mejorar s11 competitividad, 
ya que la forma de .fortalecerse empresarialmenle es 
creciendo en todos los sen/idos, haciéndose por ende 
más competitivas. /rayendo mí por consecuencia una 
serie de benejlcios pura la macroeconomía del país. 
J11ridicamen1e. la ji1sión es un proceso en virllld del 
cual dos o má1· sociedades que se exlinguen transmiten 
su patrimonio en bloque a una nueva sociedad que se 
comtituye a estos efectos, o a una de ellas, pasando 
normalmente sus socios a la sociedad que se constituye 
o a la sociedad absorben/e enfimción del negocio que 
todas ellas a.1·uman. De la noción conceplllal anterior, 
se desprende que los efectos de la jiJsión, son los 
siguientes: a) La extinción de las sociedades que se 
fusionan y, b) La transmisión de los patrimonios de las 
sociedades que se extinguen. Las sociedades que se 
extinguen transmiten en bloque SIL\' patrimonios a la 
nuem sociedad que se constituye o a la absorbente que 
adquieren por sucesión 11niversal, los derechos y 
obligaciones de aquéllas. A la vista de lo expuesto, la 
sucesión implica que dentro de una relación jurídica 
determinada, un s1lje10 viene a colocarse en el puesto 
que ocupaba otro, ammiendo el nuevo szljeto los 
derechos y cargas del sujeto SllStituido. Así, tanto en el 
supuesto de fiisión por creación de nueva sociedad 
como en el de absorción, las sociedades que se 
dis11elven y extinguen al ji¿1·ionarse, cualquiera que sea 
su forma, tipo o clase, transmiten SllS respectivos 
patrimonios sociales a la nueva sociedad o a la 
sociedad absorbente, pues la fu~ión es económica y 
jurídicamente un supuesto concreto de transmisión de 
patrimonios, cuya característica está en que se produce 
por sucesión a título universal de la sociedad nueva o 
absorbente en el activo y pasivo de la sociedad o 
sociedades disueltas. Pues bien, estimamos que el 
fenómeno de la sucesión debe tener plena aplicación en 
la materia fiscal, ya que de sucesión tributaria sólo 
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puede hC1blC1rse C"On exC1cti111d c11C111do unu persona 
s11.l"lit11ye a otra en los derechos y obligaciones 
inherentes a una determinada y todavía existente 
relación impositim. En este sentido, la sucesión en la 
relación tributaria origina que el que el antiguo 
L'ontribuyente desaparezca de la escena tributaria, 
viniendo el sucesor a ocupar su /11gar, quedando el 
nuevo sujeto vinculado tanto con la ley tributariu como 
con /u Hacienda Pública. Por tanto, el sucesor as11me 
la posición jurídica que tenía el al//or de la sucesión o 
dante causa, es decir, la posición de contribuyente, Así, 
la deuda tributaria y los derechos del sucesor no se 
extinguen por la muerte, donación o cualquier otro 
acto traslativo de dominio (como la fusión), sino que 
los reciben los .1·ucesores. La sucesión supone, pues, 
que los s1yetos sucedido y sucesor son contribuyentes y 
que son s1yetos pasivos de la obligación tributaria el 
uno después del otro, porque el sucesor se coloca en la 
posición de su predecesor. De esta ji1rma, si lo que 
transmite es 11n cof¡j111110 heterogéneo de bienes, 
derechos, obligaciones, elementos inmuleriales y, en 
definitiva, de todo aq11ello que comtituía la 
organización empresarial de la que era titular la 
sociedad que se extingue. ayuda a sa/ioar los obstáculos 
que podrían derivarse de entender la jilsión como una 
mera susti111ción en las relaciones jurídico 
patrimoniales, asumiemlo la nueva sociedad o la 
absorbente cualquier clase de derecho o beneficio 
jisca/ (tales como la disminución de pérdidas fiscales, 
el acredilamiento o la devolución de impuestos) del que 
es///viesen gozando las empresas que se disuelven, 
porque aquéllas se s11broga en los derechos (y 
obligacione.1~ tributaria de éstas. Con apoyo en los 
razonamientos anteriores, consideramos que, 
contrariamente a lo resuelto en la sentencia de la 
mayoría, los preceptos reclamados ocasionan un trato 
inequitativo al no permitir a una persona moral que se 
ji1Sionó el agotar los derechos de las empresas 
desaparecidas que absorbió, consistentes en hacer uso 
de pérdidas generadas en materia del impuesto sobre 
la renta y acreditar saldos, a favor del impuesto al 
activo obtenidos en ejercicios anteriores. En efecto, 
esta Suprema Corte de J11Sticia de la Nación ha 
definido la equidad tributaria, a través de numerosas 
j11ri.\pn1dencias y tesis aisladas, de entre las cuales 
pueden citarse las siguientes: "EQUIDAD 
TRIBUTARIA.- SUS ELEMENTOS", (transcribió su 
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texto). "EQUIDAD TRIBUTARIA. SUS 
ELE.\IENTOS'', (transcribió su texto). "EQUIDAD 
TRIBUTARIA. IA1Pl/CA QUE LAS NORMAS NO 
DEN UN TRATO DIVERSO A SITUACIONES 
ANALOGAS O UNO IGUAL A PERSONAS QUE 
ESTAN EN SITU.JCIONES DISPARES". (transcribió 
s11 texto). De hLv anteriores juri.lpnidencim· se 
desprende que el principio de eq11idad tribwaria exige 
q11e a iguales presup11estos de hecho deben 
corre.1ponder iguales consernencias jurídicas, sin q11e 
se permita que normm· llamadas a proyectarse sobre 
situaciones de igualdad de hechos, produzcan como 
efecto ele su aplicación la niptura ele esa igualdad. al 
generar un trato discriminatorio entre situaciones 
análogtLS. Por tanto, pensamos q11e si el legislador 
estima q11e es procedente efectuar la disminución de 
pérdidtL\' el impuesto sobre la renta y el acreditamiento 
del imp11esto al activo para aquella sociedades 
mercantiles no .fhsionadaf, no debió establecer la 
pérdida de esos derechos para las que se .fiLSionan. 
p11es no existe razón alguna que justifique ese trato 
discriminatorio. En efecto, al prohibir los preceptos de 
q11e se trata a una persona moral q11e utilizó la figura 
jurídica de la fusión, agotar los derechos de las 
empres<LS que .fi1sionó, acarrea que se quebrante el 
citado principio de eq11idad triblllaria. en virllld de que 
provoca que tenga que triblllar con mayor severidad 
que lru personru morales que no han sufrido tal ,fiLSión, 
ya que al impedírseles, sin ra::ón fimdada alguna, 
hacer tLSO de pérdidru generadas en materia del 
impuesto sobre la renta, y acreditar saldos a favor del 
impuesto al activo obtenidos en ejercicios anteriores de 
lru empresru fiLSiomJclru, provoca que dos sujetos 
pasivos de tales contribuciones. que se encuentran ante 
el supuesto legal respectivo de una forma idéntica, 
sean tratados de manera distinta, pues uno el que no se 
ha ,fiLSiomJdo podrá amortizar sus pérdidas fiscales y 
acreditar los saldos a favor respectivos, mientras que 
el otro que llevó a cabo la .fhsión se verá impedido de 
hacer uso de tales derechos que en sufavor poseían las 
empresm· jiLSionantes. Es decir, los derechos referidos 
de las empresas desaparecidas no pueden también 
desaparecer lisa y llanamente, pues ello hace claro un 
evidente desequilibrio y asimetría del sistema, en tanto 
que donde hay razón equivalente no existe disposición 
también equivalente, y porque tal desequilibrio resulta 
injusto. Corrobora que los artículos 55, último párrafo 
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ele la Ley del Impuesto sobre la Renta y, 9° último 
párrqfo de la Ley del lmp11esto al Activo, son 
inequitativos, porque establecen una desigualdad de 
/ralo que resulta art{/iciosa, la circ11nstancia de q11e se 
vulnera el principio ele simetría jisca! que debe 
obsen•ar toda norma tributaria, pues por 11n lado la 
empresas jiJSionacla tendrá que cumplir las 
obligaciones lrib11tarias de las empresas 
desaparecidas, llegamlo al extremo de tener q11e cubrir 
los impuestos a cargo de éstas en términos de lo 
dispuesto por el penúltimo párrafo del artíc11/o 1./-A 
ele/ Código Fiscal de la Federación, por lo que una 
empresas fi~1·ionante, en términos de los preceptos 
réclamados, además de no estar en posibilidad de 
ejercer los derechos tributarios de las empresas que 
absorbió por ji1sión, tendrán que cumplir con el entero 
de sus contribuciones, lo que provoca que : a).- No 
disminuya pérdidas o acredite impuesto que pueden 
reducir su base gravable. b).- Que su base impositiva 
se vea incrementada por el resultado fiscal que 
hubiesen podido reflejar las empresas desaparecidas. 
Tales aspectos, estimamos, desatienden el principio de 
equidad tributaria. Con independencia de lo anterior, 
es importante tener en consideración que en la sesión 
privada en que se discutió el asunto de que se trata, se 
abordó el tema relativo a si los derechos a la 
deducción de pérdidas fiscales, al acreditamiento y a la 
devolución del impuesto, constituyen derechos 
personalísimos, cuestión que el criterio mayoritario no 
plasma en la resolución respectiva, sin embargo 
consideramos que se trata de un punto importante que 
debió ponderarse. Al respecto estimamos que esos 
derechos no revisten la naturaleza de personallsimos e 
intransferibles, si se toma en cuenta la categoría de 
personas a las que se refieren. En efecto, los derechos 
personalísimos también llamados individua/es, 
constituyen una clase singular de facultades 
reconocidas a las personas jisicas para el 
aprovechamiento legal de diversos bienes derivados de 
su propia naturaleza, cualidades y en general de las 
proyecciones integrantes de su categoría humana, de 
ahí su característica de intransferibles. Ahora bien. 
tratándose, de personas morales, como en el caso, no 
puede afirmarse válidamente que poseen derechos 
personalísimos, ya que una empresas mercantil cuyos 
fines preponderantemente son económicos, carece por 
naturaleza propia de las facultades inherentes a la 
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persona jísica, sin embargo, al reunirse varias de ellas 
para formar 11na sociedad. adquieren en conj11nto, por 
esa circ11nstancia, otra clase ele derechos incorporados 
al 1111evo ente, como son los derechos patrimoniales y 
los corporativos o de consecución, los c11ales, al 
contrib11ir a los fines q11e persigue la persona moral, 
q11e por lo general son de carácter económico, res11/tan 
lógica y na/l/ra/mente transferibles, a diferencia de lo 
q11e oc11rre con las personlls jísicas q11e si tienen 
derechos personales e intransferibles. Por ello 
estimamos, que los derechos a deducir pérdidas 
jisca/es, al acreditamiento y devolución del impuesto, 
no son jurídicamente "per.wnalísimos" y por ende si 
p11eden ser transferibles, por tratarse de derechos cuyo 
contenido es meramente económico. Desde diverso 
aspecto, ya en pcírrafos anteriores se aludió a la fusión. 
mí como, q11e de ac11erdo a los preceptos que la reglan 
se transmite todo el patrimonio de las sociedades que 
se disuelven o extinguen al fusionarse, a la nueva 
sociedad o a la sociedad absorbente; también se 
destacó q11e la ji1Sión es económica y jurídicamente un 
supuesto concreto de transmisión de patrimonios, 
debiéndose de precisar que las di.lposiciones que 
limitan ese derecho, como es el caso de las que se 
examinan, son inconstitucionales, por contradecir el 
principio de equidad tributaria al no j11Stificarse un 
trato distinto a un mismo supuesto j11rídico. En otros 
términos, atender a lo expresado en la sentencia de la 
mayoría, en el sentido de que son situaciones 
desiguales en las que se encuentran una empresas que 
no se ha ji1Simuido. con otra que se ha fusionado y que 
a estas tí/timas se les da el mismo trato, equivaldría a 
examinar la equidad en lo interno de cada categoría de 
contribuyentes las empresas no fusioru1das y las 
ji1Sionadas, respectivamente sin hacer la comparación 
entre ellas, que es precisamente el aspecto medular que 
se debe de tomar en cuenta para analizar si se cumple 
o no con la eq11idad, sobre todo, en el caso, hay que 
considerar que entre ambas existe un mismo supuesto 
jurídico y económico como es el patrimonio, integrado 
por las obligaciones y derechos que se transmiten 
merced a la fusión. No es obstáculo a lo anterior el 
hecho de que existan empresas que en forma 
fraudulenta tratan de obtener otras que tengan 
acumuladas grandes pérdidas para que a través de la 
ji1Sión lograr un procedimiento de elusión en el pago 
de los tributos con la consecuencia afectación a los 
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i/1/ereses del fisco, pues aún cuando dicha 
circunslancia cons/iluye un hecho innegable, lo cierlo 
es que la posibilidad de que por medio de dicha figura 
jurídica se llegue a una defraudación jisca/, de ningún 
moclo juslifica que el legislador lributario llegue a 
formulas inequilativas en relación con todas la~ 
empresas que se ji1sionan, ya que no es ra::onable 
pensar que /odas las ji1siones de sociedades lienden a 
una defraudación al jisco; ademá1· la autoridad fiscal 
cuenla con 1odos los mecanismos a su alcance para, 
analizando la razón de ser de la ./iL1·ión. determinar si 
se 1ra1ó ele una operación real, lógica, sus/entada en 
los jines ele la sociedml. o no ji1e así. 
lndependie111emen1e. en el caso concre/o, de uno y otro 
moc/o k~ pérdidas penclien/es de amor/izar y el 
impues/o susceplihle de acredilar, serían lllilizados hay 
por laji1sionante o ya por lafi~ionada, lo que significa 
que la c¡fi!clación al fisco, en ese caso, no podría darse, 
en atención a que amhos conceplos se encuentran 
cleclarados y son conocidos con anterioridad por el 
propio jisca federal, por ende, no pueden 
incremenlarse ni con motivo de la jiL~ión. Por /anta, si 
mediante la jiL1·ión de dos personas jurídicas dislingas 
sólo queda una e inclusive, puede surgir una sola, 
nueva y mayor, litular y responsable de toda la esji!ra 
de derecho de la desaparecida, es injustificado, que la 
jiL1·icmante re.1ponda de cualquier adeudo fiscal 
pendiente de la ji1sionada para con el fisco y en 
cambio, que en lo concrelo no pueda lllilizar el derecho 
de amortizar pérdidas del impuesto sobre la renta y el 
acredilamiento contra el impuesto al activo que a 
aquella le asistía. Por lo demás, no se atiende a la 
capacidad contributiva del nuevo ente, por lo que 
resulta inequitativo que la ley declare la extinción de 
un derecho que precisamente derivó para la fusionan/e, 
de las circunstancias concretas de capacidad 
contributiva de la fusionada respecto de quien aquella 
responde por amnción. en fonna integra, tanto de sus 
derechos como de sus obligaciones y 
responsahilidades. En es/e sentido, en nuestra opinión. 
los numerales reclamados, las partes respectivas, si 
atentan en contra de la garantía de equidad tributaria 
al principio de proporci01u1/idacl, ya que provoca que 
las empresas mencionadas tributen con mayor 
severidad que las empresas fusionadas, al privarlas de 
los derechos referidos. Por lo anterior si existen 
reconocidos en la leyes tributarias combatidas 
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dere,·hos de clisminución ele pérdidas jisca/es, 
acreclitamiento y clevolución de esto, para las personas 
morales, y éstos se niegan las empresas fit1·ionantes 
(como la c¡uejosa), se provoca no solo que se niegue 
ese derecho a cierta clase de contribuyentes, sino 
también que corporatil'llmente esos derechos se 
pierdan (en benejicio del jisc·o), ya c¡ue al desaparecer 
la sociedad jiisionada. titular originaria de los mismos, 
nadie estaría en posibilidad de reclamar esos 
benejlcios. Además, como conclusión, cabría 
considerar que los di.1positivos legales reclamados 
encubren un celo recaudatorio exagerado, porque 
resulta inconcebible que para efectos de la cmisación 
del impuesto al activo (artículo 6 de la ley relativa), si 
se reconozca el jenómeno de la calLl'ahabiencia que se 
presenta entre las socieclacles que personalizan la 
jilsión y los jil.sionados y, sin embargo, respecto de los 
derechos de acreditamiento y devolución, se 
desconozca sin mas ese fenómeno, lo cual es totalmente 
incongn1ente y violatorio de la transmisión de 
derechos c¡ue, por ley, implica la Ji1sión de sociedades; 
incongruencia que es más patente si se atiende a que se 
obliga a lm empresas ./it1·ionadas a hacerse cargo de 
los compromisos y obligaciones tributarias de las 
fitvionantes, mas no de los derechos o beneficios 
adquiridos por estas con motivo de la relación 
tributaria que tenían como son la posibilidad de 
amortizar pérdidas del impuesto sobre la renta y el del 
acreditamiento o devolución de impuestos. Con mayor 
razón cuando las disposiciones reclamadas traen como 
conseCl/encia que las empresas que se fusionan 
tributen irifustamente, en mayor proporción al que lo 
harían de no haberse jit~ionado, según se ha señalado 
en párrafos ameriores. Por las razones precedentes, 
respetuosamente nos apartamos del criterio de la 
mayoría que en el considerando cuarto respectivo 
estableció, que las empresas fiisionadas se enC11entran 
en un plano de desigualdad frente a las que no se han 
fiisionado y que por ello se justifica el trato desigual 
que les otorgan el último párrafo del articulo 55 de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta y último párrafo del 
articulo 9º de la Ley del Impuesto al Activo". 
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Así las cosas, de la simple lectura que se realice tanto a la tesis como 

al voto de minoría antes transcritos, podemos concluir que la Suprema Corte 
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de Justicia de la Nación, ha analiz.ado la posible inconstitucionalidad del 

artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Lo que es mas,'esde .mi conocimiento que tanto el Cuarto como el 

Séptimo Tribunales .Colegiados en Materia Administrativa del Primer 

Circuito se han pro~unciado en los juicios DOA. 1464/99 y D.A.6037/99, 

respectivamerite,,en el se.~tido de declarar inconstitucional el articulo 55 de 

la Ley del Impuesto so.bre. la Renta, adhiriéndose al criterio sustentado en el 

voto de la minorfa de los Ministros de la Suprema Corte de 

Justicia de. la Nación, siendo que la primera de ellas ha quedo firme 

y hasta cumplimentada por la autoridad. 

Sin embargo, cabe señalar que en la·. práctica, dichas sentencias 

pueden ser recurridas por la autoridad ante la suprema Corte de Justicia de 

la Nación, toda vez que la fracción V, del articulo 83 de la Ley de Amparo, 

señala que procede el recurso de revisión en contra de las resoluciones que 

en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de 

Circuito, cuando decidan sobre la inconstitucionalidad de leyes federales 

expedidas por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción 1 del 

articulo 89 constitucional, por lo que revistiendo la Ley del Impuesto sobre 

la Renta dicho carácter, resulta totalmente procedente su interposición. 

Si las autoridades interpusieran este recurso, la autoridad competente 

para hacerlo, serla de conformidad con el articulo 87 de la misma Ley de 

Amparo, los titulares de los órganos de Estado a los que se encomiende su 

promulgación , o quienes los representen en los términos de esa misma Ley, 

es decir, en el caso en particular, debiera de ser el Secretario de 

Gobernación o el Secretario de Hacienda y Crédito Público en 

representación del Presidente de la República. 
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Resulta oportuno señalar, que en principio, dicho recurso sería 

resuelto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 

conformidad con la fracción 111 del artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial, por. lo que dependiendo de los argumentos vertidos por la 

autoridad, y salvo que alguno de los Ministros cambiara de opinión, 

posiblemente aplicarían la tesis trascrita con anterioridad. 

Sin embargo, no hay que olvidar que el 20 de marzo del presente 

año, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo. número 

4/2000 del nueve de marzo de dos mil, del Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, relativo al envío de asuntos de competencia originaria 

de dicho órgano colegiado a las Salas. 

En el Acuerdo Primero se señala que los asuntos q1:1e se encuentren 

en la Secretaría General de Acuerdos de la Supr.ema Corte de Justicia de la 

Nación con proyecto, podrán ser. enviados. a. ¡lis Salas par~ s~ resolución 

cuando: 

a) Se hayan impugnado· leyes locales o se haya alegado invasión 

de esferas. 

b) Se haya planteado. la inconstitucionalidad de tratados o leyes 

federales, y sobre l~ mat~ria de estuclioy~ eiista uno o más precedentes. 
' . . ,- -_:.e;,· .. 

- ·.. ~- - __ :_ .-·->·_:·.- , 

Sin embargo, en el Acuerdo Tercero, se señala que los asuntos de 

nuevo ingreso se enviarán ·a:das Sal~ medh:~nte dictamen del Ministro 

ponente, cuando queden comprendidos en ~lguna de las hipótesis señaladas 

en el punto primero de ese mismo Acuerdo y en los términos del Acuerdo 

111997 del Tribunal Pleno. 

Cabe señalar, que el Acuerdo 1/1997 del Tribunal en Pleno, mismo 

que se refiere a la determinación de la competencia por materia de las Salas 
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de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y al envio de asuntos 

competencia del Pleno a dichas Salas, en su Acuerdo Segundo, señala que 

ambas salas ejercerán la competencia que les otorga el articulo 21 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, especificando que la Primera 

Sala conocerá de las materias Penal y Civil y la Segund11 Sal11 conocerá de 

las materias Administrativ11 y del Trabajo. 

En el caso a estudio, si algún 11Sunto en revisión llegrua p11r11 su 

resolución definitiv11 11nte 111 Suprem11 Corte de Justici11 de 111 N11ción, en mi 

opinión, ésta debería de aplicru el Acuerdo 4/2000, tom11ndo en cuent11 que 

existe un precedente y11 estudiado por el Pleno y enviar 11 la Segunda Sala el 

asunto p11r11 su resolución. 

Asl las cosas, si se aplicrua de fonna estricta el Acuerdo 11ntes 

referido, resultaría que al enviarse el recurso para su resolución a la Segunda 

Sala, el asunto ampliaría sus posibilidades de éxito, toda vez que Ia misma 

se encuentra integrada por tres de los Ministros que se prom1,11ci11rcin en el 

Voto de Minoría en el sentido de que el articulo 

55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta resultaba il1constitucional, 

toda vez que el articulo 17 de la Ley Orgánica del Poder judicial, señala que 

las resoluciones de lllS Salas se tomruán por unanimidad o mayoría de votos 

de los ministros. 

5.6. Comentarios acerca de las resoluciones de nuestros 

tribunales. 

Una vez expuesto tanto la tesis de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, la cual cabe señalru que no constituye jurisprudencia, llSÍ como el 

voto de la minoría de los señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia 
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de la Nación, resulta conveniente hacer diversos comentarios que se 

expondrán a continuación: 

En primer lugar, señalaremos que el concepto que los Ministros de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación definen a. la figura jurídica de la 

fusión como un proceso en virtud del cual dos o más sociedades que se 

extinguen transmiten su patrimonio en bloque a una nueva sociedad que se 

constituye a estos efectos, o a una de ellas, pasando normalmente sus socios 

a la sociedad que se constituye o a· (a sociedad absorbente en función del 

negocio que todas ellas asuman, cuya característica está en que se produce 

por sucesión a título universal de la sociedad nueva o absorbente en el 

activo y pasivo de la sociedad o sociedades disueltas. 

De igual forma, los Ministros consideran que esta figura aparece 

como consecuencia de la sucesión tributaria, es decir de aquella en la que 

una persona sustituye a otra en los derechos y obligaciones inherentes a una 

determinada y todavía existente relación impositiva, señalando que la 

sucesión supone que los sujetos sucedido y sucesor son contribuyentes y que 

son sujetos pasivos de la obligación tributaria el uno después del otro, 

porque el sucesor se coloca en la posición de su predecesor. 

En este mismo sentido se expresa el doctrinario Eusebio Gormíles al 

señalar s6 

•• Op. Cit. pag .. 222. 

"el sustituto del contribuyente se diferencia 
claramente del sucesor en la deuda del impuesto o en 
la deuda tributaria (cuando un sujeto viene a asumir, 
respecto de una relación jurídica tributaria 
determinada. la misma posición que habla sido 
precedentemente ocupada por otro, se da la figura de 
la suceswn en la deuda 
tributaria) ... ....................... .. 
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La sucesión . presupone que los sujetos sucedido y 
sucesor son contribuyen/es, y que son sujetos pasivos 
de la obligación triblllaria el uno después del otro. 
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Así las cosas, los Ministros confinnan que existe un trato 

inequitativo entre las empresas que se fusionan y las que no, toda vez que el 

artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no penniteauna persona 

moral que se fusionó agotar los derechos de las empresas desaparecidas que 

absorbió, y a una empresa que no se ha fusionado si podrá amortizar sus 

pérdidas fiscales, siendo que lo que solamente existe, es una sucesión en las 

relaciones jurídico patrimoniales 

Aun y cuando no sigamos el orden del voto emitido por los 

Ministros, es necesario en esta parte se haga mención a lo referido por los 

señores Ministros respecto a que si la deducción de las pérdidas fiscales 

constituyen derechos personalfsimos. 

En este orden de ideas, los ministros llegan a la conclusión de que el 

derecho a la deducción de pérdidas, no revisten la naíuraleza de 

personalísimos e intransferibles, tomando en cuenta la categorÍ~ de persona 

a la que se refieren, conclusión que se compart~ e~ este tr~bajo. 
- • -, ,- C-•• ~'. ·-- - '-•• "," - ·- -

Lo anterior, toda vez que señalan que "los derechos personallsirnos 

son sinónimo de los derechos individuales, que son aquellos que constituyen 

una clase singular de facultades reconocidas a las personas fisicas para el 

aprovechamiento legal de diversos bienes derivados de su propia naturaleza, 

cualidades y en general de las proyecciones integrantes de su categoría 

humana, de ahí su característica de intransferible." 

En este orden de ideas, no se puede afirmar que una persona moral 

posea derechos personalísimos, ya que una empresa mercantil cuyos fines 

preponderantemente son económicos, carecen por naturaleza propia de 
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" Op. Cit. Pag. 62 
" lbid. Pag.69 y7 I 

facultades inherentes a . una persona fisica, sino que. constituyen derechos 

económicos. 

En efecto, el propio doctrinario Alberto Pacheco57 seiiala que los 

derechos de la personalidad son una facultad de actuar por parle del sujeto 

que tiene derecho a que se le reconozcan los Instrumentos jurídicos 

necesarios para poder preservar sus bienes y atributos esenciales, que son 

el contenido propio de los Derechos de la Personalidad., que estos derechos 

deben derivarse del Derecho Natural, que como norma no escrita existe en 

virtud de la naturaleza humana, y otorga a todos los sujetos que participen 

de esa naturaleza esos derechos subjetivos de la personalidad. 

De igual forma afirma:58 

"los derechos de la personalidad, como derechos 
naturales que son, han existido siempre, en todos los 
tiempo, y para todas las personas desde su 
nacimiento y no hay ninguna persona humana que no 
los tenga y desde luego son inalienables e 
imprescriptibles, como corresponda a su naturaleza 
de derechos personalísimos ................................ . 

Es claro que los derechos de la personalidad no son 
patrimoniales. Los bienes que protegen, los atributos 
de la persona que forman su contenido, repugnan la 
idea de ser valorados en dinero. Por lo mismo, en 
principio tampoco san enajenables ni participan de 
las demás características de las derechos subjetivos 
patrimoniales. " 

Queda entonces así confirmado, que las personas morales como son 

aquéllas sociedades mercantiles que se fusionan no puede considerarse que 

cuenten con derechos personalísimos, toda vez que éstos son solamente 

inherentes a la persona humana. 
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Otro tema que analiz.an los Ministros de Ja Suprema Corte de Justicia 

de la Nación al estudiar la inequidad del artículo en comento, es que esta 

disposición vul.nera el principio de simetría fiscal, aquél que se debe de 

observar en toda norma tributaria, toda vez que la empresa fusionante 

deberá de cumplir con las obligaciones tributarias de las empresas 

desaparecidas en su totalidad hasta tener que llegar a cubrir los impuestos a 

su cargo, sin poder hacer valer algunos de los derechos de éstas mismas a su 

favor, provocando: 

a) Que no· pueda disminuir las pérdidas pendientes de amortizar o 

acreditar el impuesto que puedan reducir su base gravable y, 

b) Que su base impositiva se vea incrementada por el resultado fiscal 

que hubiese podido reflejar por el resultado fiscal de la empresas 

desaparecidas. 

Derivado de las aseveraciones anteriores de los Ministros· de ·la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, las mismas pódrfamos usarlas como 

premisas, para concluir que el articulo 55 de Ja Ley del Impuesto sobre Ja 

Renta también viola la garantía de proporcionalidad tributari¡ aun y cuando 

ello no se haya mencionado en el voto que emÍtió Ja .nllnorla 'de Jos 

Ministros. 

Asl las cosas, si Jos señores Ministros señalan que al no permitirse Ja 

deducción de las pérdidas de la fusionada., la base del impuesto sobre Ja 

renta de a fusionante se ve afectada., de tal forma que puede no reducirla. e 

incluso que su base impositiva se vea incrementada por el resultado fiscal 

que hubiesen podido reflejar las empresas desaparecidas, podríamos 

concluir que atendiendo a estas circunstancias, también se viola el principio 

de proporcionalidad. 
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Lo anterior, toda vez que si el principio de proporcionalidad consiste 

en que los contribuyentes tienen obligación de contribuir al gasto público, ello 

necesariamente debe ir en función a su capacidad contributiva, pues de lo 

contrario ello resultaría inconstitucional. 

Así las cosas, el que el artículo SS de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta desconozca el derecho que tiene lUla empresa fusionante de disminuir de 

las utilidades fiscales que genere, las pérdidas fiscales en que haya incurrido la 

fusionada antes de la fusión es desproporciona!, pues la fusionante modifica su 

patrimonio y, por ende, su capacidad contributiva en función a los derechos y 

obligaciones que adquirió con motivo de lUla fusiórL 

No obstante los comentarios realizados con anterioridad, cabe 

seflalar que In Suprema Corte de Justicia de la Nación, solamente estudió la 

probable inconstitucionalidad del artículo SS de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta al considerar que violaba la garantía de equidad tributaria, pero no ha 

expuesto su opinión respecto a la falta de proporcionalidad que sufre este 

mismo precepto, o algún estudio sobre alguna otra violación. 

Lo que es más, nuestro máximo tribunal analizó en los criterios que 

se transcribieron con anterioridad, solamente la violació.n a la. garantía de 

equidad en el caso de las empresas que quedan. en la situación jurídica de 

fusionadas (empresa que se extingue), pero no anal~g el c~>cte' la empresa 

que subsiste, es decir la fusionante, por lo que el estudio de la violación del 

articulo SS de la Ley del Impuesto sobre la Renta a la garantía de equidad no 

puede considerarse analizado en su totalidad. 

Ahora bien, también resulta claro que la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, ni en· 1a tesis, ni e~ el .voto particular, analizó la violación del 

artículo SS de la Ley dél Impuesto sobre la Renta a la garantía de 
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proporcionalid~d t~b~tari~ con lo que queda abierto el camino para un 

nuevo análisis sobre la falta de proporcionalidad de esta misma disposición. 
·," • , : ·• ,. L' .-

. Lo. nnterior,no obstante que ~riel voto de la minoría de los Ministros 

de la Suprerni Cort~ el~ J~s¡iciii'de la Nación se concluyó que al existir 
.,. . _, '' -/. - .. ' ·~" .. -.- · .. ,.,. - . - - . ' -

violación al pr.incipi~ cl~·"eq~idad,, coOlo consecuencia lógic~ también se 

violaba eJ prhiciplci de:propo:~i¿nalidad, sin analiz.ar de fondo la supuesta 

violación, 'y Ínu~h~· ;irlos la p6sible violación de otras garnntlas 

constitucionales, 

Asl las cosas, como ha quedado demostrado a lo largo de este 

trabajo, el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta resulta 

inconstitucional al violar diversas garantías como son esencialmente la 

equidad, la proporcionalidad tributarias, la garantla de audiencia y la de 

seguridad jurídica. 
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CONCLUSIONES 

1. El legislador al crear la figura de la fusión, consideró razonable 

que si una empresa adquiere todas las obligaciones, también adquiere todos 

los derechos, como se contempla en el· articulo 224 de la Ley General de 

Sociedades Mercantiles. 

. ' 

2. La ley del lm¡iue'sto sobre la Renta en su artículo 55, restringe la 

deducción de pérdidas d~ ejerei~io,s anferioresincurrid~¡:í~r l~ sociédades 

que intervinieron en uná fusión. 

3. El último párrafo del artículo 55 dispone que ~I dérecho a deducir 
,_ ,_ ' --, -'"-. ' - ' --~' , __ - ' 

las pérdidas de ejercicios anteriores es personal d~í'co~tribÚ)'ente que las 

sufre y no puede ser transmitido ª otra persona ni ¿eimo c:oriSecGencia de la 

fusión. 

4. En la fusión se pierde el derecho a deducir las pérdidas de 

ejercicios anteriores incurrid.as. por las socieciades. que desaparecen en ella, 

pues no pueden transmitir su derecho a deducirlas a la sociedad que subsista 

o surja con motivo de la fusión, lo cual resulta inconstitucional y violatorio 

de las garantías de proporcionalidad; equidad y seguridad jurídica. 

5. El artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, viola el 

principio de proporcionalidad al gn1.var a un suJeto conforme a una 

capacidad. contributiva irreal, al no re;¿nocerle ios derechos que se 

adquieren con motivo de una fusión, es decir, las pérdidas pendientes de 

amortizar, dado que con la fusión se adquieren todos los derechos y 

obligaciones de la fusionada, y así, asume las pérdidas, lo que se refleja en 

el pago de sus contribuciones, pues se trata de un solo patrimonio, por lo 

que resulta legal que la subsistente declare la disminución de sus ganancias 
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ante la necesidad de soportar las pérdidas que reporten las empresas 

fusionadas, ya que de lo contrario se atenta con el principio de 

proporcionalidad, al· n_o gravarse la auténtica capacidad contributiva, pues 

únicamente se vería incrementado su patrimonio en relación con los 

derechos adquiridos, 

6. El artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, también 

viola el principio de equidad pues da un trato inequitativo al impedir que la 

empresa fusionante amortice pérdidas de la fusionada, siendo que ambas se 

colocan en un mismo plano frente a la ley, ya que pennite que las 

sociedades mercantiles no fusionadas sí pueden obtener beneficios que 

deriven de las pérdidas fiscales que resienten, mientras la fusionadas pierden 

ese derecho a partir de Ja fusión; 

7. El artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta de igual 

forma, viola el principio dé se~uridad jllrídica contemplado en el artículo 14 

de nuestra Consti;~ciÓn, aI privar a la empresa fusionante el derecho de 

amortizar pérdidas sin respetar su derecho de ser escuchado en su defensa. 
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